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RESUMEN
Este	trabajo	estudia	los	procesos	administrativos	de	la	construcción	pública	en	las	ciudades	roma-
nas,	teniendo	en	cuenta	los	diversos	agentes	institucionales	y	económicos	implicados.	La	primera	
parte	se	refiere	a	los	órganos	de	gobierno	locales,	senado	y	magistrados,	responsables	de	la	gestión	
edilicia	y	el	control	financiero.	A	continuación	se	consideran	los	sectores	laborales	beneficiados	
con	la	construcción	pública,	y	el	sistema	de	prestaciones	colectivas	(munitiones).	Finalmente	se	
centra	en	las	contratas	oficiales	con	empresarios	privados	(redemptores),	el	proceso	de	adjudica-
ción,	la	documentación	correspondiente,	y	el	seguimiento	de	los	proyectos	edilicios	por	parte	de	
las	autoridades	municipales.
ABSTRACT
This paper studies the administrative processes of public building work in Roman towns, taking into 
account the various institutional and economic agents involved. The first part refers to the organs 
of local government (senate and magistrates) responsible for building administration and financial 
control. The following section considers the labour sectors that benefited from public and the collective 
benefit system (munitiones). Finally, the paper focuses on official contracts with private entrepreneurs 
(redemptores), the adjudication process, the corresponding documentation, and the monitoring of 
building projects by the municipal authorities.
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Competencias de los gobiernos municipales en la construcción pública
Los	 gobiernos	 de	 las	 ciudades	 romanas	 tenían	 importantes	 atribuciones	
en	todo	lo	relacionado	con	la	construcción	pública.	Los	estatutos	muni-
cipales	lo	confirman,	al	dedicar	diversos	apartados	a	esta	cuestión.	En	ello	
siguieron	 los	usos	 tradicionales	del	 estado	 romano	ya	desde	 la	Repúbli-
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ca.	Polibio1,	 al	 describir	 la	 gestión	de	 las	 contratas	 de	 obras	 oficiales,	 de	 lo	
que	se	encargaban	los	censores,	dice	que	el	Senado	tenía	la	máxima	autoridad	
en	 tales	 asuntos.	No	 sólo	debía	 autorizar	 los	proyectos,	 también	 se	 reservaba	
la	aprobación	final	(probatio)	de	las	obras,	cuya	adjudicación	y	ejecución	eran	
controladas	por	los	magistrados.	Precisamente	un	pasaje	de	Cicerón2	confirma	
la	responsabilidad	de	los	magistrados	en	dichas	tareas	a	fines	de	la	República.	
Generalmente	en	Roma	correspondían	a	los	censores,	más	excepcionalmente	a	
los	pretores	urbanos.	
Con	relación	a	las	ciudades,	las	leyes	municipales	que	nos	han	llegado,	prin-
cipalmente	en	Hispania,	contienen	diversas	normas	sobre	la	realización	de	obras	
públicas.	En	Italia	la	lex Tarentina,	fechada	en	la	primera	mitad	del	siglo	I	aC.,	
indica	que	los	magistrados	debían	encargarse	de	la	construcción	y	mantenimien-
to	de	 las	 obras	públicas.	Con	una	observación	 especial:	 debían	 evitar	que	 con	
tales	obras	se	perjudicaran	los	intereses	privados3.	En	la	misma	lex	los	decuriones	
aparecen	 interviniendo	 en	 asuntos	 oficiales,	 cuya	 gestión	 práctica	 llevaban	 los	
duunviros.	Ello	indica	que	el	senado	local	no	sólo	era	la	institución	que	debía	au-
torizar	la	ejecución	de	obras	públicas.	Seguramente,	como	ocurría	con	el	Senado	
de	Roma,	también	debía	dar	su	aprobación	final,	una	vez	terminados	los	trabajos.	
Este	mismo	procedimiento	se	 refleja	en	otro	documento	epigráfico	de	sin-
gular	importancia,	la	denominada	lex parieti faciundo	o	lex locationis	de	Puteo-
li4.	Está	fechada	en	el	105	aC.,	y	se	refiere	a	la	construcción	de	un	muro	en	el	
recinto	del	 templo	de	Serapis,	 y	 la	 apertura	 en	 él	 de	una	puerta.	Es	 el	 único	
testimonio	que	tenemos	sobre	una	contrata	entre	unos	magistrados	municipales	
y	un	empresario	para	realizar	una	obra	pública.	Y	posiblemente	refleje	los	pro-
cedimientos	administrativos	que	el	estado	romano	usaba	en	la	contratación	de	
opera publica.	Aunque	seguramente	el	texto	conservado	no	recoge	el	contenido	
completo	del	contrato	original.	Sólo	pretendía	conmemorar	la	finalización	del	
proyecto	edilicio.	Lo	que	ahora	interesa	destacar	es	que	este	documento	confirma	
el	notable	papel	que	tenían	los	decuriones	en	la	construcción	pública.
Centrándonos	 ahora	 en	Hispania,	 la	 responsabilidad	 de	 los	 decuriones	 en	
las	obras	públicas	se	indica	en	otro	importante	testimonio	jurídico,	el	estatuto	
de	 la	 colonia	de	Urso,	hoy	Osuna	 (Sevilla)5,	 fundada	 en	 la	Hispania	Ulterior	
por	iniciativa	de	Julio	César	en	el	44	aC.	Su	texto	nos	ha	llegado	parcialmente	
en	algunas	tablas	de	bronce.	Nos	interesa	ahora	el	capítulo	98,	donde	se	regula	
1.	 Pol.,	VI,	17.
2.	 Cic.,	In Verr.,	II-1,	130-150.
3.	 Lex Tar.,	39-42.
4.	 CIL,	I2,	698	y	X,	1781	=ILS,	5317	=ILLRP,	518.
5.	 Lex Ursonensis	(Lex Urs.):	CIL,II2/5,	1022;	d’ors,	1953,	167	ss.;	crawFord,	1996,	393	ss.;	
stylow,	1997;	caballos,	2006.
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la	movilización	obligatoria	de	 los	colonos	si	había	que	realizar	obras	públicas,	
sistema	llamado	munitio.	La	ley	dice	que	la	realización	de	esos	trabajos	debía	ser	
autorizada	por	los	decuriones,	en	una	sesión	del	senado	en	que	estuviera	presente	
la	mayor	parte,	y	con	la	aprobación	de	la	mayoría	de	los	asistentes.	
Aunque	los	decuriones	debían	aprobar	los	proyectos	de	obras	públicas,	la	pro-
puesta	para	realizarlas	debía	partir	de	los	magistrados,	que	eran	quienes	luego	te-
nían	que	supervisar	su	correcta	ejecución.	La	ley	de	Urso,	en	su	rúbrica	77,	pone	
bajo	responsabilidad	de	los	duunviros	y	de	los	ediles	tres	tipos	de	opera publica: 
viae	 (carreteras),	 fossae	 (canales)	 y	 cloacae	 (cloacas).	Y	 les	 faculta	para	diversas	
acciones:	 hacer	 (facere),	 prolongar	 (inmittere),	 cambiar	 (commutare),	 construir	
(aedificare)	y	 reforzar	 (munire).	Esos	 trabajos	debían	cumplir	ciertas	condicio-
nes:	sólo	podían	realizarse	dentro	de	los	límites	del	territorio	colonial;	y	debían	
ejecutarse	sine iniuria privatorum,	es	decir	sin	perjudicar	a	los	particulares,	como	
vimos	en	la	lex.		
La	 lex	 colonial	 también	 indica	que	 los	magistrados,	 al	 realizar	 los	 tipos	de	
obras	públicas	indicados	(viae, fossae, cloacae),	debían	actuar	siempre	velando	por	
el	interés	público	(publice).	Es	cierto	que	el	estatuto	no	indica	expresamente	que	
tales opera publica	debieran	ser	aprobadas	antes	por	los	decuriones.	Pero	ello	se	
deduce	del	capítulo	98	sobre	la	munitio,	donde	la	autorización	de	los	decuriones	
es	imprescindible	para	realizar	cualquier	obra	pública	por	el	sistema	de	corveas.	
Con	 esa	 movilización	 obligatoria	 de	 la	 población	 posiblemente	 se	 realizaron	
muchas	obras	de	 interés	común,	especialmente	en	 la	 fase	 inicial	de	 la	colonia	
(murallas,	vías	principales,	edificios	públicos)6.	Pero	los	gobiernos	municipales	
también	usaron	otro	sistema	para	realizar opera publica,	encargarlas	a	empresarios	
privados (vide infra).
Las	fuentes	utilizan	el	término	manceps,	también	el	de	redemptor7,	para	definir	
genéricamente	 a	 aquellos	profesionales	que	 licitaban	 en	 las	 locationes	 públicas	
para	acceder	a	las	contratas	estatales	o	municipales8.	Ambos	aparecen	diferencia-
dos	en	la	ley	ursonense	en	un	mismo	contexto,	usándose	igualmente	la	expresión	
qui ea redempta habebunt	para	aludir	a	los	redemptores9.	Otro	término	similar	es	
6.	 Así	se	había	hecho	en	Roma	desde	tiempos	antiguos:	Liv.,	I,	56,	1-2;	VI,	32,	1;	VII,	20,	9.	
Vide	al	respecto	ILS,	6887-6889.
7.	 Vide orsted,	1984,	71	ss.,	y	Mateo,	1999,	esp.	29	ss.	y	55	ss.,	para	tales	conceptos.	
8.	 Festo	 (s.v.	 redemptores,	p.332	Lindsay)	 indica	como	actividades	propias	de	 los	 redemptores	
facere	 (construir	y	mantener	obras	públicas)	y	praebere	 (hacerse	cargo	de	 los	suministros	públicos),	
proporcionando	los	medios	y	personal	necesarios	para	ello.	Redemptores	son	citados	en	la	lex locationis	
de	Puteoli	(I,	5-8)	y	en	la	Tabula Heracleensis	(40	s.	y	48	ss.).	
9.	 Lex Urs.,	93,	69.	Según	d’ors	(1953,	217)	manceps	se	referiría	aquí	a	arrendatarios	de	tierras	
o	servicios	comunales,	y	redemptor	al	contratista	de	obras	públicas.	Con	similar	significado	aparece	la	
expresión	qui redemerit	en	la	lex locationis	de	Puteoli	(I,	5-8)	y	en	la	Tabula Heracleensis	(40-41).	
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conductor,	a	menudo	identificado	con	redemptor	 tratándose	de	contratistas	de	
obras	públicas10.	
La	autorización	decurional	para	las	obras	públicas	también	se	infiere	de	la	
rúbrica	99	de	 la	 lex	de	Urso.	En	ella	 se	establece	que	 los	magistrados	debían	
someter	a	la	aprobación	de	los	decuriones	por	qué	lugares	debían	ser	construí-
dos	los	acueductos	públicos,	sin	perjudicar	las	edificaciones	ya	existentes.	Pero	
eran	luego	los	magistrados	quienes	se	encargaban	de	ejecutar	los	proyectos	que	
el	 senado	 local	 autorizaba	mediante	 decreto.	 La	 aplicación	 de	 esta	 norma	 la	
vemos	confirmada,	por	ejemplo,	en	una	inscripción	de	Archena	(Murcia),	que	
alude	a	 la	 restauración	de	un	acueducto,	obra	de	cuya	 reparación	 (refactio)	y	
examen	final	(probatio)	se	encargaron	los	duunviros,	actuando	por	decreto	de	
los	decuriones:	aquas ex d(ecreto) d(ecurionum) reficiendas curarunt i(dem)q(ue) 
p(robaverunt)11.	
La	autoridad	de	los	decuriones	en	la	construcción	de	opera publica	también	
se	observa	en	los	estatutos	de	otras	comunidades	de	Hispania,	que	alcanzaron	
la	categoría	de	municipia	durante	los	Flavios	(69-96	d.C.),	y	que	se	han	conser-
vado	parcialmente	en	tablas	de	bronce.	Nos	han	llegado	fragmentos	de	varios,	
pero	los	mejor	conservados	son	los	de	Irni	(en	el	SE.	de	la	provincia	de	Sevilla),	
Malaca	(actual	Málaga),	y	en	menor	escala	Salpensa	(cerca	de	Utrera,	provincia	
de	Sevilla)12.	Todas	fueron	ciudades	de	la	Bética.	En	el	capítulo	83	del	reglamen-
to	de	Irni,	el	más	extenso,	se	indica	que	los	decuriones	debían	autorizar	tanto	la	
realización	de	opera publica,	como	la	movilización	de	los	habitantes	(munitio)	
para	realizarlas.	La	aprobación	de	un	proyecto	edilicio	requería	la	presencia	en	
la	sesión	del	senado	local	de	al	menos	tres	cuartas	partes	de	sus	miembros,	y	el	
consentimiento	de	al	menos	dos	tercios	de	los	presentes.	
También	en	la	rúbrica	82	del	estatuto	de	Irni,	como	vimos	en	la	ley	colonial	
de	Urso,	se	reconocen	a	los	supremos	magistrados,	los	duunviros,	ius	y	potestas 
para	construir	o	reformar	(facere, inmittere, commutare)	las	obras	públicas	que	
estimaran	necesarias:	vías,	caminos,	cauces,	canales	y	cloacas13.	Pero	era	necesa-
rio	que	el	asunto	fuera	previamente	aprobado	por	decreto	de	los	decuriones;	que	
las	obras	fueran	hechas	exclusivamente	dentro	de	los	límites	del	territorium mu-
nicipal,	que	constituía	su	espacio	jurisdiccional;	y	que	los	trabajos	se	ejecutasen	
sin	perjuicio	de	los	particulares (sine iniuria privatorum).	Es	decir,	condiciones	
jurídicas	similares	a	las	que	hemos	visto	en	otros	reglamentos	locales.	
10.	 Cfr.	Mateo,	1999,	60	ss.
11.	 CIL,	II,	3541.	
12.	 Lex Malacitana	(Lex Mal.):	CIL,	II,	1964;	d’ors,	1953,	311	ss.;	stylow,	2001;	Lex Irnitana	
(Lex Irn.):	gonzález,	1986;	AE,	1986,	333;	d’ors,	1988.	Lex Salpensana	(Lex Salp.):	d’ors,	1953,	
281	ss.
13.	 Lex Irn.,	82:	quas vias itine ra flumina fossas cloacas...
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La	autoridad	de	los	decuriones	en	la	gestión	de	las	obras	públicas	se	pone	
igualmente	de	manifiesto	en	otros	apartados	de	las	leyes	municipales	de	Irni	y	
Malaca.	Así	cuando	la	ciudad	contrataba	con	empresarios	privados (redempto-
res)	la	realización	de	algún	trabajo,	eran	los	decuriones	quienes	debían	señalar	
el	lugar	donde	las	cláusulas	de	las	contratas	debían	ser	públicamente	expuestas	
para	general	conocimiento,	especialmente	de	otros	participantes	en	las	subastas	
(Lex Mal.-Irn., 63).	Ese	nivel	de	responsabilidad	lo	confirma	otro	capítulo	de	
la	ley	(Lex Mal.-Irn., 64).	Como	veremos	luego,	los	contratistas	de	obras	públi-
cas	debían	ofrecer	garantías	personales	y	reales	(praedes, praedia)	de	que	iban	a	
cumplir	su	compromiso	en	las	condiciones	acordadas.	Si	no	lo	hacían	los	bienes	
inmobiliarios	ofrecidos	como	garantía	podían	ser	vendidos	por	la	ciudad	para	
resarcirse.	De	tal	venta	se	encargaban	los	duunviros.	Pero	sólo	después	de	que	el	
asunto	hubiera	sido	examinado	y	aprobado	por	una	mayoría	de	dos	tercios	de	
los	decuriones.	
Algunos	epígrafes	de	carácter	edilicio	confirman	la	potestad	que	tenían	los	
senados	municipales	 para	 tomar	 las	 principales	 decisiones sobre opera	 publi-
ca.	Veamos	 algunos	 ejemplos	de	Hispania.	Tenemos	una	 inscripción	de	Tos-
sal	de	Manises	(Alicante)14,	que	recuerda	cómo	fue	la r(es) p(ublica)	(expresión	
que	designa	la	comunidad	cívica)	la	que	acometió	la	restauración	(restituit)	del	
temp(lum) Iunonis	local,	indicándose	las	formalidades	seguidas:	que	el	proyecto	
se	realizó	con	dinero	público	(d(e) s(ua) p(ecunia),	y	previa	aprobación	del	ordo 
decurionum	 expresada	 oficialmente	mediante	 el	 correspondiente	 decreto.	 Ese	
permiso	decurional	era	también	necesario	cuando	la	obra	pública	no	era	finan-
ciada	con	fondos	municipales,	sinó	por	algún	generoso	evergeta.	Por	ejemplo	en	
el	municipio	de	Aurgi	(Jaén)	dos	seviros	se	ofrecieron	para	financiar	(dederunt 
donaverunt)	la	construcción	de	algunas	filas	de	asientos (loca spectaculorum) en	
un	edificio	para	espectáculos.	Pero	debieron	actuar	decreto optimi ordinis15.	Con	
ese	mismo	requisito	debieron	contar	los	duunviros	que	acometieron	en	Ercaviva	
una	obra	viaria,	financiada	con	los	intereses	de	un	legado	dejado	al	municipio16.	
Y	en	un	epígrafe	de	Zafra	vemos	cómo	se	permite	la	colocación	de	un	podium 
in circo	previo	decreto	decurional17.	
Las	competencias	de	los	senados	locales	en opera publica	están	en	sintonía	
con	su	autoridad	en	las	cuestiones	de	lo	que	podríamos	llamar	“ordenamiento	
urbano”.	Hay	una	interesante	norma	que	se	repite	tanto	en	el	reglamento	de	
una	colonia,	Urso,	como	en	el	de	un	municipio,	Irni.	En	Urso	quien	deseara	
14.	 CIL,	II,	3557;	rabanal-abascal,	1985,	194	s.	nº	4.
15.	 CIL,	II2/5,	31.
16.	 CIL,	II,	3167.
17.	 CIL,	II,	984.		
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destechar,	destruir	o	demoler	cualquier	edificio	ubicado	dentro	del	casco	urbano	
o	del	territorio	municipal	debía	contar	con	la	autorización	de	los	decuriones.	
Y	debía	comprometerse	a	reedificar	el	solar	en	el	plazo	de	un	año,	ofreciendo	
las	necesarias	garantías,	que	los	decuriones	debían	aprobar.	Sólo	con	estas	con-
diciones	 el	 senado	de	 la	 colonia	podía	 conceder	 el	 permiso	de	demolición18.	
Pero	es	 interesante	constatar	que,	aunque	no	existiera	petición	particular,	 los	
decuriones	también	podían	decretar	la	demolición,	desteje	o	destrucción	de	un	
edificio	por	exigencias	urbanísticas.	Una	norma	muy	similar	encontramos	en	
la lex Tarentina19.	
En	la	misma	línea	de	velar	por	el	ordenamiento	urbano	(además	de	con-
sideraciones	de	 carácter	 religioso),	 la	 ley	de	Urso	 también	prohibía	 edificar	
monumentos	funerarios	dentro	de	los	límites	del	oppidum	o	recinto	amura-
llado	de	la	colonia,	intra pomoerium.	Los	duunviros,	encargados	de	vigilar	el	
cumplimiento	de	las	normas	urbanísticas,	podían	exigir	la	demolición	de	tales	
construcciones	ilícitas,	o	bien	acometer	su	derribo	por	propia	iniciativa20.
Los	estatutos	municipales	flavios	de	Hispania	también	recogen	estas	nor-
mas	urbanísticas.	La	 ley	de	 Irni	 establece	que	nadie	podía	destejar,	destruir	
o	demoler	un	edificio	dentro	del	 recinto	urbano	 (oppidum)	de	 Irni	y	en	 su	
entorno,	sin	el	compromiso	de	reedificarlo	(restituere)	en	el	plazo	de	un	año21.	
Pero	se	podía	solicitar	a	los	decuriones	su	autorización	para	destejar,	destruir	o	
demoler	un	aedificium,	sin	obligación	de	reedificarlo,	con	la	condición	de	que	
estuviera	presente	la	mayoría	de	ellos	cuando	se	discutiera	el	asunto.	Para	to-
mar	decisiones	apropiadas	en	estas	cuestiones	seguramente	los	decuriones	soli-
citarían	a	los	magistrados,	e	incluso	a	peritos	expertos,	los	oportunos	informes.	
Al	 adoptar	medidas	de	 esta	 clase	 los	 legisladores	pueden	haberse	 guiado	
por	consideraciones	estéticas,	preservar	el	aspecto	físico	de	la	ciudad,	su	regu-
laridad	urbanística.	A	ello	apuntaría	la	obligación	de	que	el	edificio	demolido	
fuese	reemplazado	por	una	construcción	que	no	tuviese	peores	características	
que	la	derribada.	Otro	motivo	pudo	ser	conservar	el	“stock”	de	oferta	residen-
cial	como	mínimo	en	el	nivel	existente.	Y	también	se	buscaría	combatir	la	es-
peculación	sobre	los	solares	urbanos,	pues	podía	ser	lucrativo	derribar	edificios	
en	ruina,	revendiendo	sus	materiales,	y	manteniendo	un	tiempo	los	solares	sin	
reconstruir,	para	que	su	precio	se	revalorizara	si	había	escasez	de	suelo	urbano	
18.	 Lex Urs.,	75.	Cfr.	d’ors,	1986,	141,	sobre	los	verbos	que	tipifican	tales	“delitos	urbanísti-
cos”	 (detegere,	 demolire,	 destruere,	 disturbare),	 actividades	 prohi	bi	das	 tanto	 a	 vendedores	 como	 a	
compradores	de	los	so	lares.	Vide	sobre	el	tema	garnsey,	1976.
19.	 Lex Tar.,	32-38.
20.	 Cfr.	Lex Urs.,	73.	Adriano	castigó	con	multa	de	cuarenta	aúreos	al	magistrado	que	no	 lo	
impidiera	(Dig.,	47,	12,	3,	5).
21.	 Lex Irn.,	62:	ne quis... aedificium detegito destruito demoliundumve curato.	
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edificable22.	En	todos	estos	casos	la	ley	parece	referirse	sólo	a	construcciones	
de	carácter	privado.	Para	las	de	carácter	público	es	posible	que	hubiera	algún	
capítulo	especial	que	no	se	ha	conservado.	Seguramente,	cuando	se	trataba	de	
tales	edificios,	las	autoridades	municipales	debieran	contar	con	la	autorización	
del	emperador	o	del	gobernador23.	
Construcción pública y pecunia publica
La	segunda	cuestión	a	considerar	es	la	financiación	de	opera publica	muni-
cipales.	Debemos	recordar	que	el	estado	romano	no	aportaba	regularmente	a	
las	ciudades	dinero	procedente	de	sus	presupuestos.	Las	inversiones	imperiales	
en	construcción	pública	se	centraron	prioritariamente	en	Italia24,	o	en	todo	
caso	beneficiaron	a	las	ciudades	provinciales	más	importantes,	especialmente	
las	capitales.	O	bien	se	realizaban	en	situaciones	excepcionales,	por	ejemplo	a	
raíz	de	catástrofes.	En	Hispania	la	financiación	imperial	de	proyectos	edilicios	
recayó	 principalmente	 en	 algunas	 comunidades	 privilegiadas,	 como	 Italica,	
Corduba,	Tarraco	o	Emerita25.	Aunque	algunos	importantes	programas	pudie-
ron	deberse	no	tanto	a	la	directa	intervención	imperial,	sino	de	las	élites	locales	
bien	conectadas	con	Roma26.	
Por	ejemplo	ciertas	obras	hidráulicas,	que	eran	construcciones	muy	caras	
y	 exigían	 un	 personal	 técnicamente	muy	 preparado.	Augusto	 y	 su	 entor-
no	familiar,	lo	mismo	que	otros	emperadores,	costearon	algunas	de	notable	
magnitud,	como	el	Aqua Vetus Augusta,	y	 la	restaurada	Aqua Nova Domi-
tiana	de	época	flavia,	que	abastecieron	a	la	capital	de	la	Bética27.	También	
Domiciano	y	Trajano	se	ocuparon	del	famoso	acueducto	de	Segovia28.	Es-
tos	 importantes	 proyectos,	 cuyo	 alto	 coste	 podía	 superar	 la	 capacidad	 de	
los	tesoros	municipales,	pudieron	haber	sido	financiados	íntegramente	con	
fondos	estatales,	o	mediante	un	acuerdo	entre	 la	administración	central	y	
22.	 La	 propie	dad	 urba	na,	 y	 la	 especulación	 sobre	 ella,	 han	 sido	 menos	 atendidas	 por	 la	
investigación,	al	valorarse	la	posesión	de	fin	cas	rústicas	como	fundamento	de	la	riqueza	de	las	élites	
romanas.	Pero	el	suelo	urbano	ofrecía	oportunidades	para	nego	ciar,	incluso	para	las	administraciones	
municipales,	que	contaban	con	solares	e	inmuebles,	como	sugiere	la	ley	de	Urso	(Lex Urs.,	96).	Sobre	
ello garnsey,	1976,	esp.	133	ss.
23.	 Lo	que	confirma	el	jurista	Ulpiano,	al	menos	para	época	severiana,	con	relación	a	las	murallas	
(Dig.,	I,	8,	9,	4).
24.	 Desde	fines	del	siglo	I	dC.	las	ciudades	italianas	debieron	cada	vez	más	sus	construcciones	
públicas	a	los	emperadores	o	los	evergetas	(JouFFroy,	1977;	1986).
25.	 JouFFroy,	 1977,	 336	 s.	 Esas	 obras	 se	 pueden	 identificar	 por	 la	 exclusiva	 utilización	 de	
mármoles	importados	extraídos	de	las	canteras	imperiales,	así	las	de	Italia	(Mar,	2008).
26.	 Cfr.	Mar,	2008,	188.
27.	 stylow,	1986;	Ventura,	1993.	
28.	 alFöldy,	1997.
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la	local29.	Este	modelo	de	financiación	mixta	de	grandes	planes	edilicios	se	ha	
propuesto	también	para	el	foro	superior	de	Tarraco	dedicado	al	culto	imperial30.	
Algo	similar	se	observa	con	relación	a	la	red	viaria.	La	gran	concentración	de	
miliarios	cerca	de	Corduba	demuestra	 la	gran	atención	 imperial	a	 la	Via Au-
gusta,	una	empresa	de	alto	coste,	ya	que	tanto	la	construcción	como	el	man-
tenimiento	de	las	principales	carreteras	requerían	grandes	inversiones.	De	ahí	
que	habitualmente	se	acometieran	por	tramos.	Aunque	las	ciudades,	e	incluso	
excepcionalmente	la	munificencia	privada,	fueron	comprometidas	en	ocasiones	
para	mantener	en	buen	estado	la	red	viaria	provincial31.	
Allí	donde	hubo	una	generosa	financiación	 imperial	no	 sólo	 ello	 libró	de	
importantes	 gastos	 a	 los	 tesoros	municipales,	 a	menudo	 agobiados,	 sino	que	
debió	repercutir	también	en	la	oferta	laboral	local,	otro	aspecto	a	tener	en	cuen-
ta,	aunque	esté	escasamente	documentado.	Tampoco	puede	olvidarse	que	una	
parte	importante	de	las	construcciones	públicas	fueron	financiadas,	total	o	par-
cialmente,	por	la	generosidad	de	los	evergetas.	Aunque	es	difícil	calcular	el	por-
centaje	de	una	u	otra	aportación.	Para	Duncan-Jones	cada	ciudad	pudo	tener	
su	específica	dinámica	financiera	(prioridad	de	fondos	públicos	o	de	inversiones	
privadas),	que	determinaría	el	desarrollo	de	su	modelo	de	urbanismo32.	
Pero	ni	la	generosidad	de	los	evergetas	era	algo	obligatorio,	aunque	podían	
ser	presionados	como	algunos	testimonios	epigráficos	demuestran33,	ni	todos	los	
notables	municipales	actuaron	así,	ni	todos	los	evergetas	atendieron	la	construc-
ción	pública,	dedicando	su	esfuerzo	a	munificencias	de	impacto	más	inmediato,	
como	 epula	 o	 ludi.	 Lo	 habitual	 sería	 que	 los	 erarios	municipales,	 la	 pecunia 
publica	o	communis según	las	fuentes	jurídicas,	hicieran	habitualmente	frente	a	
una	parte	de	las	obras	públicas.	Incluso	tratándose	de	proyectos	sufragados	por	
el	tesoro	imperial,	 lo	normal	era	dejar	 luego	el	mantenimiento	a	cargo	de	las	
autoridades	locales34.	
29.	 Vide	sobre	esta	colaboración	financiera	mixta:	JouFFroy,	1977,	1986;	Melchor,	1992-1993.	
Cfr.	Dig.,	50,	10,	7,	1.	
30.	 En	 los	 gastos	 habrían	 colaborado	 el	 gobierno	 provincial	 y	 la	 administración	 municipal,	
más	las	summae honorariae	aportadas	por	los	flamines	de	la	Citerior.	Cfr.	Mar,	2008,	184	ss.;	Mar-
Pensabene,	2009	(en	prensa).
31.	 Cfr.	sillières,	1990,	698	ss.;	Melchor,	1994,	164	s.	
32.	 Cfr.	1990,	183.	Sus	cálculos	para	Africa	muestran	que	financia	ción	pública	y	privada	solían	
estar	equilibradas.	Pero	una	u	otra	han	podido	predominar	según	las	circunstancias	de	cada	época.
33.	 Podemos	recordar,	por	ejemplo,	aquel	evergeta	de	Oretum,	que	asumió	la	construcción	de	un	
puente,	por	valor	de	ochenta	mil	sestercios,	petente ordine et populo	(CIL,II,	3221).	
34.	 Al	gobernador	provincial	correspondería	velar	para	que	las	reparaciones	fuesen	realizadas	y,	
en	caso	de	negligencia,	nombrar	encargados	de	los	trabajos,	aportando	incluso	personal	militar	si	era	
factible	(Dig.,	1,	16,	7,	1).
JUAN	FRANCISCO	RODRÍGUEZ	NEILA
Butlletí Arqueològic, V, 31 (2009), ISSN 1695-5862 (p. 171-225).
179
En	teoría	las	ciudades	romanas	debían	tener	recursos	para	costear	las	cons-
trucciones	públicas.	Aunque	los	gobiernos	municipales	debían	sopesar	mucho	
tales	inversiones,	decidiendo	no	tanto	por	razones	de	prestigio,	como	en	el	caso	
de	los	evergetas,	aunque	también	contaban,	sinó	por	auténticas	y	bien	sopesadas	
necesidades.	Pero	hasta	un	pequeño	municipio	como	Irni	tenía	previstas	por	ley	
inversiones	de	fondos	públicos (pecunia communis)	tanto	para	construir	(facere) 
como	para	reparar (reficere)	obras	públicas	del	municipio,	opera eiu[s] municipi 
facienda reficienda	es	la	expresión	jurídica35.	Las	propuestas	de	tales	gastos	po-
dían	ser	presentadas	por	los	duunviros	a	los	decuriones.	La	definición	del	tesoro	
municipal	como pecunia publica	o	communis,	 indica	que	ese	dinero	debía	ser	
usado	exclusivamente	para	atender	necesidades	que	afectaran	a	toda	la	comuni-
dad	cívica,	interés	general	que	en	la	ley	de	Irni	se	define	como	la	res publica	o	res 
communis de	los	municipes eius municipi36.	
Sin	embargo,	ni	el	reglamento	de	la	colonia	de	Urso,	ni	los	estatutos	de	los	
municipios	flavios	de	Hispania,	nos	ofrecen	una	 imagen	coherente	de	 lo	que	
pudo	 ser	 un	 presupuesto	municipal	 ordenadamente	 dispuesto	 en	 entradas	 y	
salidas.	Apenas	tenemos	información	cuantificable	sobre	las	finanzas	de	las	co-
munidades	romanas,	ni	sobre	los	criterios	presupuestarios	que	utilizaban.	Aun-
que	también	estos	temas	son	mal	conocidos	a	nivel	estatal.	Asimismo	tenemos	
escasa	información	cuantificable	sobre	los	costes	concretos	de	las	construcciones	
públicas.	Por	lo	que	respecta	al	estado,	sabemos	que	el	ejército,	los	salarios	de	
los	funcionarios	civiles	y	las	obras	públicas	consumían	una	parte	significativa	del	
presupuesto37.	Las	administraciones	municipales	no	tenían	que	asumir	el	primer	
apartado,	pero	sí	tenían	que	invertir	de	vez	en	cuando	en	obras	comunales,	lo	
que	supondría	importantes	inversiones.
Pero	en	la	práctica	la	situación	financiera	debía	variar	mucho	de	unas	ciuda-
des	a	otras,	lo	que	condicionaría	poderosamente	el	ritmo	con	que	podían	llevar	
adelante	un	costoso	programa	monumental	sostenido	únicamente	con	la	pecu-
nia publica.	Aunque	normalmente	es	problemático	definir	qué	construcciones	
de	una	ciudad	se	han	debido	estrictamente	a	la	financiación	pública	o	privada.		
Decuriones, magistrados y administración financiera
La	capacidad	jurídica	para	aprobar	los	proyectos	de	opera publica	de	las	ciu-
dades,	así	como	la	administración	de	la	pecunia publica	que	permitía	costear-
35.	 Lex Irn.,	79.	
36.	 Lex Irn.,	26,	45,	69,	80,	86.
37.	 Vide	al	respecto	duncan-Jones,	1995,	esp.	3	ss.	y	33	ss.,	y	la	tabla	3.7	para	una	estimación	
del	presupuesto	estatal	a	mediados	del	siglo	II	dC.	Pero	ya	en	el	siglo	II	aC.	Polibio	constataba	(VI,	13,	
3)	que	la	mayor	parte	del	dinero	del	estado	romano	se	invertía	en	obras	públicas.	Lo	mismo	sucedería	
en	las	ciudades.
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los,	si	no	había	otras	fuentes	de	financiación,	eran	competencias	de	los	senados	
municipales	cuyos	 integrantes,	 los	decuriones	u	ordo decurionum,	 constituían	
la	 aristocracia	que	dominaba	 la	 vida	pública	de	 cada	 comunidad.	Su	 control	
sobre	la	política	local	era	una	importante	faceta	de	la	aventajada	posición	que	
Roma	 les	 reconoció	 al	 frente	de	 sus	 civitates38.	Esta	 impresión	 es	 confirmada	
plenamente	tanto	por	la	lex	colonial	de	Urso,	como	por	las	leyes	municipales	
flavias.	A	los	decuriones	competía	discutir	la	utilidad	de	las	opera publica	que	
ellos	mismos	o	los	magistrados,	sobre	todo	los	duunviros,	podían	proponer,	y	
aprobar	en	su	caso	las	correspondientes	sumas	de	la	pecunia publica	que	debían	
invertirse	en	ellas39.	Los	duunviros	podían	presentarles	tales	proyectos	y	razo-
nar	su	utilidad	para	el	bien	común,	incluso	apoyándose	en	oportunos	peritajes	
técnicos.	Pero	la	decisión	definitiva	recaía	sobre	el	senado	municipal40.	Era	una	
gran	responsabilidad	para	los	decuriones.	De	su	mayor	o	menor	honestidad	y	
acierto	dependía	tener	unas	finanzas	saneadas,	y	obtener	más	o	menos	rentabi-
lidad	del	patrimonio	público.	Y	los	proyectos	de	opera publica	podían	suponer	
importantes	gastos.	
Teniendo	 en	 cuenta	 estas	 consideraciones,	 y	 recordando	que	 en	principio	
los	decuriones	no	eran	especialistas	ni	en	materias	financieras	ni	en	temas	edi-
licios,	debemos	suponer	que	para	calibrar	mejor	las	diversas	opciones	y	tomar	
resoluciones	correctas	 se	asesorarían	adecuadamente.	Esa	 información	podían	
prepararla	los	duunviros	antes	de	someterles	sus	propuestas,	pero	podían	apor-
tarla	también	algunos	decuriones	expertos	en	tales	materias,	por	su	implicación	
personal	en	negocios	financieros	o	de	la	construcción41,	aunque	apenas	tenemos	
información	al	respecto42.	En	todo	caso	ese	“estudio	económico”	de	la	viabilidad	
del	proyecto	debía	tener	en	cuenta	diversos	aspectos43.	
38.	 Cfr.	por	ejemplo	Lex Irn.,	45,	70,	71,	76,	79,	83.
39.	 Cfr.	Lex Urs.,	98,	99;	Lex Irn.,	45,	46,	73,	78,	80.	Sobre	el	funcionamiento	de	los	senados	
locales:	talbert,	1989;	Mentxaka,	1993,	101	ss.
40.	 Cfr.	Lex Urs.,	77,	99,	134;	Lex Irn.,	19,	20,	39,	41,	72,	76,	77,	79,	83.
41.	 Vide	al	respecto	garnsey,	1976;	cébeillac-gerVasoni,	1998,	esp.163	ss.
42.	 Los	 proyectos	 edilicios,	 quizás	 estudiados	 por	 una	 comisión	 decurional,	 debían	 ser	 bien	
sopesados,	en	cuanto	a	características	técnicas	y	costes,	pues	los	errores	podían	suponer	gastos	inútiles	
en	 personal	 y	materiales,	 y	 a	 la	 larga	 el	 encarecimiento	 de	 la	 obra.	Comisiones	 decurionales:	Lex 
Irn.,	69.	Incluso	algunos	decuriones,	conectados	con	negocios	de	la	construcción,	podían	aportar	su	
experiencia	en	tales	temas,	asesorando	a	los	magistrados	en	su	curatio	sobre	los	trabajos	ejecutados	por	
los	redemptores,	como	sugiere	la	lex parieti faciundo	de	Puteoli	(III,	7	ss.).
43.	 Por	ejemplo	la	disponibilidad	de	suelo	de	titularidad	pública	donde	edificar,	o	el	precio	de	
los	solares	que	era	necesario	comprar;	el	importe	de	las	tareas	de	preparación	de	terrenos	y	demolición	
de	edificaciones	preeexistentes	(cfr.	lex Puteol.,	III,	1	ss.);	el	coste	de	los	materiales	de	construcción,	
según	las	características	del	proyecto,	si	podían	obtenerse	de	canteras	municipales,	o	reaprovechando	
los	procedentes	de	construcciones	precedentes	derribadas;	 los	costes	de	 su	extracción	y	 transporte,	
etc.	Sobre	ello Mar-Pensabene,	2009	(en	prensa),	con	cálculos	de	cantidades	y	valor	de	los	materiales	
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Las	decisiones	que	tomaban	los	decuriones	se	plasmaban	en	decretos	que	se	
elaboraban	tras	la	discusión	del	asunto	tratado	y	la	correspondiente	votación,	
según	un	procedimiento	que	nos	detalla	la	ley	de	Irni44.	Como	vimos	supra,	fór-
mulas	epigráficas	como	decreto decurionum, de decurionum sententia, ex senatus 
consulto	o	ex decreto ordinis,	que	aparecen	en	epígrafes	que	aluden	a	la	construc-
ción	o	reparación	de	obras	públicas	municipales,	indican	que	el	correspondiente	
proyecto	edilicio	se	realizó	de	acuerdo	con	la	necesaria	aprobación	decurional	
hecha	oficial	mediante	el	correspondiente	decreto,	y	que	los	magistrados	locales	
se	encargaron	de	controlar	su	ejecución	(curatio).	
Sectores laborales beneficiados por la construcción pública
Dos	factores	podían	generar	habitualmente	actividad	laboral	en	una	ciudad	
romana,	dando	trabajo	a	diversos	sectores	si	no	de	una	forma	regular,	sí	al	me-
nos	periódica:	la	administración	municipal	y	la	munificencia	de	los	grupos	so-
ciales	más	ricos.	Las	opera publica,	promovidas	y	financiadas	por	una	u	otra	vía,	
podían	activar	en	momentos	puntuales	el	mercado	laboral	local,	con	proyectos	
que	ofrecieran	ganancias	a	libres	y	libertos	artesanos	cualificados,	así	como	a	co-
merciantes	y	transportistas	(por	ejemplo	de	materiales	de	construcción).	Igual-
mente	los	programas	monumentales	dinamizarían	momentáneamente	a	otros	
sectores	 sociales	 en	más	 precaria	 situación	 económica.	 Por	 ejemplo	 esa	masa	
de	peones	libres	sin	oficio	fijo,	que	abundaba	en	las	ciudades	romanas,	y	cuya	
fuerza	de	trabajo	era	imprescindible	para	ciertas	tareas,	por	ejemplo	el	acarreo	
de	materiales45.
Pero	cuando	había	que	realizar	opera publica,	y	las	ciudades	no	disponían	de	
suficientes	recursos	económicos	para	encargar	todos	los	trabajos	a	contratistas	
privados,	los	tesoros	municipales	podían	economizar	gastos	de	mano	de	obra	re-
curriendo	a	la	población	local	para	tareas	no	estrictamente	técnicas.	Estas	pres-
taciones	personales	o	corveas	podían	suponer	un	importante	ahorro	para	comu-
nidades	con	limitaciones	financieras.	Los	gobiernos	municipales	se	reservaban	
esta	opción,	denominada	munitio,	la	cual	aparece	regulada	en	los	estatutos	de	
Urso	e	Irni46.	Pero	la	munitio	fue	un	recurso	habitual	que	funcionó	en	la	Anti-
güedad	desde	tiempos	primitivos,	siendo	práctica	corriente	que	los	ciudadanos	
pusieran	en	momentos	críticos	a	disposición	de	la	comunidad	el	trabajo	y	los	
empleados	 en	 la	 construcción	 del	 foro	 superior	 de	Tarraco,	 donde	 se	 utilizaron	 tanto	 mármoles	
procedentes	de	las	canteras	imperiales	de	Luni	para	las	partes	lujosas,	como	piedra	de	menos	calidad	
para	las	estructuras,	aportada	por	canteras	locales	(Médol).
44.	 Lex Irn.,	39-42.
45.	 Vide	rodríguez neila,	1999,	sobre	el	trabajo	y	los	sectores	laborales	urbanos.	
46.	 Lex Urs.,	98;	Lex Irn.,	83.
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recursos	materiales	propios.	Aunque	no	tenemos	ningún	documento	hispano	
que	 haga	 referencia	 a	 una	 obra	 pública	 construída	mediante	 tal	 recurso,	 del	
que	quizás	se	echaba	mano	sólo	en	situaciones	extremas	y	en	comunidades	con	
precarias	finanzas.	
En	Roma	los	munia	eran	aquellas	cargas	personales	que	obligaban	a	 los	
ciudadanos	y	sus	dependientes	a	prestar	al	estado	de	forma	obligatoria	y	gra-
tuita	un	cierto	número	de	jornadas	laborales	al	año	(operae).	La	etimología	
procede	de	que	en	tiempos	antiguos	esa	prestación	colectiva	funcionaba	sobre	
todo	para	construir	o	reparar	las	murallas	(moenia),	de	ahí	el	término	muni-
tio.	Pero	 el	 sistema	 funcionó	 igualmente	 en	 la	 administración	provincial	 o	
regional	para	 trabajos	públicos	de	 cierta	 envergadura47.	Y	pervivió	hasta	 el	
Bajo	Imperio48.
Pero	desconocemos	con	qué	frecuencia	se	recurría	a	dicho	procedimiento.	
Como	veremos,	lo	más	probable	es	que	las	ciudades,	si	contaban	con	suficien-
tes	recursos,	emplearan	habitualmente	el	sistema	de	contratas	con	redemptores	
privados	para	realizar	opera publica.	Pero	 incluso	en	este	caso	 las	haciendas	
municipales	más	débiles	podían	suprimir	gastos	utilizando	la	mano	de	obra	
movilizada	mediante munitio	para	el	derribo	de	construcciones	 inservibles,	
nivelación	de	terrenos	o	transporte	de	materiales.	De	hecho	en	Roma	se	cons-
tata	ya	desde	tiempos	republicanos	un	régimen	mixto	de	munera	gratuitos	y	
pago	por	parte	del	estado	de	ciertos	trabajos	especializados49.	
Aunque	las	leyes	municipales	nos	ilustran	sobre	la	regulación	jurídica	de	
las	munitiones,	no	tenemos	ningún	documento	hispano	que	haga	referencia	a	
una	obra	pública	construída	mediante	tal	procedimiento,	y	son	escasos	los	da-
tos	para	otras	provincias.	Y	cuando	ha	quedado	constancia	epigráfica	de	ello,	
por	ejemplo	en	África,	se	trata	de	comunidades	secundarias,	que	recurrían	a	
la	munitio	quizás	por	no	tener	suficientes	recursos	económicos.	
Por	ejemplo	un	mercado	de	Auzia	(Mauretania)	fue	construído	en	el	230	
dC.	por	dos	medios:	las	contribuciones	en	dinero	de	los	propios	decuriones,	
que	sirvieron	para	pagar	tanto	los	materiales	de	construcción	como	el	trabajo	
más	cualificado;	y	la	mano	de	obra	común	procedente	de	las	jornadas	de	tra-
47.	 Cfr.	Varro,	De l.l.,	5,	179.	Livio	(I,	56,	1-2)	señala	que	el	Capitolio	fue	construído	con	este	
sistema.	En	otro	lugar	(VI,	32,	1-2)	recuerda	que	los	censores	obligaron	a	la	plebe	a	trabajar	en	la	
erección	de	una	muralla.	Sobre	el	tema:	de robertis,	1963,	229	ss.;	Milazzo,	1993,	9	ss.	Similar	
uso	 está	 documentado	 para	 los	 transpor	tes,	 pues	 existían	 requisicio	nes	 de	 bestias	 de	 carga,	 carros	
y	 conductores,	 sobre	 todo	por	 necesidades	militares	 o	 del	 correo	 oficial	 (cursus publicus).	Cfr.	de 
robertis,	1963,	231	y	235;	brunt,	1980,	82.
	48.	 Vide	al	respecto	MalaVé,	2007,	143	ss.
49.	 Cfr.	Milazzo,	1993,	28.	En	Livio	(VII,	20,	9)	vemos	cómo	las	torres	y	murallas	republicanas	
de	Roma	fueron	reparadas	mediante	prestaciones	de	los	soldados.
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bajo	(operae)	aportadas	por	el	populus	local50.	Y	en	Tiddis	(Numidia),	antes	de	
construir	en	el	siglo	III	dC.	unas	cisternas,	lo	que	seguramente	se	contrató	con	
redemptores	privados,	hubo	que	derribar	unos	edificios	y	explanar	el	suelo.	Esas	
tareas	previas	fueron	ejecutadas	mediante	la	aportación	popular,	per populum51.	
A	su	vez	en	el	foro	de	Timgad	se	dedicó	una	inscripción	a	la	concordia	del	popu-
lus	y	del	ordo	decurional,	recordando	la	contribución	personal	de	ambos	sectores	
“con	sus	manos	y	recursos”,	a	fin	de	ahorrar	gastos	a	la	ciudad	en	algún	proyecto	
edilicio	no	indicado52.	Por	el	contrario	en	la	lex locationis	de	Puteoli,	la	prepa-
ración	del	terreno	donde	debía	ejecutarse	el	proyecto	edilicio,	que	implicaba	el	
desplazamiento	de	 construcciones	 y	 estatuas	 preexistentes	 en	 el	 lugar,	 parece	
formar	parte	de	las	obligaciones	del	redemptor.	
Para	la	parte	oriental	del	imperio	el	sistema	de	corveas	está	documentado	en	
Egipto53.	Y	en	Antioquía	(Siria)	por	dos	interesantes	estelas	de	época	flavia	(73-
74	dC.),	relativas	a	los	trabajos	de	apertura	de	un	canal	de	catorce	estadios	para	
proveer	de	agua	a	los	talleres	de	batanería	cercanos54.	Dicha	tarea	fue	repartida	
entre	una	parte	de	los	plintheia	(=insulae	de	casas)	de	la	ciudad,	asignándose	las	
respectivas	partes	de	la	obra	según	la	proporción	entre	el	número	de	hombres	de	
cada	plintheion	y	las	dimensiones	del	canal.	Aunque	no	sabemos	cómo	se	repar-
tía	el	trabajo	asignado	a	cada	plintheion	entre	los	hombres	del	mismo.			
Pero	en	general	las	ciudades	no	estimaron	oportuno	dejar	memoria	epigráfi-
ca	de	las	obras	efectuadas	mediante	la	munitio,	que	era	un	procedimiento	nor-
mal,	no	un	hecho	extraordinario,	regulado	en	la	ley	municipal55.	Por	ello	ape-
nas	tenemos	información	sobre	la	aplicación	práctica	de	la	normativa	jurídica.	
Aunque	podemos	suponer	algunas	coyunturas	en	las	que	recurrir	a	las	corveas	
públicas	debió	ser	opción	preferente	para	las	autoridades	locales.	Por	ejemplo	en	
los	inicios	de	una	fundación	colonial.	En	Urso	los	colonos	pudieron	ser	movi-
lizados	por	los	magistrados	para	realizar	trabajos	de	envergadura,	como	la	cons-
trucción	de	las	murallas,	así	como	las	vías	(viae),	caminos	(itinera),	acueductos	
50.	 CIL,	VIII,	9062=	ILS,	5590:	[m]acellum cum porticibu[s et po]nderibus omnibusque o[rna]mentis 
res p. col. Septimiae Aur. Auzi[e]nsium sumtibus tam suis quam ex sportulis decurionum operisque popularium 
a fundamentis coeptum perfecit dedicavitque...
51.	 ILAlg.,	 2,	 1,	 3596:	 ...egestis per populum quae vicina superaverant ruderibus/ caesoque ad 
planitiem qui/ nudatus extiterat monte/ ad salutem populi aquam/ excipi providit.
52.	 CIL,	VIII,	 2342:	 concordiae populi et ordinis quod sumtus rei p(ublicae) manibus copiisque 
relevaverint.
53.	 Para	limpiar	los	canales	de	irrigación.	Vide	al	respecto	siJPesteiJn,	1964.
54.	 Vide	Feissel,	1985.	Libanio	(Or.,	XLVI,	21)	alude	también	a	una	corvea	parecida,	pues	cita	
entre	los	munera sordida	el	cuidado	de	las	canalizaciones	de	dicha	ciudad.
55.	 Es	 improbable	 que	 el	magistrado	 que	 recurría	 a	 este	 sistema	 considerara	 oportuno	 dejar	
memoria	epigráfica	de	ello	(duncan-Jones,	1990,	175).
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(aquae),	canales (fossae)	y	cloacas	(cloacae)	de	la	primera	implantación	colonial.	
Estos	diversos	conceptos	de	opera publica	aparecen	mencionados	específicamen-
te	en	la	lex	local56.
¿Cómo	funcionaba	 la	munitio?	Por	 lo	que	 tenía	de	obligación,	que	a	me-
nudo	 sería	molesta	 para	 la	 población,	 era	necesaria	 la	 aprobación	oficial	 por	
parte	de	los	decuriones,	y	una	organización	del	trabajo	bajo	la	supervisión	de	
los	magistrados.	Es	posible	que	si	éstos	no	tenían	plena	libertad	para	recurrir	
a	 las	prestaciones	colectivas	sin	autorización	decurional,	se	debiera	al	carácter	
excepcional	de	un	procedimiento	que	suponía	pesadas	cargas	para	los	vecinos.	
Aunque	en	los	estatutos	locales	estuvieran	previstas	indemnizaciones	a	cargo	del	
tesoro	municipal	para	quienes	se	sintieran	perjudicados,	como	vemos	en	Irni57.	
Normalmente	muchos	de	los	trabajos	que	podían	realizarse	mediante	la	mu-
nitio	serían	acometidos	por	redemptores	privados,	sistema	también	previsto	en	
los	 reglamentos	municipales.	 Sin	 embargo	 su	 regulación	 jurídica	 en	 las	 leyes	
locales,	 que	 también	 observan	 el	 régimen	 de	 contratas	 con	 empresarios	 par-
ticulares58,	podría	indicar	que	quizás	no	era	un	recurso	excepcional,	al	menos	
para	 ciertos	 trabajos	 y	 en	determinadas	 circunstancias.	Y	que	 las	 autoridades	
municipales,	si	lo	estimaban	oportuno,	podían	usar	dicho	sistema	con	todo	el	
apoyo	legal,	sin	que	los	vecinos	lo	consideraran	una	exigencia	abusiva.	El	ahorro	
económico	que,	al	acometer	obras	públicas,	 las	comunidades	podían	obtener	
con	las	munitiones,	podía	extenderse	a	otros	capítulos,	por	ejemplo	los	materia-
les	de	construcción,	que	podían	ser	extraídos	de	canteras	municipales59.	Aunque	
su	transporte60,	lo	mismo	que	en	otras	ocasiones	su	suministro,	se	acordara	con	
contratistas	privados61.	 		
Una	vez	que	los	magistrados	habían	obtenido	de	la	corporación	decurional	
el	preceptivo	permiso,	en	Urso	eran	los	ediles	quienes	convocaban	a	los	vecinos	
para	prestar	tales	servicios62.	Y	estaban	obligados	todos	los	individuos	entre	ca-
torce	y	sesenta	años	que	fuesen	coloni,	o	sea	que	poseyeran	la	ciudadanía	local.	Y	
también	quienes,	no	siéndolo,	tuviesen	domicilium	o	propiedades	inmobiliarias	
56.	 Lex Urs.,	77,	78,	99,	104.
57.	 Lex Irn.,	83.
58.	 Cfr.	Lex Urs.,	69.
59.	 Vide	Mar-Pensabene,	 2009	 (en	 prensa),	 a	 propósito	 de	 las	 canteras	 de	Médol	 para	 los	
proyectos	edilicios	de	Tarraco.
60	 Que	podía	ser	también	realizado	por	las	bestias	de	carga	aportadas	por	las	personas	obligadas	
a	las	corveas.
61.	 brunt,	1980,	86.
62.	 Como	vemos	en	la	ley	de	Irni,	los	ediles	tenían	amplias	competencias	sobre	la	vigilancia	y	
mantenimiento	de	vías	y	edificios	públicos,	así	los	de	carácter	sagrado	(aedes sacrae,	loca sacra religiosa),	
oppidum	 y	 calles	 (viae)	 (Lex Irn.,	 19).	En	Egipto	 se	 enviaba	 la	 convocatoria	 por	 escrito	 a	 quienes	
debían	prestar	las	corveas	(siJPesteiJn,	1964).
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dentro	del	territorium	colonial.	Se	exigían	cinco	días	al	año	de	trabajo	personal	
no	remunerado,	y	tres	días	de	prestación	de	las	bestias	de	carga.	A	su	vez	en	Irni	
las	contribuciones	obligaban	tanto	a	municipes	como	a	residentes	(incolae),	así	
como	a	quienes	habitaran	y	tuvieran	su	domicilio	dentro	del	territorio	munici-
pal,	o	disfrutaran	de	posesiones	en	él.	También	allí	se	exigían	trabajos	personales	
no	 superiores	 a	 cinco	días	de	 servicio	 al	 año	por	persona	 (en	 este	 caso	 entre	
quince	y	sesenta	años)	o	yunta	de	animales	de	carga	o	tiro63.	
No	sabemos	si	todos	los	individuos	teóricamente	forzados	a	la	munitio	eran	
movilizados.	Es	probable	que	en	la	práctica	tales	cargas	recayeran	sobre	todo	en	
la	gente	humilde,	y	que	los	ciudadanos	más	pudientes	o	los	ausentes	lograran	
evitarlas,	bien	por	su	influencia,	por	saldar	con	dinero	su	obligación	personal,	
o	por	pagar	a	alguien	para	que	la	asumiera	en	su	lugar64.	Así	parece	deducirse	
del	 reglamento	de	Irni,	que	habla	de	dare, facere	y	praestare	 tales	 jornadas	 la-
borales	(operae)65.	No	todas	estas	acciones	implicaban	cumplir	físicamente	con	
tales	responsabilidades.	Incluso	los	ciudadanos	más	pudientes	podían	esquivar	
su	 compromiso	 ofreciendo	 el	 trabajo	 de	 sus	 esclavos	 y	 otros	 dependientes66.	
También	en	la	munitio	del	canal	de	Antioquía	las	desiguales	prestaciones	que	se	
observan	pudieron	corresponder	a	diferentes	niveles	de	la	propiedad,	e	incluso	
habría	quienes	quedaran	exentos67.	
Aunque	 en	 realidad	 dichas	 contribuciones	 no	 suponían	 una	 pesada	 carga	
para	los	conscripti,	sólo	cinco	días	al	año,	y	cuando	las	autoridades	locales	recu-
rrían	a	dicho	sistema,	lo	que	en	muchos	lugares	pudo	ser	excepcional.	Y	quizás,	
según	las	características	de	la	obra	a	realizar,	los	magistrados	no	tuvieran	nece-
sidad	de	movilizar	siempre	a	toda	la	población,	sino	sólo	a	una	parte.	Además	
aprovecharían	la	experiencia	y	conocimientos	técnicos	de	quienes	tuvieran	al-
guna	especialidad	laboral,	de	acuerdo	con	el	tipo	de	trabajo	a	ejecutar.	No	debe	
descartarse	que	las	ciudades	pudieran	exigir	tales	prestaciones	por	encima	del	
límite	legalmente	fijado,	si	bien	pagando	ese	trabajo68,	lo	que	podía	significar	
una	ayuda	económica	para	individuos	sin	oficio	estable	o	con	ocupaciones	tem-
porales.
63.	 Cinco	días	de	trabajo	al	año	también	se	exigían	en	Egipto	para	la	limpieza	de	los	canales.	
En	Siria	la	obligación	de	las	corveas	era	a	partir	de	los	14	años,	hasta	los	65	años	(Dig.,	50,	15,	3,	
Ulp.).
64.	 brunt,	1980,	82.
65.	 Lex Irn.,	83.
66.	 laMberti,	1993,	95	s.	O	de	sus	libertos,	obligados	jurídicamente	a	la	prestación	de	operae.	
Vide	sobre	esta	cuestión	rodríguez neila,	1999,	17	ss.	
67.	 Feissel,	1985,	94.
68.	 Incluso	en	Irni	quienes	se	sentían	perjudicados	por	la	munitio	podían	ser	indemnizados	(Lex 
Irn.,	83).
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Dos	condiciones	eran	ineludibles	para	que	la	munitio	funcionara	bien.	En	
primer	lugar	que	el	gobierno	municipal	tuviera	información	actualizada	sobre	
los	recursos	humanos	y	de	otra	índole	disponibles	tanto	en	el	oppidum	central,	
como	en	los	hábitats	rurales.	Los	registros	censuales	y	catastrales	que	constaban	
en	 los	 archivos	municipales	 (tabulae publicae)	 podían	 proporcionar	 tales	 datos,	
para	poder	disponer	de	listas	actualizadas	de	individuos	obligados	a	 las	corveas,	
incluyendo	la	población	rural69.	
También	era	necesario	que	la	movilización	popular	obligatoria	estuviera	apo-
yada	legalmente,	para	evitar	abusos	por	parte	de	la	autoridad	o	el	desinterés	de	la	
población.	Por	ello	la	conscriptio	de	los	que	estaban	obligados	debía	ser	efectuada	
por	magistrados	con	poder	de	coercitio,	que	pudieran	exigir	obediencia	a	sus	órde-
nes.	Esos	magistrados	en	Urso	e	Irni	eran	como	vimos	los	ediles.	Según	la	ley	de	
Irni	tenían	derecho	a	imponer	tales	contribuciones	personales,	exigir	garantías	de	
su	cumplimiento	y	castigar	con	multas	a	quienes	no	las	prestaran.
Otro	recurso	que	podían	utilizar	los	gobiernos	municipales	para	realizar	labores	
menos	cualificadas	en	 los	proyectos	de	opera publica	 eran	sus	esclavos	públicos,	
servi publici	o	communes.	A	ese	personal	se	refieren	también	los	estatutos	muni-
cipales	hispanos70.	La	administración	municipal	ahorraba	con	ello	dinero,	ya	que	
sólo	debía	atender	los	gastos	de	su		mantenimiento,	alimentación	y	vestido	(cibaria 
vestitum),	como	está	jurídicamente	reglamentado.	Asimismo	las	ciudades	podían	
utilizar	con	tal	finalidad	las	operae	y	otros	servicios	personales,	que	de	forma	obli-
gatoria	debían	prestarles	por	ley	los	libertos	municipales,	es	decir	los	esclavos	pú-
blicos	manumitidos.	La	rentabilidad	laboral	de	las	operae libertorum	recibe	amplio	
tratamiento	 en	 las	 fuentes	 jurídicas	 romanas,	 en	 el	 contexto	de	 los	 deberes	 del	
liberto	hacia	su	patrono.	Pero	apenas	se	percibe	en	el	resto	de	la	documentación71.	
Aunque	debemos	suponer	que	constituiría	un	volumen	de	trabajo	apreciable,	al	
que	las	ciudades	no	renunciaban,	como	confirma	la	ley	de	Irni	(Lex Irn.,	72).		
Magistrados y ejecución de obras públicas
Veamos	ahora	qué	procedimientos	administrativos	seguían	las	ciudades,	se-
gún	 las	 fuentes	 epigráficas	 y	 la	 documentación	 jurídica,	 para	 ejecutar	 las	 obras	
69.	 Los	 registros	 censuales	 y	 catastrales	 podían	 servir	 para	 confeccionar	 listas	 de	 personas	
sometidas	 a	 las	 corveas,	 indicando	 condición	 jurídica,	 edades	 y	 disponibilidad	 de	 bestias	 de	 tiro,	
datos	reflejados	en	las	disposiciones	sobre	la	munitio	de	las	leyes	municipales	de	Hispania.	Algunas	
evidencias	confirman	la	existencia	de	tales	listas,	por	ejemplo	la	matrix publica	citada	en	un	epígrafe	de	
Cirta	(CIL,VIII,	6948).	Vide	rodríguez neila,	2005,	49	ss.	También	Feissel	(1985,	93	y	100,	n.82)	
sugiere	la	necesidad	de	tal	censo	para	organizar	las	prestaciones	de	Antioquía.	Seguramente	en	cada	
plinthos	había	un	responsable	de	dar	al	gobierno	municipal	una	relación	de	personas	obligadas.	
70.	 Cfr.	Lex Urs.,	62;	Lex Irn.,	19,	72,	78,	79.
71.	 Vide	sobre	ello:	Pescani,	1967;	Masi doria,	1993;	aubert,	1994,	102	ss.
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72.	 En	Italia	era	el	procedimiento	administrativo	normal,	de	donde	pasó	a	 las	provincias.	Las	
inscripciones	 lo	 ponen	 de	 relieve.	 Veamos	 algunos	 ejemplos.	 En	 Pompeya	 fueron	 los	 duun	viros	
quienes	 dec(reto) dec(u)r(ionum) theatrum tectum fac(iundum) lo car(unt) eidemq(ue) prob(averunt)	
(CIL,	X,	844);	o	quienes	[d(e)] d(ecurionum) s(ententia) murum... fac (iundum) coer(averunt) eidemq(ue) 
pro[b(averunt)]	(CIL,	X,	937).	Y	en	Atina	...IIviri q(uin)q(uennales) ex d(ecreto) d(ecurionum) p(ublica) 
p(ecunia)... viam sternund[am] coer(a verunt)	 (CIL,	X,	5074).	También	 en	Praeneste	Q. Vibuleius... 
L. Statius duovir(i)... aquam per publicum ducendam d(e) d(e curio num) s(ententia) coeravere	 (CIL,	
XIV,	3013).	Y	en	un	epígrafe	de	Superaequum	se	indica:	Respublica populusq(ue) Cor finiensis formam 
aquaeductus vetustate corruptam d(ecreto) d(ecurionum) refecit	(CIL,	IX,	3308).
73.	 Pero	también	otros	magistrados	de	rango	inferior.	Por	ejemplo	los	cuestores	en	Praeneste:	
L. Saufeius C. f. Flac[cus] q(uaestor) viam sternenda[m] d(e) s(enatus) s(ententia) cura vit	 (CIL,	XIV,	
3001).	Mientras	que	en	Fundi	fueron	los	ediles	quienes	murum, portam turris faciunda ex s(enatus) 
c(onsulto) coe[r(averunt)] eid(em)que probav(erunt)	(CIL,	X,	6238).	En	Irni	estos	magistrados	tenían	
competencias	en	obras	públicas	(Lex Irn.,	19).
74.	 Cfr.	por	ejemplo	Lex Urs.,	69,	96,	134;	Lex Irn.,	46,	70,	73,	77,	79.	Sobre	la	administración	
financiera	municipal:	rodríguez neila,	2003.
75.	 En	comparación	son	más	frecuentes	los	epígrafes	que	recuerdan	la	actividad	edilicia	de	los	
evergetas,	 cuyas	 donaciones	 iban	 asociadas	 a	 una	 interesada	 publicidad	 de	 las	mismas.	 Sobre	 ello	
andreu,	2004;	Melchor,	1994;	naVarro,	1997.	
76.	 abascal-raMallo,	1997,	98,	nº	7.
públicas	mediante	el	sistema	de	contratas	con	empresarios	privados.	A	partir	de	la	
aprobación	de	los	proyectos	edilicios	y	las	correspondientes	sumas	de	la	pecunia 
publica,	actos	administrativos	que	correspondían	al	senado	municipal72,	los	magis-
trados,	especialmente	los	duunviros73,	eran	responsables	directos	de	todo	el	proce-
so	de	adjudicación	y	posterior	ejecución	de	los	trabajos	(cura operum publicorum).	
Y	podían	actuar	con	amplio	margen	de	iniciativa	en	la	gestión	y	diversificación	de	
los	fondos	asignados,	sin	tener	que	consultar	a	los	decuriones,	siempre	que	se	ajus-
taran	estrictamente	a	los	objetivos	y	a	las	sumas	oficialmente	aprobadas	por	ellos.	
Aunque	para	un	adecuado	control	económico	era	importante	que	no	gastaran	más	
de	lo	decidido	por	el	senado,	destinando	cada	cantidad	a	los	objetivos	previstos74.
Tomando	como	ejemplo	Hispania,	no	son	frecuentes	las	inscripciones	que	nos	
muestran	 a	 las	 autoridades	 locales	 encargándose	 de	 ejecutar	 proyectos	 edilicios	
municipales75.	Pero	cuando	aparecen	generalmente	se	trata	de	los	duunviros,	los	
magistrados	más	importantes,	que	según	los	estatutos	de	Urso	e	Irni	tenían	com-
petencia	para	construir,	modificar	o	reparar	obras	públicas.	Y	bajo	su	autoridad	se	
encontraban	los	ediles,	a	quienes	hemos	visto	organizar	las	munitiones,	pero	cuyas	
decisiones,	como	la	ley	de	Irni	indica,	estaban	sujetas,	como	magistrados	inferiores	
que	eran,	al	veto	(intercessio) de	los	duunviros	(Lex Irn.,	27).	
Veamos	 algunos	 documentos	 epigráficos.	Una	 inscripción	 de	Carthagonova	
alude	a	un	edil,	Maecius,	que	controló	la	construcción	de	sesenta	pies	de	la	muralla	
(murum p(edes) LX f(aciendum) c(uravit),	y	efectuó	 la	comprobación	final	de	 la	
obra	(probatio)76.	A	su	vez	la	cura operum publicorum	que	correspondía	a	los	duun-
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viros	la	vemos	en	algunos	epígrafes	de	Carthagonova	y	Saguntum,	relativos	a	
la	 construcción	 o	 reconstrucción	 de	 torres	 y	 tramos	 del	 recinto	 amurallado.	
En	ellos	 se	mencionan	duunviros	que,	actuando	ex d(ecreto) d(ecurionum),	 se	
encargaron	de	controlar	la	ejecución	(factio)	y	de	efectuar	la	probatio	final	de	las	
obras77.	
En	otros	casos	vemos	cómo	la	curatio	de	los	magistrados	corresponde	a	la	res-
titutio	de	un temp(lum) Iunonis,	realizada	por	decreto	del	ordo decurionum y	con	
fondos	comunales78;	a	la	restauración	de	ciertas	obras	hidráulicas,	como	indica	
el	citado	epígrafe	de	Archena:	IIvir(i)	aquas... reficiendas curarunt i. q. p.79;	o	a	
trabajos	de	reparación	en	las	vías,	como	indican	una	inscripción	de	la	provincia	
de	Soria,	hanc viam/ Aug(ustam)/ L(ucius) Lucret(ius) Densus/ IIvirum/ fecit80,	u	
otra	del	valle	de	Aspe	(Escot):	L. Val(erius) Veraius... IIvir... hanc viam restituit81.
Las contratas con empresarios
Como	vimos	una	ciudad	podía	economizar	gastos	utilizando	las	prestaciones	
obligatorias	de	sus	habitantes	para	labores	preparatorias	sin	especial	complejidad,	
o	usando	sus	animales	de	carga	para	transporte	de	materiales.	Pero	había	tareas	
más	técnicas,	como	la	elaboración	de	proyectos	edilicios,	la	dirección	y	ejecución	
de	los	mismos	o	el	trabajo	de	los	artesanos,	que	exigían	un	determinado	nivel	de	
especialización.	Para	todo	ello	era	necesario	contratar	a	profesionales	adecuados,	
bien	entendiéndose	directamente	con	ellos	o	a	través	de	contratistas.	También	en	
esto	las	ciudades	siguieron	los	procedimientos	del	estado	romano82.	
Durante	la	República	la	alternativa	a	las	prestaciones	colectivas	(munera)	fue-
ron	las	contratas	(locationes)	que	el	estado,	a	través	de	los	censores,	hacía	con	em-
presarios	particulares,	llamados	conductores	(vocablo	más	genérico),	o	redemptores	
(término	más	 específico,	 aplicado	 a	 los	 trabajos	 públicos),	 individuos	 normal-
mente	relacionados	con	las	societates publicanorum,	a	quienes	adjudicaba	los	tra-
bajos	de	construcción,	reparación	o	mantenimiento	de	las	obras	públicas83.	Eran	
los	censores	quienes	fijaban	públicamente	las	condiciones	(leges)	de	las	contratas,	
y	los	empresarios	participaban	en	la	subasta	de	las	adjudicaciones,	ofreciendo	las	
mejores	condiciones	económicas.	Así	funcionaron,	por	ejemplo,	las	obras	corres-
pondientes	a	la	cura aquarum.	
77.	 CIL,	II,	3425=	abascal-raMallo,	1997,	86,	nº	3;	CIL,	II2/14,	361=	CIL,	II,	6021.
78.	 CIL,	II,	3557;	rabanal-abascal,	1985,	194	s.	nº	4	(Tossal	de	Manises,	Alicante).	
79.	 CIL,	II,	3541.	
80.	 CIL,	II,	2886=	JiMeno,	1980,	164,	nº	136	(zona	de	Vinuesa).	Siglo	II	dC.
81.	 HAE,	6-7,	971.
82.	 brunt,	1980,	85	s.
83.	 Cfr.	ciMMa,	1981,	esp.	9	ss.	y	49	ss.;	Milazzo,	1993,	155	ss.;	trisciuoglio,	1998,	esp.	33	ss.
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El	 sistema	de	contratas	públicas	del	 estado	 romano,	documentado	desde	el	
siglo	IV	aC.,	decayó	en	época	imperial,	tras	la	creación	por	Augusto	de	los	cura-
tores operarum publicarum.	Aunque	hay	referencias	al	uso	de	contratistas	privados	
hasta	el	siglo	II	dC.	Muchos	edificios	erigidos	en	Italia	por	los	emperadores	fue-
ron	realizados	por	los	llamados	redemptores operum Caesarum,	al	margen	de	que	el	
estado	también	utilizara	para	ciertos	proyectos	edilicios	o	para	tareas	de	manteni-
miento	su	propio	personal	servil,	esclavos	y	libertos	imperiales84.
También	 los	gobiernos	municipales	podían	contratar	 con	 los redemptores	 la	
construcción	o	mantenimiento	de	obras	públicas.	Ello	está	documentado	desde	
época	republicana,	como	vemos	en	la	 lex	de	Puteoli,	que	ofrece	un	ejemplo	de	
locatio operis arbitratu duouir(um)	indicando	que,	previa	aprobación	decurional,	
eran	tales	magistrados	quienes	trataban	directamente	con	los	redemptores.	Y	tam-
bién	en	la	Tabula Heracleensis,	probablemente	de	época	cesariana,	que	presenta	a	
los	ediles	efectuando	un	concurso	público	para	una	obra	viaria85.	Y	siguió	utili-
zándose	en	época	imperial,	como	indican	los	estatutos	municipales	de	Hispania	
en	época	flavia.	Para	ello	las	ciudades	siguieron	más	el	modelo	de	las	contratas	
públicas	estatales	de	Roma	e	Italia,	que	el	modelo	de	los	contratos	privados86.	Pero	
adaptado	a	sus	propias	circunstancias.	Así	en	la	colonia	de	Urso	no	se	arrendaba	
el	mantenimiento	de	los	acueductos,	que	era	competencia	directa	de	los	magis-
trados87,	mientras	 que	 en	Roma	 tal	 servicio	 estaba	 confiado	 a	particulares	 por	
contrata	pública,	una	por	acueducto88.
El	régimen	de	contratación	de	trabajos	más	citado	en	las	fuentes	jurídicas	y	
epigráficas	es	la	denominada	locatio-conductio operum.	Utilizado	inicialmente	en	
las	obras	de	carácter	público,	posteriormente	pasó	al	ámbito	privado89.	Mediante	
tal	sistema	el	estado	romano	adjudicó	desde	época	republicana	el	cobro	de	los	im-
puestos,	la	explotación	de	bienes	públicos,	la	prestación	de	servicios	y	suministros	
de	interés	comunal,	la	construcción,	mejora	y	reparación	de	las	obras	públicas,	
etc.
Como	vimos	la	potestas locandi,	o	autoridad	para	realizar	contratos	en	repre-
sentación	de	la	civitas,	correspondía	a	sus	máximos	magistrados,	los	duunviros.	
Así	 lo	 indican	los	estatutos	municipales	flavios.	Eran	quienes	habitualmente	se	
entendían	con	los	contratistas,	aunque	también	podían	hacerlo	los	ediles,	e	in-
84.	 Vide	Martin,	 1989,	 60-62,	 y	 especialmente	daguet-gagey,	 1997,	 para	 la	 construcción	
pública	en	época	imperial.
85.	 Lex Puteol.,	I,	5-8;	Tab. Her.,	40	s.	y	48	ss.
86.	 Vide	 sobre	el	 tema:	ciMMa,	1981;	orsted,	1985;	Milazzo,	1993;	daguet-gagey,	1997;	
aubert,	2003;	d’ors,	1997;	trisciuoglio,	1998.
87.	 Lex Urs.,	99,	100.	Cfr.	también	Lex Urs.,	77	y	Lex Irn.,	82.
88.	 Cfr.	Frontin.,	De aquaed.,	96;	119,	3;	124,	4.
89.	 biscardi,	1960;	leuregans,	1977;	Molnar,	1982;	Martin,	1989,	29-41.
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cluso	los	prefectos	que,	según	las	leyes	municipales	de	Hispania,	reemplazaban	
temporalmente	a	los	duunviros90.
En	cualquier	caso	los	magistrados	debían	obedecer	las	indicaciones	dadas	por	
los	decuriones	en	el	decreto	donde	se	aprobaba	la	realización	de	una	obra	pública.	
De	hecho	la	ley	de	Urso	indica	que,	tanto	los	decuriones	como	los	magistrados,	
debían	 cumplir	 escrupulosamente	 (diligenter)	 los	 decreta decurionum (Lex Urs.,	
129).	Eran	los	decuriones	quienes	aprobaban	la	obra,	servicio	o	suministro	públi-
cos	que	la	ciudad	debía	contratar,	asignando	para	su	financiación	las	cantidades	
de	la	pecunia publica	que	estimaban	oportunas,	y	dando	carácter	oficial	a	sus	deci-
siones	mediante	decreto,	como	recuerda	la	frecuente	expresión	epigráfica d(ecreto) 
d(ecurionum)91.	Pero	no	sabemos	qué	protección	jurídica	tenía	un	redemptor	si	los	
decuriones,	una	vez	iniciada	la	ejecución	de	una	obra	pública,	decidían	revocar	el	
decreto	por	el	cual	la	habían	aprobado92.	
Para	la	correcta	realización	de	una	obra	pública	era	conveniente	que	el	senado	
municipal,	 antes	 de	 ratificarla,	 evaluara	 correctamente	 qué	 situación	 financiera	
tenía	 la	ciudad,	para	poder	acometer	con	garantía	un	proyecto	edilicio	hasta	el	
final,	sin	interrupciones	por	falta	de	dinero,	incluso	abandonando	la	obra	antes	de	
terminarla,	como	observó	Plinio	el	Joven	en	algunas	ciudades	durante	su	gobierno	
en	Bitinia93.	Pero	también	era	oportuno	que,	para	debatir	y	fijar	correctamente	las	
características	del	plan	edilicio,	los	decuriones	conocieran	algunos	aspectos	técni-
cos	de	las	obras	públicas.	
Es	posible	que	algunos	magistrados	o	decuriones	poseyeran	tales	conocimien-
tos	por	propia	experiencia,	si	antes	habían	gestionado	obras	municipales	o	incluso	
particulares,	o	por	estar	implicados	personalmente	en	los	negotia	relacionados	con	
la	construcción.	También	las	directrices	a	ejecutar	por	el	redemptor podían	fijarlas	
los	duunviros	de	acuerdo	con	un	arquitecto	o	ingeniero	al	que	hubieran	encargado	
previamente	el	proyecto.	De	todas	formas	la	negligencia	de	algunas	administracio-
nes	municipales	a	la	hora	de	planificar	obras	públicas	es	señalada	de	nuevo	por	Pli-
nio	el	Joven	quien,	siendo	gobernador	de	Bitinia,	solicitó	a	Trajano	que	le	enviara	
algunos	profesionales	competentes,	para	paliar	su	inexistencia	en	la	provincia94.
90.	 Lex Mal.-Irn.,	63:	Qui IIvir iure dicundo praerit vectigalia ultroque tributa, sive quid aliut 
communi nomine municipum eius municipi locare oportebit, locato.	También	Lex Irn.,	 24-25	 y	 48.	
Ulpiano	 señala	 que	 los	 curatores	 de	 trabajos	 públicos	 servían	 igualmente	 de	 intermediarios	 entre	
ciudades	y	contratistas	(Dig.,	50,	10,	2,	1;	cfr.	Frontin.,	De aquaed.,	119,3).	Pero	dichos	curatores	(vide 
infra),	simples	particulares,	formalizaban	los	actos	jurídicos	sólo	como	delegados	de	los	magistrados	
(aubert,	2003,	13	ss.).
91.	 Cfr.	 biscardi,	 1960,	 425	 ss.,	 que	 analiza	 toda	 la	 documentación	 epigráfica	 relativa	 a	
operaciones	públicas	de	locatio-conductio	desde	época	republicana.
92.	 El	procedimiento	para	anular	decretos	ya	adoptados	está	previsto	en	Lex Irn.,42.
93.	 Plin.,	Ep.,	X,	37,	38,	39,	90.
94.	 Plin.,	Ep.,	X,	37,	39.	Al	régimen	imperial	siempre	le	preocupó	que	las	finanzas	de	las	ciudades	
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Una	vez	que	el	senado	municipal	decretaba	la	realización	de	una	obra	pública,	
los	magistrados	tenían	amplia	capacidad	para	ir	tomando	decisiones,	primero	du-
rante	la	fase	de	contratación	(locatio),	siendo	responsables	del	encargo	que	otorga-
ran.	Y	luego	durante	su	ejecución	(factio),	hasta	la	probatio	final	de	la	misma95.	Era	
un	proceso	administrativo	complejo,	que	producía	cierta	documentación96,	y	que	
está	reflejado	en	los	estatutos	locales	flavios97.	
La gestión de las contratas públicas
El	primer	paso	que	debían	dar	 los	magistrados	municipales	 era	 establecer	
las	condiciones	generales	de	la	contrata.	Tenían	plena	autonomía	como	locato-
res para	establecerlas.	La	lex locationis	de	Puteoli,	que	nos	ofrece	una	detallada	
descripción	de	una	contrata	de	obras	públicas	municipales,	realizada	entre	un	
redemptor	y	los	duunviros,	nos	presenta	a	tales	magistrados	fijando	en	su	calidad	
de	locatores	estos	aspectos:	condiciones	administrativas	de	la	contrata,	fecha	de	
entrega	de	la	obra,	sistema	de	pago,	y	características	técnicas	de	los	trabajos	que	
debía	realizar	quien	había	obtenido	la	contrata.	
Como	las	contratas	eran	sacadas	a	subasta	pública98,	los	magistrados	debían	
publicar	previamente	las	características	de	la	obra	que	querían	adjudicar,	lo	
que	llamamos	el	“pliego	de	condiciones”,	en	este	caso	la	lex locationis,	para	co-
nocimiento	de	los	potenciales	contratistas	interesados	en	acudir	a	la	licitatio99.	
La	información	recogida	en	la	lex locationis	debía	incorporarse	posteriormen-
te	a	las	cláusulas	de	la	contrata	definitiva100.	Los	redemptores	debían	aceptar	
incondicionalmente	los	términos	de	la	contrata	(aunque	las	leyes	municipales	
hispanas	no	aluden	a	este	paso).	Dicha	información	se	complementaba	luego	
con	otros	datos	concretos	relativos	al	empresario	que	obtenía	el	encargo,	los	
cuales	sólo	podían	incorporarse	al	contrato	definitivo	una	vez	que	se	cono-
ciera	quién	había	obtenido	la	obra.	Por	ejemplo	su	nombre,	el	precio	de	la	
adjudicación	 (fijado	 por	 el	 contratista	mediante	 la	 oferta	 que	 presentaba),	
estuvieran	saneadas,	en	especial	para	garantizar	la	construcción	y	reparación	de	edificios	públicos.	Las	
subvenciones	estatales	por	tal	concepto	se	mantuvieron	en	época	bajoimperial.	Sobre	ello	MalaVé,	
2007,	esp.	183-245.
95.	 trisciuoglio,	1998,	108.	Cfr.	Edict. Aug. de aq.Venafr.	(CIL,	X,	4842,	47-49);	Lex Urs.,	93.
96.	 Vide	al	respecto	brélaz,	2003.
97.	 	Cfr.	Lex Irn.,	48,	63.
98.	 Cfr. Milazzo,	1993,	76	ss.;	trisciuoglio,	1998,	181	ss.	Vide	para	las	subastas:	Tertul.,	Apol.,	
13,	5-6.
99.	 La	 lex locationis	daba	 información	sobre	 las	condiciones	del	 trabajo	que	se	debía	ejecutar,	
luego	recogida	en	las	cláusulas	de	la	contrata	definitiva.	Así	lo	vemos	en	la	Tabula Heracleensis	(I,	34-
35).	Sobre	ello:	brélaz,	2003,	32	ss.	Cuando	los	proyectos	eran	de	gran	envergadura	podía	recurrirse	
a	varios	redemptores.
100.	Como	observamos	también	en	la	Tabula Heracleensis	(39-40).
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y	las	garantías	que	ofrecía	a	la	ciudad	de	que	iba	a	cumplir	el	compromiso	
adquirido101.	
Las	leyes	municipales	de	Hispania	no	indican	nada	sobre	la	necesaria	publi-
cidad	que	debía	darse	a	las	condiciones	exigidas	para	conceder	las	contratas,	a	
fin	de	que	fuesen	previamente	conocidas	por	los	empresarios	que	aspiraban	a	
obtenerlas.	Probablemente	el	primer	paso	sería	difundir	las	cláusulas	generales	
que	figuraban	en	la	lex locationis,	mediante	un	anuncio	temporal	o	tabula deal-
bata	expuesta	en	el	foro.	Se	trataba	de	garantizar	un	alto	nivel	de	participación	
en	las	subastas,	algo	que	al	gobierno	municipal	le	interesaba,	para	conseguir	que	
las	contratas	se	adjudicaran	a	los	redemptores	cuyas	ofertas	se	adaptaban	mejor	a	
lo	que	la	ciudad	necesitaba102.	
Quienes	aspiraban	a	las	contratas	debían	conocer	ya	las	condiciones	genera-
les	de	la	lex locationis	y,	por	tanto,	las	características	técnicas	de	la	obra	a	realizar,	
antes	de	la	subasta	pública.	Los	magistrados	podían	exigirles	la	presentación	de	
proyectos,	 planos	 e	 incluso	maquetas (formae),	 así	 como	 los	 correspondientes	
presupuestos,	todo	ello	adaptado	a	las	características	técnicas	del	trabajo103.	En	
obras	secundarias	es	posible	que	todo	ello	pudiera	ser	hecho	por	los	propios	con-
tratistas.	Pero	si	se	trataba	de	construcciones	importantes,	o	bien	los	duunviros	
podían	encargar	los	proyectos	y	demás	complementos	por	su	cuenta,	debiendo	
los	 contratistas	 adaptar	 sus	 ofertas	 a	 los	mismos.	O	 bien	 todo	 ello	 podía	 ser	
realizado	por	arquitectos	a	solicitud	de	los redemptores	interesados104.	Aunque	es	
escasa	la	información	que	aportan	las	fuentes	sobre	el	papel	de	los	architecti	en	
la	ejecución	de	obras	municipales,	y	sus	relaciones	con	los	magistrados	y	contra-
tistas	locales105.	A	menudo	los	magistrados	preferirían	entenderse	con	personas	
dignas	de	confianza,	quizás	acreditadas	por	anteriores	obras	municipales106.	
Al	peligro	de	contratar	profesionales	incompetentes	se	añadía	otro	riesgo.	Si	
había	 fuerte	 competencia	 entre	 los	 aspirantes	 a	 las	 contratas,	 las	 estimaciones	
101.	Vide	trisciuoglio,	1998,	169	ss.
102.	La	 lex locationis	 incorporaría	 luego	 el	 precio	 acordado	 para	 la	 ejecución	 de	 la	 obra	 y	 las	
garantías	ofrecidas	por	el	contratista	que	se	hiciera	con	ella.	Toda	esta	 información	sería	 la	que	los	
magistrados,	según	la	normativa	de	Lex Irn.-Mal.,	63,	depositarían	finalmente	en	el	archivo	municipal	
(D’Ors,	1997,	95).
103.	Cfr.	Cic.,	Ad Q. fr.,	2,	6;	Aul.	Gell.,	NA,	19,	10;	Plut.,	Vitios.,	3;	Frontin.,	De aquaed.,	17,	3;	
Plin.,	Ep.,	IX,	39,	5.
104.	De	hecho	en	Roma	los	censores	contaban	con	architecti	entre	sus	apparitores	(trisciuoglio,	
1998,	84	s.).
105.	El	 proyecto	 de	 obra	 recogido	 en	 la	 lex locationis	 de	 Puteoli	 debió	 ser	 encargado	 por	 los	
duunviros	a	un	arquitecto.	El	redemptor	se	habría	limitado	a	ejecutar	las	instrucciones	indicadas	en	la	
lex locationis.
106.	Cfr.	trisciuoglio,	 1998,	 86	 s.	 Recordemos	 que	 Vitruvio	 se	 quejaba	 de	 los	 arquitectos	
irresponsables	(De Arch.,	10,	Intr.).	Vide	también	Frontin.,	De aquaed.,	119,	3.
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de	gastos	podían	 ser	ofrecidas	 a	 la	baja	para	 conseguir	 la	 adjudicación.	Si	 los	
duunviros	lo	aceptaban,	al	final	de	una	obra	los	gastos	reales	podían	superar	las	
previsiones	económicas	 iniciales.	De	ello	 se	quejaba	 también	Vitruvio,	y	es	 lo	
que	trataba	de	evitar	una	ley	de	Éfeso	a	la	que	alude,	que	penalizaba	a	aquellos	
redemptores	que,	al	ejecutar	una	obra	pública,	superaban	el	presupuesto	que	ini-
cialmente	habían	presentado	y	había	sido	aprobado,	obligándoles	a	hacer	frente	
al	excedente	de	gasto	con	sus	propios	bienes.	Lo	mismo	indica	un	pasaje	de	La-
beón,	jurista	de	época	de	Augusto107.	
Las	contratas	para	realizar	obras	o	prestar	servicios	municipales,	negocios	ofi-
ciales	definidos	genéricamente	con	el	término	publica,	eran	otorgadas	mediante	
subasta,	el	mismo	procedimiento	que	también	se	seguía	para	adjudicar	 los	al-
quileres	de	propiedades	públicas108.	Locatio	fue	un	término	jurídico	reservado	a	
determinados	actos	administrativos	oficiales	que	implicaban	financiación	con	la	
pecunia publica,	cuya	principal	característica	era	la	puja	o	licitatio.	Era	el	sistema	
utilizado	por	los	magistrados	de	Roma,	locatio sub hasta	es	la	expresión.	La	libre	
y	competitiva	puja	permitía	el	acceso	general	a	las	contratas	de	todos	los	empre-
sarios	interesados109,	y	facilitaba	a	los	magistrados	municipales	escoger	la	oferta	
que	mejor	se	adecuara	al	proyecto	que	querían	ejecutar,	y	a	las	posibilidades	del	
tesoro	local110.	
Las	 subastas	 trataban	 de	 atraer	 al	mayor	 número	 posible	 de	 participantes.	
Previamente	se	habían	hecho	públicas	las	condiciones	de	la	 lex locationis,	para	
general	conocimiento	de	los redemptores	interesados,	aunque	no	tenemos	infor-
mación	sobre	plazos	para	exponer	dicha	información.	Posteriormente	los	magis-
trados	debían	anunciar	el	día	y	hora	de	la	licitatio (proscriptio),	así	como	el	lugar	
de	la	misma,	seguramente	mediante	avisos	escritos	en	el	foro111,	o	noticias	orales	
107.	Vitruv.,	De Arch.,	10,	Intr.;	Dig.,	19,	2,	60,	3-4.
108.	Como	hacía	también	el	estado,	arrendado	la	ejecución	de	los	trabajos	públicos	a	contratistas	
particulares.	Vide	ciMMa,	1981,	41	ss.;	Milazzo,	1993,	76	ss.;	trisciuoglio,	1998,	181	ss.	También	
gargola,	 1995,	 114-128,	 sobre	 alquiler	 y	 venta	 de	 tierras	 públicas	 bajo	 la	 República.	 Sobre	 las	
subastas	privadas:	garcía Morcillo,	2005.	
109.	Dicho	sistema	conjuraba	posibles	actuaciones	interesadas	de	los	magistrados	en	detrimento	
del	 interés	 comunal	 (leuregans,	 1977,	 315),	 favo	re	ciendo	 a	 determinadas	 personas,	 bien	 porque	
recibieran	de	ellas	gratifi	caciones	(cfr.	Lex Urs.,	93);	porque	tuviesen	con	ellas	rela	ciones	de	parentesco	
o	amistad;	o	porque	 simplemente	actuaran	como	 intermediarios	 suyos	 en	 tales	operacio	nes,	 situa-
ciones	cautelar	mente	previstas	en	Lex Irn.,	48.
110.	Cfr.	Lex Irn.,	48,	63.	Para	Milazzo	(1993,	155	ss.)	los	ultro tributa	citados	en	tales	rúbricas	
serían	opera facienda	 consistentes	 en	 la	 ejecución	o	mantenimien	to	de	obras	públicas,	 adjudicadas	
mediante	locatio sub hasta	a	conductores	privados,	a	fin	de	que	la	ciudad	consiguiera	tales	opera	al	precio	
más	conveniente	respecto	al	valor	de	mercado	del	opus faciendum.
111.	Cfr.	Tab. Her.,	34	ss.;	Lex Urs.,	115	(d’ors,	1953,	247	s.);	CIL,	II2/5,	1022,	frg.7:	[---ta]
bula in albo in pub[lico--]... Esos	avisos	también	pudieron	colocarse	en	otras	partes	de	la	ciudad.	Vide	
garcía Morcillo,	2005,	84	s.	
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transmitidas	por	los	pregoneros	(praecones),	quienes	formaban	parte	del	equipo	de	
auxiliares	(apparitores)	que	servían	a	los	magistrados,	como	indica	la	ley	de	Urso112.	
La	 Tabula Heracleensis	 nos	 aporta	 algunos	 detalles	 sobre	 este	 proceso,	 con	
relación	a	 las	opera publica	 cuyo	mantenimiento	 corría	 a	 cargo	de	 los	 ediles	de	
Roma113.	El	edil	a	quien	correspondiera	tal	responsabilidad	podía	efectuar	la	loca-
tio	del	trabajo.	Como	mínimo	diez	días	antes	de	subastar	la	contrata	debía	anun-
ciar	en	el	foro,	ante	su	tribunal,	de	qué	vía	se	trataba,	su	ubicación	y	en	qué	fecha	
se	iba	a	efectuar	la	puja,	acto	administrativo	que	también	debía	ser	realizado	públi-
camente	en	el	foro.	A	nivel	municipal	la	documentación	financiera	del	archivo	de	
los	Sulpicii,	familia	de	banqueros	de	crédito	que	operaron	en	Puteoli	en	el	siglo	I	
d.C.,	señala	el	foro	de	dicha	ciudad,	y	concretamente	un	espacio	porticado	llama-
do	chalcidicum Caesonianum,	como	lugar	de	cita	para	las	subastas	privadas	de	los	
bienes	ofrecidos	como	garantía	por	los	deudores114.
También	un	pasaje	de	Cicerón	nos	informa	sobre	las	irregularidades	que	po-
dían	cometer	 los	magistrados	en	esta	fase	administrativa115.	Aludiendo	a	Verres,	
gobernador	de	Sicilia	famoso	por	su	corrupción,	indica	que	siendo	pretor	urbano	
manipuló	la	subasta	de	un	trabajo	público.	No	anunció	el	día	de	celebración,	lo	
que	favorecía	la	escasa	afluencia	de	aspirantes.	Y	además	la	fijó	en	una	época	in-
adecuada,	las	jornadas	de	los	Ludi Romani,	cuando	la	multitud	ocupaba	el	foro	y	
se	prestaba	poca	atención	al	asunto.	
Las	subastas	públicas	eran	presididas	por	uno	o	ambos	duunviros,	en	su	con-
dición	de	locatores operum.	Quienes	intervenían	se	suponía	que	conocían	y	acep-
taban	los	términos	de	la	lex locationis	previamente	anunciadas.	Las	pujas	eran	ora-
les,	aunque	también	pudieron	presentarse	las	ofertas	por	escrito116.	Seguramente,	
tratándose	de	inversiones	de	la pecunia communis,	que	podían	ser	altas	en	el	caso	
de	las	obras	públicas,	la	tendencia	de	los	magistrados	municipales,	al	igual	que	su-
cedía	en	Roma,	sería	otorgar	las	contratas	a	los	proyectos	que	ofrecieran	los	costes	
más	bajos,	para	ahorrar	gastos	al	tesoro	municipal.	Por	ello	los	participantes	ofer-
tarían	habitualmente	a	la	baja,	hasta	estabilizarse	la	puja	en	el	menor	importe117.	
Es	posible	que	los	redemptores	presentaran	sus	propuestas	por	escrito.
112.	Lex Urs.,	62.	Los	praecones	también	tenían	un	papel	muy	importante	en	las	subastas	privadas.	
Cfr.	garcía Morcillo,	2005,	80-88,	137-156.
113.	Tab. Her.,	II,	32-45.
114.	Cfr.	caModeca,	1999,	185-204,	y	especialmente	TPSulp.,	85,	87,	90-92.	También	en	Roma,	
además	de	los	foros,	los	atria auctionaria	y	los	macella	acogían	las	subastas	privadas	(garcía Morcillo,	
2005,	190-195).
115.	Cic.,	In Verr.,	II-1,	130-150.
116.	También	los	participantes	usaban	un	código	de	gestos	visuales	para	manifestar	al	praeco	sus	
intenciones.	Sobre	estos	aspectos	formales	de	las	pujas:	garcía Morcillo,	2005,	88-94.
117.	Vide	trisciuoglio,	1998,	186	ss.
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En	las	subastas	también	actuaban	algunos	de	los	subalternos	de	los	magistra-
dos118.	Por	ejemplo	los	lictores	que	les	acompañaban,	señalando	su	autoridad.	O	
alguno	de	sus	praecones119,	o	de	sus	scribae	que,	actuando	como	testis publicus,	
anotaría	las	diversas	ofertas	que	se	presentaban,	los	ganadores	de	la	licitatio,	y	
las	condiciones	en	que	finalmente	se	ajustaba	la	venta	o	la	contrata	según	fuera	
el	caso (lex venditionis o lex locationis)120.	El	procedimiento	se	 terminaba	con	
la	adjudicación (addictio),	al	aceptarse	la	mejor	oferta	y	asignarse	la	contrata	al	
mejor	postor121.	Tanto	en	las	subastas	privadas	como	públicas	esta	formalidad	
debía	ser	avalada	por	una	autoridad	reconocida.	En	el	caso	de	las	públicas	era	el	
arbitratus del	magistrado	que	presidía122.	
Los contratistas (redemptores)
En	la	fase	de	contratación	de	una	obra	pública	los	magistrados	debían	ser	pru-
dentes	al	tomar	decisiones,	pues	tales	proyectos	podían	suponer	importantes	in-
versiones	de	la	pecunia publica.	El	jurisconsulto	Paulo,	en	época	severiana,	señala	
que,	incluso	después	de	haber	cumplido	su	año	en	el	cargo,	se	les	podía	exigir	
responsabilidades	sobre	las	condiciones	de	los	contratos	que	hubieran	suscrito	en	
nombre	de	las	ciudades123.	Por	ello	debemos	suponer	que	los	magistrados,	antes	
de	la	subasta,	se	informarían	sobre	la	solvencia	profesional	y	capacidad	econó-
mica	de	los redemptores	que	aspiraban	a	hacerse	con	los	encargos,	evaluando	con	
cuidado	 su	nivel	de	competencia	profesional.	De	hecho	 la	 legislación	 romana	
estableció	una	actio in factum	contra	los	arquitectos	y	contratistas	negligentes124.	
Y	cuando	los	redemptores	más	accesibles	no	ofrecieran	suficientes	garantías,	segu-
ramente	se	buscarían	fuera	de	la	ciudad.	La	documentación	relativa	a	los	diversos	
profesionales	que	podían	estar	implicados	en	los	proyectos	edilicios	(mosaístas,	
escultores,	arquitectos)	indica	una	frecuente	movilidad	entre	ellos125.	A	esas	pre-
venciones	iniciales	se	sumaban	las	cautiones	que	luego	se	les	exigían126.
118.	Clases,	número	y	sueldos	de	tales	apparitores	son	indicados	en	las	leyes	municipales	(Lex Urs.,	
62-62;	Lex Irn.,	73,	79).	Vide	al	respecto	rodríguez neila,	1997.
119.	Cuyas	 voces,	 aunque	 siempre	 subordinados	 a	 la	 autoridad,	 iban	 marcando	 las	 fases	 del	
proceso.
120.	Cfr.	Cic.,	De leg. agr.,	2,	21,	56;	Tert.,	Ad Nat.,	I,	10,	22	y	Apol.,	13,	5.	Sobre	el	tema	rauh,	
1989.	
121.	En	las	subastas	privadas	era	el	praeco	quien	debía	aceptar	la	mejor	oferta,	aunque	ello	debía	
ser	confirmado	por	escrito.	Vide	garcía Morcillo,	2005,	95-99.
122.	Juicio	de	valor	oficial	que,	según	la	lex locationis	de	Puteoli,	también	se	reconocía	a	la	hora	de	
evaluar,	aceptar	o	rechazar	las	garantías	ofrecidas	por	el	redemptor.
123.	Dig.,	44,	7,	35,	1.
124.	Dig.,	11,	6,	7,	3.
125.	Sobre	el	tema	rodríguez neila,	1999.
126.	Cfr.	Dig.,	39,	4,	9,	3;	50,	8,	11	(9);	50,	8,	12	(9,	3).
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En	principio	se	suponía	que	quienes	aspiraban	a	conseguir	las	contratas	dis-
ponían	de	 los	medios	humanos	y	materiales	apropiados.	El	empresario	debía	
aportar	habitualmente	materiales	de	construcción	adecuados	y	de	buena	cali-
dad,	así	como	las	herramientas	y	mano	de	obra.	Tales	recursos	podían	formar	
parte	de	 su	patrimonio,	 fabricarlos	ellos	mismos,	adquirirlos	a	 terceros	o	en-
cargar	a	otros	su	factura.	La	lex locationis	de	Puteoli	no	obligaba	a	los	magistra-
dos	locatores	a	entregar	los	materiales,	ese	deber	correspondía	al	redemptor.	En	
cuanto	a	la	mano	de	obra,	el	contratista	podía	utilizar	su	propio	personal	servil,	
o	dar	empleo	a	artesanos	libres,	como	especialistas	para	hacer	partes	concretas	
de	 la	 obra	que	 se	 le	había	 adjudicado127,	 pagándoles	por	 jornadas	de	 trabajo	
(operae)128.
Cuando	 los	proyectos	eran	de	gran	envergadura,	e	 implicaban	gran	diver-
sidad	de	especialidades	profesionales,	por	ejemplo	una	vía,	un	acueducto	o	un	
edificio	para	espectáculos,	otra	posibilidad	era	recurrir	a	varios	redemptores129.	
Diferentes	contratistas	podían	asumir	la	excavación	del	lugar,	el	transporte	del	
material,	la	construcción	en	sí,	los	tipos	de	ornamentación,	etc.	De	igual	forma	
la	construcción	o	reparación	de	algunas	vías	pudo	efectuarse	por	tramos	adjudi-
cados	a	diferentes	redemptores.	Es	probable	que	muchos	gobiernos	municipales,	
al	 sacar	 a	 subasta	 las	 contratas	públicas,	 tendieran	 a	diversificar	 las	 locationes 
operum teniendo	en	cuenta	la	oferta	laboral.	Esta	fórmula	permitía	evitar	el	mo-
nopolio	de	algunos	redemptores,	o	bien	actitudes	de	favoritismo	hacia	algunos	
empresarios	por	parte	de	la	administración	local.	Además	tal	sistema	permitía	
repartir	más	el	trabajo	financiado	públicamente,	cuyas	contratas	podían	ser	sus-
tanciosas130,	 favoreciendo	 así	 una	más	 equilibrada	dinamización	del	mercado	
laboral	local.	En	tal	caso	una	de	las	funciones	de	los	magistrados curatores	sería	
coordinar	los	diferentes	trabajos.
127.	Vide	tal	sistema	en	Cic.,	In Verr.,	II-1,	147,	sobre	los	fabri	que	intervienen	en	las	columnas	
del	templo	de	Cástor.	También	Frontin.,	De aquaed.,	96.
128.	Los	 acuerdos	 entre	 las	 ciudades	 y	 los	 redemptores	 podían	presentar	diferentes	 formas.	Por	
ejemplo	un	contratista	podía	comprome	terse	a	ejecutar	una	obra	completa	a	precio	alzado	(uno pretio),	
aportando	materiales	y	trabajadores.	O	bien	el	magistrado	podía	contratar	con	él	in singulas operas,	
pagándole	cantidades	diarias	por	el	 trabajo	hecho,	 si	 respondía	a	 la	calidad	acordada,	poniendo	 la	
ciudad	los	materiales.	Cfr.	brunt,	1980,	86	s.;	trisciuoglio,	1998,	87	ss.
129.	Por	 ejemplo	 en	 Urso	 la	 contrata	 de	 los	 suministros	 necesarios	 para	 los	 sacra	 podía	 ser	
adjudicada	no	sólo	a	uno,	sino	a	varios	proveedores.	Lex Urs.,	69:	...uti redemptori redemptoribusque, 
qui ea redempta habebunt quae ad sacra...
130.	Plinio	el	Joven,	que	conocía	bien	la	realidad	municipal,	señala	que	las	grandes	obras	públicas	
podían	ser	negocios	lucrativos	para	los	redemptores,	por	las	grandes	sumas	de	dinero	invertidas	(Ep.,	X,	
37-38).	Recordemos,	por	ejemplo,	aquel	redemptor operum Caesar(is) et puplicorum	de	Aefula	(Latium),	
que	reconstruyó	un	templo	a	sus	expensas	para	agradecer	la	feliz	conclusión	de	un	importante	contrato	
público	(CIL,	XIV,	3530=	ILS,	3512,	88	dC.).
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Proyectos	 edilicios	 de	 gran	 envergadura,	 financiados	 con	 fondos	 oficiales,	
o	sostenidos	económicamente	por	los	evergetas,	podían	suponer	atractivas	ga-
nancias	para	muchos	profesionales.	En	las	principales	urbes	radicarían	las	sedes	
de	los	más	importantes	redemptores	de	opera publica,	aunque	también	podrían	
desplazarse	para	ejecutar	encargos	a	otros	lugares	del	territorium	municipal,	e	in-
cluso	a	otras	comunidades	vecinas,	si	había	perspectivas	de	trabajo	prolongado	
y	lucrativo.	En	suma,	una	atractiva	posibilidad	de	incrementar	los	ingresos	que	
regularmente	sólo	obtenían	por	la	demanda	privada	de	sus	servicios.	
Sin	embargo	es	difícil	valorar	qué	intereses	concretos	y	perspectivas	de	ne-
gocio	podían	ser	favorecidos	por	proyectos	edilicios	de	gran	alcance,	y	quiénes	
podían	obtener	con	ello	más	lucrativas	ganancias.	No	tenemos	mucha	informa-
ción	sobre	ello.	Pero	debemos	recordar	que	tales	planes,	y	las	sumas	de	la	pecunia 
publica	para	financiarlos,	debían	ser	debatidos	y	aprobados	por	el	senado	muni-
cipal	cuyos	miembros,	los	decuriones,	constituían	la	clase	dirigente	local.	Ante	
tal	evidencia	no	parece	muy	arriesgado	 imaginar	qué	expectativas	de	negocio	
podían	estar	en	juego.	
Por	ejemplo	los	miembros	de	ciertas	asociaciones	profesionales	podían	verse	
favorecidos,	si	su	collegium	contaba	con	algún	patrono	influyente	escogido	en-
tre	las	principales	familias	decurionales.	También	podían	jugar	un	significativo	
papel	los	vínculos	de	clientela	entre	artesanos,	libres	o	libertos,	y	la	oligarquía	
municipal,	para	cuyas	gentes	podían	trabajar	habitualmente	a	título	particular,	
o	más	excepcionalmente	en	encargos	evergéticos.	Pero	que	también	podían	ser	
favorecidos	 con	 contratas	 públicas,	 dadas	 sus	 privilegiadas	 conexiones	 con	 el	
estamento	decurional131.	
Los	miembros	de	las	oligarquías	municipales	podían	beneficiar	económica-
mente	así	a	muchos	de	sus	dependientes,	e	incluso	directamente	a	sí	mismos,	si	
alquilaban	el	trabajo	cualificado	de	sus	servi	artesanos,	o	las	jornadas	laborales	
(operae fabriles)	 acordadas	 con	 sus	 libertos,	 todo	ello	 jurídicamente	 regulado.	
Por	supuesto,	jugaban	igualmente	las	conexiones	familiares	con	aquellas	gentes 
en	las	que	hubiera	algún	redemptor,	o	el	buen	entendimiento	con	otras	a	través	
de	alianzas	dentro	de	la	palestra	política	local,	con	el	consiguiente	favoritismo	
hacia	sus	dependientes	artesanos.	El	beneficio	podía	extenderse	asimismo	a	an-
tiguos	 servi	publici	de	 la	comunidad	que,	 establecidos	por	cuenta	propia	 tras	
la	manumisión,	y	con	buenos	contactos	con	las	autoridades	locales,	recibieran	
encargos	de	forma	preferente,	al	margen	de	las operae	que	debieran	prestar	a	la	
ciudad	en	su	condición	de	libertos	públicos	municipales132.	
131.	Sobre	estas	relaciones	de	clientela	y	patronato:	Fabre,	1981,	esp.	217	ss.	y	317	ss.;	serrano,	
1988,	esp.	187	ss.,	para	Hispania;	y	en	general	rouland,	1979.
132.	Cfr.	Lex Irn.,	72.	
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Pero	también	para	algunos	notables	locales,	con	suficientes	medios	materia-
les	y	humanos,	las	contratas	municipales	podían	ser	de	gran	interés,	actuando	
como	 redemptores.	 Es	 cierto	 que	 tradicionalmente	 se	 ha	 considerado	 que	 los	
intereses	 económicos	de	 las	 aristocracias	 romanas	 estaban	 en	 la	 agricultura	o	
artesanado,	incluso	en	la	riqueza	mobiliaria	(banca,	comercio).	Pero	debemos	
recordar	ahora	que	en	Roma	algunos	miembros	de	los	ordines	senatorial	y	ecues-
tre,	propietarios	de	solares	para	edificar	y	viviendas	para	alquilar,	estuvieron	in-
teresados	en	la	construcción: villae	urbanas	y	rústicas,	edificios	de	apartamentos	
(insulae),	monumentos	 funerarios,	 locales	 para	 explotación	 comercial	 (taber-
nae),	mantenimiento	o	reparación	de	edificios,	etc.133	Cicerón	fue	muy	activo	
en	dicho	sector,	utilizó	muchos	arquitectos	para	los	planos	de	sus	proyectos	y	
para	asesorarse,	y	se	relacionó	con	diversos	contratistas.	Muchos	de	esos	arqui-
tectos	eran	esclavos	entrenados,	que	seguían	ejerciendo	dicha	profesión	tras	su	
manumisión134.	
Todo	ello	demuestra	que	tales	negocios	no	eran	considerados	deshonrosos	
por	las	élites	romanas.	Pero	sólo	estamos	bien	informados	sobre	las societates	de	
contratistas	de	 trabajos	públicos	que	 funcionaban	en	Roma	a	nivel	 estatal135.	
Aunque	tales	societates	debieron	existir	también	en	las	ciudades	de	Italia	y	pro-
vincias.	Y	estarían	interesadas	en	tales	negocios,	constituyéndose	en	ciertos	casos	
ante	la	expectativa	de	operaciones	urbanísticas	lucrativas136.
Sin	 embargo	 apenas	 tenemos	documentación	 sobre	 los	 redemptores	muni-
cipales	 romanos,	entre	quienes	debieron	contar	algunos	miembros	de	 las	oli-
garquías	decurionales.	La	condición	de	 redemptor	de	opera publica	 exigía	dis-
poner	de	cierto	estatus	económico.	Aunque	los	decuriones	basaban	su	fortuna	
principalmente	en	las	propiedades	inmobiliarias,	nada	les	impedía	diversificar	
sus	inversiones	en	otros	tipos	de	negocios,	fuesen	actividades	artesanales,	mer-
cantiles	o	bancarias.	Así	 sucedió	en	 Italia	 entre	 las	 aristocracias	del	Latium	y	
la	Campania137.	Si	tenemos	en	cuenta	que	la	gestión	de	los	proyectos	edilicios	
municipales	correspondía	a	los	miembros	de	la	clase	dirigente,	algunos	notables	
133.	Cfr.	 al	 respecto	garnsey,	 1976; Martin,	 1989,	 45	 ss.	 y	 52	 ss.;	lengrand,	 1996.	Vide	
duncan-Jones,	1982,	75	ss.	y	124	ss.,	sobre	costes	de	construcciones.
134.	Por	ejemplo	menciona	en	una	de	sus	epístolas	al	architectus	Corumbus,	siervo	de	su	amigo	
Cornelio	Balbo	(Cic.,	ad Att.,	14,	3,	1),	cuyo	sobrino	promovió	una	importante	reforma	urbanística	
en	Gades	(Estrab.,	3,	5,	3).
135.	Vide	brunt,	1980;	ciMMa,	1981,	55	ss.
136.	Tales	 societates estaban	 compuestas	 por	 el	 promotor	 y	 sus	 socios,	 quienes	 también	
podían	 actuar	 como	 fiadores	 (praedes),	 pues	 los	 redemptores	 debían	 prestar	 garantías	 (vide infra).	
Probablemente	 toda	 esta	 información	 sería	 dada	 al	magistrado	 en	 el	momento	 de	 adjudicarse	 la	
contrata.
137.	Vide	al	respecto	cébeillac-gerVasoni,	1998,	163	ss.
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locales	pudieron	obtener	sustanciosas	ganancias	como	redemptores,	bien	actuan-
do	directamente	a	título	individual,	agrupándose	en societates	con	otros	colegas,	
o	a	través	de	dependientes,	bien	esclavos	o	libertos	de	confianza,	o	libres	a	título	
de	institores138.		
Diferente	era	el	caso	de	quienes	estaban	ejerciendo	como	magistrados,	por	
tanto	muy	conectados	con	la	gestión	de	las	contratas	de	construcción	pública.	
La	ley	de	Irni	señala	que	tenían	prohibido	el	acceso	a	los	negocios	municipales,	
en	 concreto	 los	 contratos	 para	 la	 ejecución	 de	 opera publica	 o	 prestación	 de	
servicios	de	interés	general (ultro tributa),	así	como	acceder	al	alquiler	o	venta	
de	bienes	comunales,	y	beneficiarse	con	las	concesiones	de	recaudación	de	im-
puestos	(publica)139.	No	podían	hacerlo	ni	directamente,	ni	actuando	a	través	de	
terceros,	pues	la	prohibición	se	hacía	extensiva	a	los	abuelos,	padres,	hijos,	nie-
tos	y	hermanos	de	dichos	magistrados,	e	incluía	también	a	los	apparitores	a	sus	
órdenes140.	Tampoco	podían	los	magistrados	actuar	como	socii	de	sus	familiares	
para	obtener	beneficios	gestionando	bienes	públicos.	Tales	prevenciones	con-
firman	indirectamente	que	dichas	operaciones	eran	accesibles	a	las	oligarquías	
decurionales.	
Esta	disposición	podría	relacionarse	con	la	lex Iulia de repetundis	(59	aC.),	y	
también	con	la	normativa	que	vemos	en	la	ley	de	Urso	sobre	la	corrupción	de	
los	magistrados,	delito	definido	genéricamente	como	ambitus141.	Estaba	prohi-
bido	tanto	a	los	duunviros,	como	a	los	prefectos	que	podían	sustituirles,	que	se	
lucraran	aceptando	gratificaciones	o	regalos	(donum, munus, merces)	de	personas	
que	obtuvieran	contratos	para	 la	ejecución	de	obras	públicas	o	prestación	de	
servicios	comunales (redemptores, mancipes),	o	de	quienes	actuaran	como	sus	fia-
dores	(praedes),	a	fin	de	evitar	compromisos	y	presiones	al	adjudicar	las	contratas	
municipales.	Los	magistrados	no	podían	recibir	tales	beneficios	ni	directamente	
ni	a	través	de	sus	familiares	(suorum).	Pero	tal	prohibición	sólo	alcanzaba	a	los	
magistrados,	que	eran	quienes	debían	escoger	entre	los	licitantes	la	mejor	oferta,	
no	a	los	decuriones.	
En	el	mismo	sentido	que	la	ley	de	Urso,	la	intención	del	reglamento	irnitano	
habría	sido	evitar	que	los	magistrados	utilizaran	los	poderes	e	influencias	pro-
pios	de	su	oficio,	y	la	posición	dominante	de	sus	familias	dentro	de	la	sociedad	
138.	Sobre	los	institores:	di Porto,	1984;	aubert,	1994.
139.	Lex Irn.,	48;	también	Lex Urs.,	93.	En	las	fuentes	clásicas	los	ultro tributa	son	objeto	siempre	
de	locatio-conductio	que	una	ciudad,	en	calidad	de	locator,	y	representada	por	sus	magistrados,	concluye	
con	redemptores	privados,	consistiendo	en	opera facienda	adjudicadas	por	subasta,	para	que	el	proyecto	
se	ejecutara	al	precio	más	conveniente	para	las	arcas	municipales,	con	relación	al	valor	de	mercado	del	
opus faciendum.	Cfr.	Milazzo,	1993,	155	ss.;	d’ors,	1997,	95	s.
140.	Con	quienes	 frecuentemen	te	 tendrían	 estrechas	 relacio	nes,	 ya	 que	 solían	 proceder	 de	 sus	
círculos	clientelares	(Fabre,	1981,	352	s.).
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local,	en	beneficio	propio,	de	sus	parientes	más	cercanos,	e	incluso	de	personas	
como	sus	apparitores,	muy	directamente	relacionadas	con	ellos	en	la	gestión	de	
los	asuntos	públicos.	
Pero	los	decuriones,	mientras	no	ejerciesen	magistraturas,	no	parecen	haber	
sido	afectados	por	 tales	prevenciones.	Es	cierto	que	Papiniano	 indica	que	no	
podían	ser	 recaudadores	de	contribuciones	públicas	ni	 siquiera	en	su	ciudad.	
Pero	un	pasaje	del	 jurista	Ulpiano,	en	época	severiana,	parece	sugerir	que	los	
decuriones	no	podían	alquilar	predios	públicos	sólo	si	tal	cláusula	constaba	ex-
presamente	en	la	ley	municipal142.	Los	reglamentos	locales	hispanos	nada	dicen	
al	respecto,	y	es	posible	que	la	casuística	variara	según	los	estatutos	de	las	ciu-
dades143.	
Desde	luego	algunos	decuriones	podían	estar	interesados	en	los	contratos	de	
venta	o	alquiler	de	bienes	comunales,	de	realización	de	obras	o	prestación	de	ser-
vicios	municipales,	prohibidos	en	Irni	a	los	magistrados144.	No	sólo	pertenecían	
a	una	corporación,	el	senado,	que	tenía	la	máxima	responsabilidad	para	aprobar	
los	proyectos	edilicios	y	las	cantidades	de	la	pecunia publica	destinados	a	ellos.	
También,	como	gestores	públicos,	tenían	una	directa	percepción	de	la	realidad	
local,	y	podían	movilizar	sus	influencias	dentro	del ordo decurionum	y	sobre	los	
magistrados	en	funciones	con	relación	a	las	contratas	públicas.
Algunos	factores	permitían	a	los	notables	municipales	jugar	con	cierta	ventaja	
en	estos	negocios.	Por	ejemplo	eran	quienes	podían	disponer	de	más	recursos	hu-
manos	y	materiales	para	ejecutar	las	contratas	oficiales,	dado	su	nivel	de	riqueza.	
Podían	disponer	del	trabajo	de	sus	esclavos	y	de	las	jornadas	laborales	(operae)	que	
debían	prestarles	 sus	 libertos145.	Y	 también	hacer	 subcontratas	 con	 sus	 clientes	
artesanos.	Además	 algunos	 podrían	 obtener	materiales	 de	 construcción	 en	 sus	
fincas	rústicas,	y	disponer	de	más	animales	de	tiro,	muy	necesarios	en	las	obras	
públicas146.	También	los	decuriones	tendrían	más	facilidad	para	disponer	de	un	
141.	Lex Urs.,	93.	Cfr.	Venturini,	1994,	237.
142.	Cfr.	Dig.,	50,	2,	6,	2;	50,	8,	2.
143.	Por	ejemplo	en	los	documentos	catastrales	de	Orange	(época	flavia)	los	propios	duunviros	
aparecen	alquilando	tierras	públicas	(Piganiol,	1962).	Por	tanto	la	ley	colonial	de	Arausium	no	debía	
recoger	por	el	mismo	tiempo	prohibiciones	similares	a	las	vigentes	en	Irni.
144.	Buscando	 una	 explicación	 al	 hecho	 de	 que	 Caecilius Iucun dus,	 el	 famoso	 banquero	 de	
Pompeya,	hombre	rico,	parece	ser	que	no	desempeñó	funciones	municipales,	señala	andreau	(1974,	
39	ss.)	un	impedimento	jurí	dico	insoslaya	ble.	Al	ser	arrendatario	de	la	colonia,	como	indican	algunos	
documentos	de	su	archivo,	le	afectaba	la	incompati	bilidad	entre	el	ejercicio	de	las	magistraturas	y	la	
adjudicación	de	contratas	públicas.
145.	Sobre	el	tema	Fabre,	1981,	317-331;	Masi doria,	1993.
146.	Los	estatutos	locales	de	Hispania,	que	obligaban	a	los	ciudadanos	a	prestar	su	trabajo	personal	
en	 las	munitiones,	 también	 les	 exigían	 contribuir	 con	 sus	 yuntas	de	 animales	 (iuga iumentorum)	 y	
animales	de	tiro	(iumenta plaustraria).	Cfr.	Lex Urs.,	98	y	Lex Irn.,	83.
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capital	efectivo	con	el	que	adelantar	el	importe	de	ciertos	gastos.	Por	ejemplo	la	
adquisición	de	materiales	o	el	pago	de	jornales,	si	se	les	abonaba	su	trabajo	bien	en	
dos	plazos,	o	todo	al	final,	una	vez	que	la	obra	hubiera	sido	aprobada	(vide infra).
Otro	factor	favorecía	a	los	decuriones	aspirantes	a	las	contratas	públicas,	su	
mayor	solvencia	para	ofrecer	garantías	y	avalistas.	Las	fianzas	que	debían	pre-
sentar	 son	definidas	en	algunos	documentos	como	propiedades	 inmobiliarias	
o	praedia147.	Tanto	 la	 lex parieti faciundo	 de	Puteoli,	 a	 fines	del	 siglo	 II	 aC.,	
como	los	estatutos	de	Malaca	e	Irni,	ya	en	la	segunda	mitad	del	siglo	I	dC.148,	se	
refieren	a	praedia	hipotecados	(subdita subsignata obligatave),	ofrecidos	por	los	
redemptores	de	contratas	públicas	como	garantía	en	favor	de	la	ciudad.	En	las	
tablillas	que	reflejan	los	negocios	de	banca	de	los	Sulpicii	de	Puteoli	en	el	siglo	I	
dC.,	las	garantías	de	los	préstamos	suelen	ser	bienes	muebles,	pero	más	específi-
camente	tierras	cuando	se	trata	de	senadores	y	caballeros149.	
También	los	decuriones,	por	su	prestigio	e	influencia,	eran	quienes	mejor	po-
dían	encontrar	personas	dispuestas	a	ser	sus	avalistas	(praedes),	en	virtud	de	las	obli-
gaciones	sociales	y	éticas	que	vinculaban	a	los	miembros	de	su	estamento,	para	po-
der	cumplir	así	otra	de	las	condiciones	que	imponían	las	contratas	de	opera publica.	
Las	dependencias	personales	determinaron	mucho	el	funcionamiento	del	sistema	
financiero	romano,	pues	generaban	la	confianza	necesaria	en	las	operaciones	de	cré-
dito,	lo	que	era	más	asequible	cuando	acreedores	y	deudores	se	movían	en	los	mis-
mos	ámbitos	socioeconómicos.	Entre	las	aristocracias	romanas	la	obligación	moral	
de	prestar	o	ser	fiador	correspondía	al	espacio	de	la	 liberalitas	y	la	gratia150.	Algo	
similar	debió	suceder	entre	los	notables	municipales	dedicados	a	los	negocios151.
	
El documento contractual
A	la	hora	de	fijar	los	términos	de	la lex locationis152,	y	más	específicamente	
las	cláusulas	de	la	contrata	con	el	redemptor,	el	arrendador	o	locator,	en	este	caso	
147.	En	las	fuentes	epigráficas	tales	praedia	consisten	en	fincas	rurales	o	urbanas	de	diversa	entidad.	
Cfr.	Lex Urs.,	91.	Y	suelen	estar	asociadas	a	 los	altos	estamentos	sociales,	 incluídas	 las	aristocracias	
municipales	(lengrand,	1996).	Tales	propiedades	estarían	registradas	en	el	catastro	conservado	en	
el	tabularium	municipal,	donde	los	magistrados	podían	efectuar	las	oportunas	comprobaciones.	Vide	
rodríguez neila,	1991-1992,	168	ss.;	Moatti,	1993,	esp.	79	ss.	Definición	general	de	praedia	para	
propiedades:	Dig.,	50,	16,	115.	Distinción	entre	praedia rustica	y	urbana:	Dig.,	50,	16,	198.	Cfr.	Dig.,	
8,	1,	1	ss.
148.	Lex Mal.-Irn.,	63.	Cfr.	la	rúbrica	60	con	relación	a	las	cautiones	de	los	magistrados.
149.	andreau,	1999,	75.
150.	Vide	sobre	el	tema	VerboVen,	1993,	y	2002,	esp.	35-39,	140-148.
151.	Aunque	tales	actividades	de	préstamo	serían	más	bien	iniciativas	individuales,	sin	suponer	
una	dedicación	global	de	tales	grupos	a	la	banca.	Cfr.	cébeillac-gerVasoni,	1998,	171	ss.,	para	las	
oligarquías	locales	del	Latium	y	Campania.	
152.	Vide	trisciuoglio,	1998,	159	ss.,	para	las	leges locationum	relativas	a	las	opera facienda.
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los	magistrados	municipales	en	representación	de	la	ciudad,	actuaban	con	ple-
na	autonomía	y	debemos	suponer	que	actuarían	en	sintonía153.	Los	duunviros	
podían	establecer	libremente	los	términos	del	contrato,	sin	ninguna	limitación	
legal.	Aunque	seguramente	tendrían	muy	en	cuenta	las	orientaciones	dadas	por	
los	decuriones	al	debatir	el	proyecto	antes	de	aprobarlo	por	decreto.	Por	lo	que	
respecta	a	los	contratistas,	debían	limitarse	a	aceptar	totalmente	las	condiciones	
impuestas	por	el	locator.	Solamente	podían	fijar	el	precio	de	la	adjudicación,	me-
diante	la	oferta	que	formularan	durante	la licitatio154.	Los	magistrados	se	reparti-
rían	unas	veces	las	responsabilidades	en	las	fases	de	contratación,	ejecución	y	pro-
batio	de	opera publica,	y	en	la	gestión	de	los	fondos	asignados.	En	otras	ocasiones	
sólo	uno	se	encargaría	del	proceso.
Los	 términos	de	 la	 lex locationis,	y	 las	cláusulas	más	específicas	del	acuerdo	
que	la	administración	municipal	hacía	con	el	redemptor	que	obtenía	la	contrata,	
quedaban	registrados	en	un	documento	que	se	depositaba	en	el	archivo	público	
(tabulae publicae o communes)155.	En	Roma	 los	 contratos	de	 trabajos	públicos,	
según	indica	Plutarco,	eran	conservados	en	el	Aerarium	bajo	la	autoridad	de	los	
cuestores,	puesto	que	implicaban	una	supervisión	financiera.	También	Cicerón	
se	refiere	al	registro	por	escrito	de	las	condiciones	fijadas	en	la	lex locationis,	en	el	
discurso	contra	Verres	ya	citado,	donde	narra	las	ilegalidades	que	cometió	cuando	
era	pretor	urbano,	en	unas	labores	de	mantenimiento	realizadas	en	el	templo	de	
Cástor156.	El	redemptor	encargado	de	tales	trabajos	había	muerto	antes	de	entre-
gar	la	obra,	quedando	obligado	a	terminarla	su	hijo,	menor	de	edad,	por	cuyos	
asuntos	velaba	el	tutor	Lucio	Habonio.	Cuando	Verres	intentó	presionarle,	ale-
gando	que	la	obra	no	había	sido	hecha	de	forma	satisfactoria,	el	tutor	apeló	a	lo	
estipulado	en	la	contrata.	Ello	sugiere	que	tales	documentos	se	registraban	por	
escrito,	con	detalles	minuciosos	sobre	las	condiciones	en	que	debían	efectuarse	los	
trabajos.	Y	seguramente	tanto	los	magistrados	que	realizaban	la	contrata,	como	el	
redemptor,	disponían	de	copias	del	acuerdo,	a	las	que	podían	acudir	para	cualquier	
consulta.	
La	 leyes	municipales	de	Malaca	 e	 Irni	 también	proporcionan	 alguna	 infor-
mación	sobre	las	condiciones	que	debían	constar	en	los	contratos	públicos	para	
153.	Aunque	 los	 duunviros	 podían	 vetarse	 entre	 sí,	 y	 también	 ejercer	 su	 intercessio	 sobre	 los	
magistrados	inferiores	(Lex Irn.,	27).
154.	Cfr.	trisciuoglio,	1998,	169	ss.
155.	Cfr.	castillo,	1996,	161	ss.; d’ors,	1997,	95;	brélaz,	2003,	41	s.	Vide	laMberti,	1993,	
97	n.40,	sobre	la	interpretación	del	término	leges locationum	en	Lex Mal.-Irn.,	63.	El	contenido	de	
la	 lex locationis	 lo	 refleja	 la	 lex parieti faciundo	de	Puteoli,	que	 resumiría	 los	aspectos	básicos	de	 la	
contrata	pública,	especialmente	aquéllos	de	ineludible	exigencia	que	aparecen	especificados	en	la	ley	
de	Irni.
156.	Plut.,	Quaest. Rom.,	42;	Cic.,	In Verr.,	II-1,	134,	143-148.
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el	arrendamiento	de	los	vectigalia, ultro tributa	y	“cualquier	otra	cosa	que	deba	
arrendarse”	(quid aliud locare oportebit),	actos	administrativos	que,	como	específi-
camente	se	indica,	debían	hacerse	siempre	en	representación	e	interés	de	la	comu-
nidad157.	Los	estatutos	aluden	expresamente	a	las	locationes	efectuadas	en	general,	
las	condiciones	fijadas	por	los	magistrados	(quasque leges dixerit),	el	precio	de	cada	
arrendamiento	 (quanti quit locatum sit),	 los	 garantes	 y	 garantías	 inmobiliarias	
ofrecidos	por	el	redemptor	que	hubiera	conseguido	la	contrata	(qui praedes accep-
ti sint quaeque praedia subdita subsignata obligatave sint),	así	como	las	personas	
aceptadas	para	certificar	la	entidad	de	las	garantías	reales (praedia) hipotecadas	en	
favor	de	la	ciudad	(quique praediorum cognitores accepti sint).	De	todo	ello	debían	
ocuparse	los	duunviros.	
Debemos	volver	ahora	a	la	lex locationis	de	Puteoli.	Este	documento	resumi-
ría	los	aspectos	básicos	de	la	contrata	pública,	especialmente	aquéllos	estimados	
imprescindibles.	Son	los	que	casi	dos	siglos	después	la	ley	municipal	de	Irni	con-
sidera	como	cláusulas	obligatorias	que	debían	constar	en	los	registros	oficiales	
de	la	ciudad	(tabulae communes).	Debía	figurar	la	pecunia	debida	al	conductor	o	
redemptor	por	su	trabajo,	en	el	caso	de	las	contratas	para	ejecución	de	obras	o	
prestación	de	servicios	municipales158.	Asimismo	figurarían	indicaciones	sobre	
el	tipo	de	proyecto	encargado,	calidades	de	los	materiales,	plazos	de	ejecución,	
concretándose	igualmente	el	dies operis	(día	de	entrega	de	la	obra)	y	el	dies pecu-
niae	(día	de	pago	al	redemptor)159.	
Por	ejemplo	en	la	lex	Puteolana	los	trabajos	que	el	redemptor	debía	realizar,	
en	este	caso	la	construcción	de	un	muro	en	el	recinto	del	templo	de	Serapis,	se	
detallaron	con	gran	precisión160.	Esas	 instrucciones	correspondían	a	 los	resul-
tados	que	el	locator operis,	en	este	caso	las	autoridades	municipales	de	Puteoli,	
esperaban	de	la	contrata.	Y	también	daban	al	redemptor	una	clara	orientación	
para	asegurar	que	la	obra	iba	a	ser	aprobada	al	final.	Podemos	resumir	algunas	
de	 las	 indicaciones	 “técnicas”:	medidas	 exactas	para	 la	puerta,	pilares,	dintel,	
vigas,	etc.	En	cuanto	a	materiales	se	alude	a	vigas	de	abeto,	a	tejas	fijadas	me-
diante	elementos	de	sujeción	de	hierro,	a	los	batientes,	barrotes	y	jambas	de	la	
puerta	hechos	en	madera	de	roble,	entre	otros	detalles.	También	se	indican	los	
muros	que	debían	ser	revocados	con	cal	y	arena.	Otra	de	las	tareas	a	realizar	por	
el	redemptor	era	despejar	previamente	el	espacio	situado	delante	de	la	obra.	Para	
157.	Lex Mal.-Irn.,	63:	communi nomine municipum eius municipi.
158.	Lex Mal.-Irn.,	63:	et quanti quit locatum sit...;	Lex Urs.,	69:	pecunia ex lege locationis.
159.	También	los	contratos	privados	solían	incluir	una	cláusula	sobre	fecha	de	entrega	de	la	obra,	
aunque	con	más	flexibilidad	que	en	los	públicos.	Pero	podían	surgir	problemas	por	retrasos,	sobre	
todo	cuando	en	el	contrato	no	constaba	tal	cuestión.	Vide	Martin,	1989,	73-88.
160.	Cfr.	Lex Puteol.,	III,	13	ss.
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ello	debía	trasladar	las	capillas,	altares	y	estatuas	allí	existentes	al	 lugar	que	le	
indicaran	los	duunviros.
Especialmente	importante	era	consignar	por	escrito	toda	esa	información,	y	
sobre	todo	las	características	técnicas	con	que	la	obra	debía	ejecutarse.	Vitruvio	
señalaba	que	cuando	se	realizaban	obras	privadas	ambas	partes,	quien	contra-
taba	y	quien	 iba	a	efectuar	el	 trabajo,	debían	precisar	sus	detalles.	Lo	mismo	
vemos	en	un	texto	del	jurista	Paulo,	quien	insiste	en	que,	cuando	se	hacía	un	
contrato	de	obra	entre	particulares,	debían	registrarse	por	escrito	los	términos	
del	acuerdo,	para	evitar	cualquier	fraude	por	parte	del	redemptor161.
La	consignación	por	escrito	de	las	contratas	públicas	tenía	importancia	legal	
y	resultaba	imprescindible	para	denunciar	los	fraudes	que	podían	darse	en	su	
adjudicación.	Y	también	por	si,	una	vez	iniciados	los	trabajos,	los	magistrados	
deseaban	 comprobar	 que	 todo	 se	 iba	 ejecutando	 conforme	 a	 lo	 acordado,	 a	
fin	de	facilitar	cualquier	reclamación	o	comprobación	ulterior162.	Y	el	tema	era	
especialmente	importante	con	vistas	a	la	aprobación	final	de	la	obra	(probatio).	
Pero	 no	 sabemos	 cómo	 se	 redactaban	materialmente	 tales	 contratos,	 no	 nos	
ha	 llegado	ningún	ejemplar.	Aunque	es	seguro	que	se	recogerían	en	un	codex	
formado	por	varias tabulae ceratae.	Esa	labor,	así	como	su	depósito	en	archivo,	
eran	competencia	de	los	magistrados,	aunque	lo	harían	por	mediación	de	sus	
apparitores	escribas163.	
Otra	cuestión	importante	es	que	las	leges locationum	debían	ser	escritas	con	
claridad	para	 comprensión	de	 toda	 la	 ciudadanía,	 pues	 era	obligación	de	 los	
magistrados	publicarlas	(propositio)	con	tres	condiciones:	que	fueran	avisos	ac-
cesibles	y	de	fácil	lectura,	que	serían	paneles	blanqueados	(tabulae dealbatae)164;	
que	se	colocaran	en	el	lugar	que	los	decuriones	indicaran,	que	habitualmente	
sería	el	foro165;	y	que	estuvieran	expuestos	durante	todo	el	resto	de	su	magistra-
tura166.	La	exposición	de	documentos	públicos	importantes,	y	en	concreto	de	
las	locationes que	los	duunviros	suscribían	con	los	redemptores	en	representación	
de	su	ciudad,	es	un	principio	que	se	reitera	explícitamente	en	los	estatutos	mu-
161.	Vitruv.,	De Arch.,	I,	1,	10-11;	Dig.,	19,	2,	24	pr.
162.	Cfr.	Lex Mal.-Irn.,	63;	Lex Urs.,	69.	Vide	al	respecto	rosillo,	2003.	En	Roma	los	contratos	
de	trabajos	públicos	eran	deposi	tados	en	el	Aerarium	bajo	la	autoridad	de	los	cuestores,	puesto	que	
implicaban	una	supervisión	financiera	(Plut.,	Quaest. Rom.,	42).
163.	La	 expresión	 usada	 en	 los	 reglamentos	 municipales	 es	 in tabulas communes municipum... 
referantur facito	(Lex Mal.-Irn.,	63).	Un	ejemplo	de	locationes operum	redactadas	en	tabulae ceratae	son	los	
contratos	mineros	de	Alburnus Maior	(Dacia),	del	siglo	II	dC.	(CIL,	III,	pp.	948-949).	Sobre	esta	clase	de	
soportes	documentales:	Meyer,	2004,	esp.	24	ss.	
164.	Sobre	tabulae dealbatae:	Posner,	1972,	162;	culhaM,	1989,	106;	eck,	1999,	61	s.	Publicación	de	
documentos	públicos:	Lex rep. tab. Bemb.,	18	(crawFord,	1996,	I,	87);	Lex Irn.,	85,	86,	95.	Vide	también	
Digesto,	14,	3,	11,	3-4	(Ulp.).	Fraudes	al	anunciar	las	contratas	públicas:	rosillo,	2003,	63	s.
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nicipales	flavios	de	Hispania.	Pero	también	esa	obligación	podía	afectar	al	con-
tratista,	que	debía	recibir	una	copia	de	todo	el	“dossier”	de	la	contrata167.	Sobre	
este	tema	nos	ilustra	igualmente	la	denominada	lex locationis de munere publico 
libitinario	de	Puteoli,	de	época	de	Augusto,	que	recoge	una	contrata	municipal	
para	la	prestación	del	servicio	de	libitina	(pompas	fúnebres).	En	ella	se	señala	
que	el	manceps	debía	tener	dicho	documento	expuesto	en	un	lugar	donde	fuera	
fácilmente	legible.	Quizás	se	tratara	del	local	que	le	servía	de	oficina,	al	que	se	
alude	en	la	misma	lex,	que	pudo	ser	propiedad	de	la	colonia,	que	se	lo	arrendaría	
para	que	ejerciera	su	actividad	profesional168.	
Además	de	su	temporal	publicación,	el	depósito	de	los	contratos	entre	las	ta-
bulae publicae	era	requisito	imprescindible	para	que	tales	documentos	tuvieran	
valor	oficial169.	Asimismo	su	conservación	en	el	tabularium	municipal	permitía	
en	todo	momento	a	los	decuriones	y	magistrados	comprobar	si	la	obra	pública	
se	iba	realizando	según	los	términos	acordados,	y	si	respondía	a	las	condiciones	
previstas	en	el	momento	de	la	probatio	final.	Pues	tales	documentos	podían	ser-
vir	como	prueba	si	surgían	litigios	con	redemptores	deshonestos	o	incompetentes.	
Recordemos,	por	ejemplo,	cómo	Tácito	alude	a	las	deficiencias	de	muchas	vías	
de	Italia	por	culpa	de	los	fraudes	cometidos	por	los	empresarios	(mancipes)170.	
También	algunas	epistulae	de	la	correspondencia	entre	Trajano	y	Plinio	el	Joven,	
siendo	gobernador	de	Bitinia,	nos	muestran	las	frívolas	actuaciones	de	ciertos	
gobiernos	locales	con	los	fondos	públicos,	adjudicando	las	contratas	municipa-
les	a	redemptores	incompetentes,	que	dejaron	las	obras	sin	acabar,	incluso	siendo	
reacios	a	que	las	cuentas	públicas	fueran	examinadas	por	el	gobernador171.	Por	la	
misma	época	el	orador	Dión	de	Prusa	se	refiere	a	las	irregularidades	financieras	
de	 los	contratistas	de	una	obra	pública172.	El	 tema	era	muy	importante,	pues	
implicaba	notables	inversiones	de	fondos	comunales.
Las	 leyes	 locales	de	Hispania	 indican	que	 los	contratistas	de	opera publica	
debían	 cumplir	 escrupulosamente	 sus	 compromisos173.	 Entre	 las	 condiciones	
165.	Lex Mal.-Irn.,	63:	quo loco decuriones... proponenda esse censuerint.	Cfr.	Lex Irn.,	95,	sobre	la	
exposición	de	la	ley	municipal	en	tablas	de	bronce	in loco celeberrimo eius municipii.	También	Lex Urs.,	
115.
166.	Lex Mal.-Irn.,	 63:	 ...et proposita habeto per omne reliquum tempus honoris sui, ita ut d(e) 
p(lano) r(ecte) l(egi) p(ossint), quo loco decuriones conscriptive proponenda esse censuerint.	
167.	brélaz,	2003,	42.	
168.	AE,	1971,	88.	Vide	sobre	este	excepcional	documento	hinard-duMont,	2003.
169.	Vide	brélaz,	2003,	38	ss.,	sobre	el	registro	y	publicidad	de	las	condiciones	de	los	contratos.
170.	Tac.,	Ann.,	III,	31,	5.
171.	Por	ejemplo	Plin.,	Ep.,	X,	37,	38,	39,	47,	90.
172.	Dio	Prus.,	Orat.,	47,	19.
173.	Dig.,	19,	2,	25,	3	(Gai.,	10	ed. prov.):	conductor omnia secundum lege conductionis facere debet.
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registradas	por	escrito	tenían	especial	importancia	las	garantías	(cautiones)	que	
el	redemptor	tenía	obligación	de	presentar,	para	asegurar	que	realizaría	el	trabajo	
en	los	plazos	y	condiciones	previstos.	Un	principio	jurídico	confirmado	por	el	
Digesto174.	Ese	sistema,	que	también	se	observaba	en	los	contratos	de	obras	pri-
vadas175,	funcionó	en	las	contratas	de	obras	municipales	ya	desde	la	República,	
como	confirma	la lex locationis	de	Puteoli176.	Al	final	de	la	misma	se	mencionan	
el	propio	redemptor,	un	tal	Gaius Blossius,	que	además	actuó	como	praes	o	fia-
dor	por	la	cantidad	de	1500	sestercios,	así	como	los	nombres	de	otros	cuatro	
avalistas.
Las	cautiones	que	tenían	que	ofrecer	los	redemptores	debían	hacerse	públicas	
antes	de	 la	 subasta.	De	poder	aportarlas	dependerían	muchas	de	 las	posibili-
dades	que	 tenían	 los	 constructores	de	obtener	 las	 contratas.	Esas	 seguridades	
formarían	parte	de	la	 lex locationis,	base	del	documento	contractual	que,	una	
vez	adjudicada	la	contrata,	se	depositaba	en	el	tabularium	municipal.	El	registro	
por	escrito	de	las	garantías	no	sólo	protegía	los	intereses	de	la	ciudad,	si	surgían	
problemas	con	el	empresario.	También	servía	para	que	los	otros	aspirantes	a	la	
contrata	pudieran	comprobar	que	había	sido	otorgada	a	un	redemptor solvente,	
y	para	constatar	si	los	bienes	ofrecidos	como	garantía	estaban	libres	de	cargas177.
La	prestación	de	garantías	personales (praedes)	y	reales (praedia)	fue	un	trá-
mite	habitual	en	los	contratos	públicos	desde	la	República178,	que	también	exis-
tió	en	el	ámbito	privado179,	y	que	las	ciudades	siguieron	en	diversas	cuestiones,	
174.	Dig.,	39,	4,	9	pr.	(Paul.):	sobre	presentación	de	fiadores	y	fianzas	por	quienes	acudían	a	las	
subastas	del	cobro	de	tributos;	Dig.,	50,	8,	12	(9,	3):	“Los	emperadores	<Marco	Aurelio>	Antonino	
y	<Lucio>	Vero	decían	en	un	rescripto	que	no	debía	encomendarse	la	ejecución	de	obras	sin	exigir	
caución”	(Papir.	Iust.).
175.	Cfr.	Martin,	1989,	121-136.
176.	Lex Puteol.,	I,	6-8.
177.	Tanto	para	el	 estado	romano	como	para	 las	ciudades	 la	validez	de	 los	actos	oficiales,	y	en	
concreto	de	las	contratas	públicas,	radicaba	en	su	publicidad	y	su	registro	por	escrito	en	los	archivos.	
Esto	era	 fundamental	para	 futuras	 referencias	y	comprobaciones,	por	ejemplo	 si	había	problemas	y	
juicios.	Cfr.	brélaz,	2003,	35	ss.	y	50	ss.	Cicerón	lo	confirma	claramente	en	su	actuación	contra	Verres:	
nunc hominem tabulis, testibus, privatis publicisque litteris auctoritatibusque accusemus	(In Verr.,	I,	33;	cfr.	
también	In Verr.,	II-3,	120).
178.	En	las	contratas	estatales	se	designaban	garantes	y	se	depositaban	cautiones	ante	el	tesoro	por	una	
suma	que	cubriera	un	lustro.	Cfr.	Monumentum Ephesenum-lex portus Asiae,	del	62	dC.	(AE,	1989,	681;	
SEG,	39,	1989,	1180),	líns.	110-111,	124-125,	146,	que	también	confirma	cómo	las	garantías	podían	
ser	modificadas	tras	la	conclusión	del	contrato.	Ya	la	lex Agra ria	del	111	aC.	(46)	alude	a	la	inscripción	
del	manceps	de	la	societas publicanorum	y	de	los	fiadores	in tableis [publiceis]	(crawFord,	1996,	I,	118).	
Vide	al	respecto	ciMMa,	1981,	64	ss.,	y	Van gessel,	2003,	con	la	documentación	conservada.
179.	Por	ejemplo	en	el	archivo	de	los	Sulpicii	de	Puteoli	encontramos	chirographa	con	ejemplos	
de	mutuum cum stipulatione	entre	particulares	y	datio pignoris	como	garantía	del	préstamo,	redactados	
según	formularios	muy	regulares,	confirmando	que	tales	acuerdos	eran	habituales	(caModeca,	1992,	
165	ss.).
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como	testimonian	 los	 reglamentos	municipales180.	El	redemptor	debía	aportar	
seguridades	de	que	respondería	de	sus	obligaciones,	posiblemente	porque	podía	
recibir	dinero	por	adelantado.	La lex locationis	de	Puteoli	confirma	que	el	con-
tratista	podía	percibir	la	mitad	del	pago	acordado	nada	más	prestar	las	precepti-
vas	garantías	(ubei praedia satis subsignata erunt)181.	La	otra	mitad	se	le	liquidaba	
una	vez	culminada	y	aprobada	la	obra	(altera pars dimidia solvitur opere effecto 
probatoque)182.	Procedimiento	similar	se	desprende	del	citado	discurso	de	Dión	
de	Prusa183.	La	ciudad	no	debía	 ser	perjudicada	 si	 el	redemptor	 incumplía	 las	
cláusulas	del	contrato,	e	incluso	la	obra	no	llegaba	a	realizarse.	También	la	lex 
de libitina	de	Puteoli,	ya	mencionada,	indica	que	los	duunviros	debían	contro-
lar	que	el	manceps asumiera	correctamente	sus	responsabilidades,	estableciendo	
sanciones	en	caso	de	incumplimiento184.		
Las	leyes	municipales	de	Hispania	observan	tres	tipos	de	cautiones,	aunque	
a	veces	los	magistrados	no	las	exigían	todas.	En	primer	lugar	figuraban	las	se-
guridades	personales	(praedes),	que	tenían	preferencia	sobre	las	demás185.	Si	las	
personas	 de	 los	praedes	 (y	 sus	 patrimonios)	 no	 se	 estimaban	 suficientes186,	 el	
magistrado	solía	exigir	la	prestación	de	garantías	reales,	que	consistían	en	bienes	
que	 podían	 ser	 de	 naturaleza	 rústica	 o	 urbana187.	 Según	 los	 estatutos	 locales	
180.	Cfr.	Lex Urs.,	75,	91,	93;	Lex Irn.,	19,	71;	Lex Mal.-Irn.,	63-65.	También	debían	ofrecerlas	
los	candidatos	al	duunvirato	y	a	 la	cuestura,	que	eran	magistraturas	relacionadas	con	la	gestión	de	
fondos	públicos	(Lex Mal.-Irn.,	60).	Sobre	el	tema:	d’ors,	1997,	107	ss.;	trisciuoglio,	1998,	203	
ss.;	Mentxaka,	2001.
181.	Lex Puteol.,	III,	13-16.	Tal	pago	no	constituiría	una	solutio	parcial,	sino	una	datio ob rem,	una	
especie	de	préstamo	(d’ors,	1997,	101	s.;	trisciuoglio,	1998,	239,	n.105).	Los	magistrados	podían	
abonar	al	principio	de	la	contrata	la	mitad	del	precio	fijado	en	concepto	de	provisión	de	fondos.	Esta	
fórmula	debió	ser	frecuente	si	los	magistrados	no	encontraban	redemptores	con	solvencia	económica,	
y	 debían	 encomendar	 las	 contratas	 a	 empresarios	más	modestos	 que	 no	 podían	 adelantar	 todo	 el	
importe	de	la	obra.
182.	La	administración	municipal	emitiría	los	correspondientes	recibos	(apochae),	uso	constatado	
en	Pompeya	a	través	del	archivo	de	Caecilius Iucundus	(andreau,	1974,	17	s.,	53	ss.).
183.	Dio	Prus.,	Orat.,	47,	19.	
184.	Lex libit. Puteol.,	II,	31-34;	III,	22-25.
185.	Cfr.	Lex Mal.-Irn.,	60,	63,	64.	Este	concepto	afectaba	a	 todo	el	patrimonio,	mobiliario	e	
inmobiliario,	no	a	determinados	bienes	hipotecados.	El	praes	era	un	garante	que	asumía	la	ejecución	
de	un	 contrato	por	otra	persona.	Esta	figura	 aparece	 en	 las	 fuentes	 conectada	 con	operaciones	de	
locatio/venditio:	Lex Agraria,	48;	lex Tar.,	9;	Cic.,	ad Fam.,	II,	17,	4;	AE,	1947,	44=	Suppl. Ital.,	n.s.	
13	(1996),	240-242	(rescripto	de	Vardacate,	Italia).	Cfr.	también	Varro,	l.l.,	V,	40	y	VI,	74.	Sobre	la	
condición	jurídica	de	estos	praedes,	tema	no	tratado	en	la	ley	municipal:	Mentxaka,	2001,	79	ss.
186.	Así	se	especifica	en	Lex Mal.,	60:	Si d(e) e(a) r(e) is praedibus minus cautum esse videbitur, 
praedia subsignato arbitratu eiiusdem.
187.	Este	régimen	jurídico	de	prestación	de	praedia	ofrece	más	similitudes	con	el	derecho	privado	
que	el	de	los	praedes	(Van gessel,	2003,	115	ss.).	Definición	general	de	praedia	para	propiedades:	
Dig.,	50,	16,	115	(Iav.).	Distinción	entre	praedia rustica	y	urbana:	Dig.,	8,	1;	50,	16,	198	(Ulp.).
ADMINISTRACIÓN	MUNICIPAL	Y	CONSTRUCCIÓN	PÚBLICA	EN	LA	CIUDAD	ROMANA
Butlletí Arqueològic, V, 31 (2009), ISSN 1695-5862 (p. 171-225).
208
hispanos	 las	 propiedades	 inmobiliarias (praedia)	 ofrecidas	 como	 garantía	 por	
los	redemptores	debían	tener	la	condición	de	subdita, subsignata	y	obligata	(Lex 
Mal.-Irn.,	63).	
Es	posible	que	las	declaraciones	de	garantías	aportadas	por	los	redemptores 
incluyeran	 documentos	 específicos	 de	 tales	 subsignationes praediorum	 (bienes	
inmuebles	hipotecados)188.	Serían	anotaciones	escritas	y	firmadas	por	el	propie-
tario	del	praedium	que,	una	vez	comprobadas	por	los	duunviros,	se	depositarían	
también	en	el	archivo	municipal	junto	a	las	leges locationum	y	los	contratos.	En	
ellas	constaría	la	titularidad,	valor	y	situación	del	inmueble,	y	la	inexistencia	de	
cargas	sobre	el	mismo	en	favor	de	terceros189.	
Precisamente	unos	 excepcionales	 epígrafes	 de	Trebula	 Suffenatium	 (Italia)	
confirman	que	quienes	quedaban	deudores	de	una	ciudad	por	algún	motivo	po-
dían	garantizar	sus	compromisos	hipotecando	sus	posesiones190.	Aluden	a	una	
controversia	 entre	dicha	 ciudad	 italiana	y	un	particular	 a	propósito	del	pago	
de	unas	deudas.	Tales	pagos	fueron	garantizados	por	hipotecas	sobre	terrenos	
definidos	como	praedia subsignata,	la	misma	expresión	usada	por	las	leyes	mu-
nicipales	de	Hispania191.
Finalmente	el	capítulo	de	garantías	se	completaba	con	los	bienes	de	quienes	
debían	certificar	la	entidad	de	tales	propiedades.	Se	les	llama	cognitores praedio-
rum,	y	serían	unos	peritos	que	acreditaban	la	existencia,	valor	y	características	
de	los	bienes	ofrecidos	como	fianza.	Y	debían	responder	legalmente	si	tal	infor-
mación	no	era	cierta,	y	no	se	creaba	a	favor	de	la	ciudad	la	garantía	crediticia	
necesaria192.
Las	cautiones	debían	ser	registradas	en	las	tabulae publicae	por	los	magistra-
dos,	como	documentación	adicional	a	la	lex locationis,	tal	como	señala	la	lex Ta-
rentina193.	Debemos	suponer	que	ello	se	haría	una	vez	efectuadas	las	oportunas	
comprobaciones	sobre	la	entidad	de	las	garantías	ofrecidas.	La	autonomía	y	gra-
188.	Vide	sPitzl,	1984,	83-88,	sobre	la	expresión	praedia subsignare	o	praedia subsignata.
189.	Sólo	 cuando	 el	 aspirante	 daba	 su	 confirmación	 y	 aportaba	 la	 subsignatio praediorum	 se	
cerraba	el	contrato.	Cfr.	orsted,	1985,	161	ss.	Según	la	lex locationis	de	Puteoli	(III,	13-15),	el	pago	
al	redemptor	del	precio	acordado	en	 la	contrata	dependía	de	que	hubiera	efectuado	previamente	 la	
citada	subsignatio praediorum.
190.	Sobre	estos	documentos	gregori,	1999.
191.	Cfr.	Lex Mal.-Irn.,	60,	y	especialmente	63.	También	la	lex parieti faciundo	de	Puteoli	(I,	7-8;	
III,	13-15).
192.	Mentxaka,	2001,	85	s.	Para	Van gessel,	2003,	117	ss.,	tales	cognitores praediorum	serían	
realmente	garantes	de	segundo	grado,	que	respondían	con	sus	bienes	de	las	seguridades	ofrecidas	por	
los	praedes.
193.	Lex Tar.,	 I,	 13:	 isque IIIIvir, quoi ita praes dabitur, ac[c]ipito idque in tabu[leis p]ubliceis 
scriptum sit facito... En	 la	 Lex repetundarum,	 58:	 quaestor accipito et in taboleis pobliceis scriptum 
habeto.
JUAN	FRANCISCO	RODRÍGUEZ	NEILA
Butlletí Arqueològic, V, 31 (2009), ISSN 1695-5862 (p. 171-225).
209
do	de	compromiso	de	los	magistrados	locatores	eran	amplias	a	la	hora	de	aceptar	
o	rechazar	las	garantías	aportadas	por	los	contratistas.	Pero	también	contraían	
una	grave	responsabilidad	si	no	exigían	a	los	redemptores	las	cautiones convenien-
tes,	demostrando	documentalmente	la	entidad	de	los	bienes	hipotecados194,	de	
forma	que	la	ciudad	pudiera	resarcirse	de	cualquier	perjuicio,	si	los	contratistas	
incumplían	sus	obligaciones	y	eran	penalizados195.	Todas	esas	comprobaciones	
requerían	disponer	en	los	archivos	municipales	de	información	catastral	sobre	la	
situación	jurídica	de	las	propiedades196.		
Cuando	 los	 duunviros,	 en	 su	 calidad	 de	 locatores,	 aceptaban	 las	 garantías	
aportadas	por	el	redemptor,	evidentemente	era	porque	las	estimaban	idóneas	con	
relación	al	valor	de	la	contrata	adjudicada	al	mismo,	podían	incluso	aceptar	sólo	
algunos	tipos	de	fianzas197.	Pero	una	apreciación	errónea	del	patrimonio	de	los	
praedes,	que	minoraba	las	opciones	de	la	comunidad	a	obtener	compensaciones	
sobre	el	mismo,	si	el	encargo	edilicio	no	se	realizaba	adecuadamente,	podía	po-
ner	a	los	magistrados	en	situación	comprometida.	
Las	 propiedades	 inmobiliarias	 afectadas	 por	 el	 régimen	 de	 garantías	 que-
daban	sujetas	a	la	posible	ejecución	de	la	cautio	exigida	por	los	magistrados	en	
defensa	de	 los	 intereses	de	 la	ciudad.	Las	posibles	alienaciones	de	 los	praedia 
afectados	quedaban	 invalidadas,	desde	el	momento	en	que	 sobre	 tales	bienes	
inmobiliarios	se	constituía	un	derecho	real	a	título	de	hipoteca	en	favor	de	la	co-
194.	Una	 apreciación	 errónea	 del	 patrimonio	 de	 los	 praedes,	 que	minoraba	 las	 opciones	 de	 la	
comunidad	a	obtener	compensaciones	sobre	el	mismo,	podía	poner	a	 los	magistrados	en	situación	
comprometida	 (trisciuoglio,	 1998,	 212).	Tal	 cuestión	 está	 reflejada	 en	 el	 ya	 citado	 rescripto	 de	
Vardacate,	del	siglo	I	dC.,	sobre	la	responsabilidad	del	magistrado	por	la	inadecuada	valoración	del	
patrimonio	de	los	praedes	y	de	los	preceptivos	cognitores praediorum,	tema	jurídicamente	regulado	por	
la	misma	época	en	Lex Mal.-Irn.,	63-65,	por	la	misma	época.
195.	Como	 solución	 extrema	 las	 autoridades	municipales	 podían	 recurrir	 a	 la	 venditio	 de	 los	
praedes	y	praedia	aportados	como	garantía	por	el	contratista,	procedimiento	observado	en	Lex Mal.-
Irn.,	64-65.	La	casuística	jurídica	al	respecto	es	abundante.	Vide	trisciuoglio,	1998,	244	ss.	Vitruvio	
(De arch.,	10	praef.)	menciona	una	antigua	ley	de	Éfeso,	según	la	cual	cuando	un	arquitecto	asumía	
la	 contrata	 de	 una	 obra	 pública	 debía	 presentar	 un	 presupuesto.	 Desde	 ese	momento	 sus	 bienes	
quedaban	hipotecados,	para	garantizar	con	su	valor	la	ejecución	del	proyecto,	si	finalmente	excedía	los	
costes	previstos.
196.	Evidentemente	el	régimen	timocrático	imperante	en	las	comunidades	romanas	requería	poder	
constatar	oficialmente	las	bases	patrimoniales	de	quienes	actuaban	en	la	vida	pública.	Por	ejemplo	para	
verificar	los	bienes	ofrecidos	como	fianza	por	los	candidatos	a	las	magistraturas	(Lex Mal.-Irn.,	60).	
La	comprobación	de	tales	garantías	sólo	era	factible	disponiendo	de	archivos,	donde	los	magistrados	
pudieran	consultar	las	declaraciones	de	propiedad	de	los	ciudadanos.	Apuleyo	(Apol.,	101,	6)	alude	al	
registro	público	de	bienes	privados,	obligados	a	cargas	impositivas	que	cobraba	el	cuestor	de	Oea.	Vide	
sobre	el	tema	nicolet,	1987,	esp.	19	ss.;	Moatti,	1993,	esp.	73	ss.	y	91	ss.;	rodríguez neila,	2005,	
esp.	95	ss.
197.	Cfr.	Lex Puteol.,	I,	7-8	y	III	14-15,	donde	el	arbitratus	de	los	duunviros	es	sobreentendido	al	
satis.	Podían	exigirse	sólo	praedes.	Cfr.	Lex Urs.,	75,	93.
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munidad198.	Si	el	contratista	no	culminaba	la	obra	a	la	que	se	había	comprome-
tido	por	cualquier	causa	(podía	arruinarse,	o	no	ejecutarla	según	las	condiciones	
del	acuerdo),	la	ciudad	tenía	derecho	a	vender	tales	garantías.	
Si	se	llegaba	a	este	caso	extremo	los	duunviros,	en	representación	del	acree-
dor,	en	tal	caso	la	ciudad,	podían	efectuar	la	venditio	de	los	bienes	de	los	fiadores	
(praedes)	 y	de	 los	bienes	 inmuebles	 (praedia)	ofrecidos	como	garantías	por	el	
contratista199,	procedimiento	jurídico	que	recogen	también	las	leyes	de	Malaca	
e	Irni200.	Así	podía	recuperar	el	dinero	que	ya	había	pagado	al	redemptor (si	se	
había	acordado	un	pago	a	plazos),	u	obtener	una	indemnización	por	los	perjui-
cios	causados	al	interés	público	por	el	incumplimiento	del	contrato.	Pero	debían	
recurrir	al	ius vendendi	con	dos	condiciones:	que	lo	aprobaran	los	decuriones	
por	decreto201;	y	que	se	siguiera	el	procedimiento	marcado	por	la	lex	praediatoria	
de	Roma	para	las	ventas	fiscales202.	
Teniendo	en	cuenta	lo	que	he	comentado,	da	la	impresión	de	que	las	leyes	
romanas	salvaguardaban	los	intereses	de	las	ciudades	en	las	contratas	públicas,	
y	solamente	 los	redemptores	estaban	sujetos	a	obligaciones.	No	parece	que	los	
contratistas	tuvieran	protección	jurídica	ante	las	hipotéticas	irregularidades	co-
metidas	por	quien	les	concedía	la	contrata	(locator operis),	en	este	caso	la	ciudad	
representada	por	sus	magistrados.	No	obstante,	según	Du	Plessis	(2004),	algu-
nas	 fuentes	 sugieren	que,	ante	 la	corrupción	de	 los	magistrados,	el	redemptor 
tenía	algunas	opciones	que	podían	protegerle	indirectamente.	
Veamos	la	lex parieti faciundo	de	Puteoli.	En	ella	se	indican	algunas	formali-
dades	con	relación	a	la	aprobación	final	de	la	obra,	que	daban	al	redemptor	cierta	
protección.	Ese	acto	administrativo	no	debían	efectuarlo	 los	magistrados	que	
habían	contratado	la	obra,	sino	el	senado	local,	del	que	formaban	parte	tanto	
los	duunviros	en	activo,	como	quienes	ya	lo	habían	sido,	como	expresamente	
se	indica203.	La	opinión	de	los	ex-duunviros	podía	ser	importante.	Algunos	ten-
198.	d’ors,	1997,	110;	trisciuoglio,	1998,	207.
199.	Mentxaka,	2001,	83	ss.	Venta	de	bienes	de	praedes:	Liv.,	25,	4,	9-11.	Si	todos	 los	bienes	
de	 los	 praedes	 (incluídos	 sus	 praedia)	 quedaban	 ya	 sujetos	 a	 cargas	 al	 constituirse	 en	 garantía,	 las	
seguridades	reales	(praedia)	serían	aportadas	por	terceras	personas,	quizás	socios	del	contratista.
200.	El	tema	está	tratado	con	detalle	en	Lex Mal.-Irn.,	64-65.	Vide	al	respecto	D’Ors,	1997,	96	s.;	
Mentxaka,	2001,	86	ss.
201.	Tal	decreto	no	fijaría	las	condiciones	de	venta	de	dichos	bienes,	delegándose	tal	potestad	en	los	
duunviros,	quienes	las	establecerían	sobre	los	bienes	de	los	garantes	(praedes),	los	inmuebles	ofrecidos	
como	garantía	(praedia subsignata),	y	las	pertenencias	de	los	cognitores praediorum	(Mentxaka,	1993,	
129	s.).	La	ejecución	se	hacía	sobre	el	patrimonio	presente	y	futuro	del	deudor,	sobre	los	bienes	que	
no	hubieran	quedado	liberados	o	lo	hubieran	sido	dolosamente,	pero	no	sobre	su	persona	(Mentxaka,	
2001,	89).
202.	Cuya	exacta	naturaleza	no	está	clara.	Vide	al	respecto	laMberti,	1993,	101	ss.;	Mentxaka,	
2001,	91	ss.
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drían	experiencia	previa	en	estos	 temas,	y	podían	detectar	mejor	si	 se	habían	
cometido	irregularidades	en	la	gestión	y	ejecución	material	de	los	trabajos	por	
parte	del	redemptor,	pero	también	por	parte	de	los	magistrados	encargados	de	
controlar	la	obra.	
Al	reservar	al	senado	la	potestad	de	aprobar	la	obra	al	final,	tal	cláusula	tra-
taba	de	prevenir	actos	ilegales,	garantizando	la	limpieza	de	los	procedimientos	
administrativos.	Y	ésto	se	consideraba	algo	importante,	que	debía	ser	publicado	
en	una	inscripción,	como	la	lex	de	Puteoli,	cuya	función	parece	haber	sido	esen-
cialmente	conmemorativa.	Por	ejemplo	podía	evitarse	que,	en	el	momento	de	
realizar	la	supervisión	final,	un	magistrado	corrupto	exigiera	al	redemptor dinero	
o	favores	personales,	a	cambio	de	dar	el	visto	bueno	oficial	a	la	obra	que	iba	a	
entregar,	incluso	amenazándole	con	no	aprobarla	y	proceder	a	la	venta	de	los	
bienes	ofrecidos	como	garantía.
La	existencia	de	tales	irregularidades	es	confirmada	por	el	ya	citado	relato	de	
Cicerón,	sobre	las	ilegalidades	cometidas	por	Verres	con	relación	a	un	contrato	
para	trabajos	públicos	en	el	templo	de	Cástor204.	Antes	de	finalizar	la	obra	el	re-
demptor	había	muerto,	quedando	obligado	a	cumplir	la	contrata	su	hijo,	menor	
de	edad,	cuyos	intereses	atendía	un	tutor.	Verres	quería	recibir	un	soborno	del	
tutor	para	aprobar	la	obra.	Al	no	conseguirlo	exigió	que	las	columnas	del	edifi-
cio	fueran	rigurosamente	perpendiculares.	El	tutor	objetó	que	en	la	contrata	no	
figuraba	tal	condición.	E	intentó	influir	sin	éxito	sobre	Verres	para	que	cambiara	
de	opinión,	recurriendo	a	la	mediación	de	personas	relacionadas	con	él.
A	nivel	municipal	la	óptica	jurídica	parece	haber	sido	asegurar	el	control	de	
los	procesos	administrativos	gestionados	por	los	magistrados,	para	evitar	éstas	
y	otras	 ilegalidades.	Por	ejemplo	 la	 lex locationis	de	Puteoli	 reservaba	al	 sena-
do	local,	y	no	exclusivamente	a	los	magistrados,	la	inspección	final	de	la	obra	
(probatio),	paso	previo	para	 su	aprobación	y	 recepción	definitivas.	Y	 las	 leyes	
municipales	de	Hispania	disponían	que	 los	duunviros	sólo	podían	vender	 las	
garantías	 inmobiliarias	ofrecidas	por	un	redemptor	previo	asentimiento	de	 los	
decuriones	por	decreto205.
Pero	 el	 asunto	 relatado	por	Cicerón	 sugiere	 igualmente,	 como	 indica	Du	
Plessis,	otras	formas	de	protección	a	las	que	podía	recurrir	un	redemptor	presio-
nado	por	un	magistrado	sin	escrúpulos.	Podía	apelar	a	las	cláusulas	del	contrato	
escrito,	del	que	tendría	una	copia,	que	es	lo	que	hace	el	tutor	Lucio	Habonio	
ante	las	exigencias	de	Verres.	Y	si	no	tenía	éxito	podía	dirigirse	a	amigos	influ-
yentes,	para	que	presionaran	al	magistrado	y	 le	hicieran	cambiar	de	opinión,	
203.	Lex Puteol.,	III,	7-12.
204.	Cic.,	In Verr.,	II-1,	131-138.	
205.	Cfr.	Lex Irn.-Mal.,	64.
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mecanismo	de	relaciones	públicas	que	funcionaba	habitualmente	en	la	sociedad	ro-
mana206.	Pero	si	ambos	recursos	fallaban,	al	contratista	sólo	le	quedaba	una	opción,	
aceptar	las	exigencias	del	magistrado,	o	arriesgarse	a	que	diera	la	contrata	por	liquida-
da,	pudiendo	perder	en	tal	caso	las	propiedades	que	hubiera	ofrecido	como	garantía.
También	 la	 tentativa	 de	 corrupción	 podía	 partir	 de	 los	 empresarios	 que	 as-
piraban	a	hacerse	con	las	contratas	públicas.	Ya	vimos	cómo	el	estatuto	de	Urso	
prohibía	a	los	duunviros	aceptar	sobornos	de	los	contratistas	y	sus	fiadores207.	Se	
consideraba	 acto	 de	 soborno	 no	 sólo	 recibir	 regalos,	 sino	 cualquier	 otra	 acción	
que	influyera	sobre	la	autoridad	o	sus	colaboradores	(apparitores, servi publici).	Los	
delitos	de	los	magistrados,	que	podían	ser	denunciados	libremente	por	cualquier	
persona	 (actio popularis)	 en	defensa	del	 interés	 colectivo,	 estaban	castigados	 con	
multa.	Esta	disposición	legal	podía	proteger	al redemptor,	al	frenar	las	hipotéticas	
presiones	que	cabía	 esperar	de	magistrados	deshonestos.	Pero	 la	 ley	no	 indica	 si	
el	contratista	o	fiador	que	había	intentado	sobornar	a	un	magistrado	era	también	
penalizado.	Posiblemente	la	anulación	del	contrato	y	su	inhabilitación	para	aspirar	
a	futuros	encargos	serían	el	castigo.
Otro	caso	de	corrupción	podía	darse	si,	al	inicio	de	todo	el	proceso	de	conce-
sión	de	opera publica,	los	magistrados	responsables	de	otorgar	la	contrata	aceptaban	
sobornos	y	la	adjudicaban	a	un	redemptor	poco	fiable,	o	que	no	hubiera	cumplido	
correctamente	con	las	condiciones	exigidas,	por	ejemplo	prestar	las	adecuadas	cau-
tiones.	Para	evitarlo	las	leyes	de	Malaca	e	Irni	insisten	en	la	necesidad	de	que	los	
duunviros	registraran	por	escrito	en	las	tabulae publicae	las	cláusulas	del	acuerdo,	el	
precio	acordado	para	la	obra,	y	los	fiadores	(praedes)	y	garantías (praedia)	ofrecidos	
por	el	empresario,	información	que	también	debían	publicar	durante	su	mandato.	
Ello	permitía	que	otros	redemptores,	participantes	sin	éxito	en	la	subasta,	pudieran	
comprobar	que	el	acuerdo	formalizado	con	el	colega	que	la	había	obtenido	se	ha-
bía	ajustado	a	las	cláusulas	previamente	anunciadas	(lex locationis),	y	por	tanto	el	
contrato	se	había	adjudicado	con	justicia.	Prevenciones,	en	suma,	que	contribuían	
a	asegurar	la	limpieza	de	los	procedimientos	administrativos.
La curatio de las obras públicas
Apenas	tenemos	información	en	Hispania	sobre	cómo	se	ejecutaban	en	concre-
to	las	contratas	de	opera publica	municipales.	Los	reglamentos	locales	no	entran	en	
esos	detalles208.	Pero,	una	vez	emprendida	una	obra	pública,	no	bastaba	con	que	el	
206.	Sobre	los	buenos	oficios,	commendationes,	relaciones	de	amicitia,	etc.,	nos	ilustra	ampliamente	
la	correspondencia	ciceroniana.	Vide	por	ejemplo	deniaux,	1993.	
207.	Lex Urs.,	93.
208.	Tampoco	la	lex parieti faciendo	de	Puteoli,	que	detalla	las	características	técnicas	del	proyecto	
edilicio,	indica	nada	concreto	sobre	el	desarrollo	de	los	trabajos.
JUAN	FRANCISCO	RODRÍGUEZ	NEILA
Butlletí Arqueològic, V, 31 (2009), ISSN 1695-5862 (p. 171-225).
213
redemptor	la	finalizara.	Debía	hacerlo	según	las	condiciones	de	calidad	previstas	en	
la	lex locationis.	Por	ello	era	importante	el	control	directo	de	los	trabajos	(curatio) 
efectuado	por	los	duunviros,	otra	importante	responsabilidad	que	les	incumbía209.	
Existía	 la	 posibilidad	 de	 que,	 para	 descargarse	 de	 tareas,	 delegaran	 en	 los	
ediles,	como	sugiere	la	ley	de	Irni210.	O	incluso	que	se	nombraran	curatores ope-
rum	especiales	quienes,	según	el	jurista	Ulpiano,	estaban	facultados	para	actuar	
como	intermediarios	entre	ciudades	y	contratistas211.	Es	lo	mismo	que	sugiere	
Frontino	para	 las	contratas	de	mantenimiento	de	 los	acueductos	de	Roma212.	
Los	curatores	actuaban	sólo	como	representantes	de	los	magistrados,	y	posible-
mente	serían	escogidos	entre	decuriones	con	especial	conocimiento	del	tema.	
Este	 tipo	 de	 curatelas	 existieron	 en	 la	 administración	 estatal	 desde	 época	
republicana,	 no	 exigían	 competencias	 específicas,	 y	 funcionaban	 con	 carác-
ter	 provisional,	 como	una	delegación	de	poder	 para	 atender	 asuntos	 concre-
tos.	Se	consideraban	cargas	personales	(munera),	que	debían	ser	asumidas	por	
los	miembros	del	estamento	senatorial,	como	muestra	de	su	espontáneo	deber	
moral	 para	 atender	pesadas	 tareas	 de	 interés	 general,	 que	quedaban	 fuera	de	
las	responsabilidades	propias	de	las	magistraturas213.	Ese	carácter	provisional	y	
extraordinario	tuvieron	igualmente	los	curatores	municipales.	Posiblemente	los	
magistrados	 buscarían	 las	 personas	más	 adecuadas	 para	 realizar	 tal	 cometido	
entre	los	miembros	del	ordo decurionum,	contando	con	su	aquiescencia,	si	no	
surgían	voluntariamente	candidatos	al	puesto,	como	muestra	de	su	afecto	hacia	
los	asuntos	de	la	res publica.
Aunque	las	leyes	municipales	de	Hispania	no	nos	informan	sobre	estas	fun-
ciones,	debemos	suponer	que	los	curatores,	en	su	temporal	gestión,	debían	estar	
en	habitual	contacto	con	los	duunviros,	y	también	con	los	cuestores,	que	eran	
los	magistrados	conectados	con	el	 erario	municipal	que	debían	entregarles	 el	
dinero	necesario.	E	igualmente	se	ocuparían	de	tratar	directamente	con	los	pro-
fesionales	y	artesanos	correspondientes.	Según	fuera	la	envergadura	de	la	obra	a	
realizar	tales	curatores	serían	uno	o	dos.	
Este	segundo	caso	lo	tenemos	atestiguado,	por	ejemplo,	en	un	epígrafe	de	
Regina,	que	indica	cómo	la	Respublica Reginensium	decidió	restaurar	a	sus	ex-
pensas	(sumptu suo refecit)	el	templo	dedicado	a	la	Pietas Augusta,	que	estaba	en	
mal	estado	por	el	paso	del	tiempo	(vetustate conlapsum).	Se	encargaron	del	asun-
209.	Vide	al	respecto	trisciuoglio,	1998,	220	ss.	
210.	Cfr.	Lex Irn.,	19,	sobre	la	curatio	de	dichos	magistrados	sobre	diversos	edificios,	instalaciones	
y	espacios	urbanos,	teniendo	en	cuenta	que	el	mismo	estatuto	atribuye	a	los	duunviros	ius	y	potestas	
sobre	diversos	tipos	de	obras	públicas	(Lex Irn.,	82).
211.	Cfr.	Dig.,	50,	10,	2,	1.
212.	Frontin.,	De aquaed.,	99,	119,	3.
213.	Vide	PalMa,	1980,	85	ss.	y	98	ss.
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to	no	 los	magistrados,	 sino	dos	personajes	(curantibus Q. F(---) Herenni[ano] 
et C. F(---) Taurino),	que	probablemente	serían	miembros	del	ordo decurionum 
local,	y	se	ocuparían	de	contratar	los	trabajos,	efectuar	su	seguimiento	y	final-
mente	dar	el	visto	bueno	en	su	caso	(probatio operis)214.
La probatio operis final
Durante	 la	ejecución	de	 la	obra	 los	magistrados,	en	su	condición	de	 loca-
tores,	estaban	facultados	para	hacer	observaciones	al	redemptor	y	para	efectuar	
las	comprobaciones	que	estimaran	oportunas.	La	lex parieti faciundo	de	Puteoli	
alude	explícitamente	al	arbitratus	de	 los	magistrados,	pero	 también	a	que	 los	
duunviros	debían	atender	las	posibles	indicaciones	que	durante	el	proceso	pu-
dieran	recibir	de	los	duouira[l]ium qui in consilio esse solent Puteoleis215.	También	
de	un	pasaje	de	Vitruvio	relativo	a	Utica	se	desprende	que	el	locator,	durante	la	
ejecución	de	la	obra,	podía	verificar	la	buena	calidad	de	los	materiales	utilizados	
por	el	redemptor216.
El	último	paso	en	el	proceso	de	ejecución	de	una	obra	pública	era	la	inspec-
ción	final	(probatio operis)	y	recepción	de	la	misma,	comprobándose	que	todo	se	
hubiera	realizado	según	las	condiciones	de	la	lex locationis217,	y	que	no	hubiera	
ningún	vitium operis218.	El	trámite	de	la	probatio	constaba	en	los	contratos	de	
locatio-conductio	para	obras	privadas219.	Y	por	lo	que	respecta	a	la	construcción	
y	mantenimiento	de	obras	públicas,	está	documentado	en	las	ciudades	de	Italia	
214.	CIL,	II2/7,	976	=	HEp.	4,	1994,	182.	Otros	ejemplos	hispanos	de	curatelas:	CIL,	II,	1946	
(Iluro);	CILA,	II-3,	963=	HEp.,	2,	1990,	635	(Hispalis),	ambas	del	siglo	II	dC.
215.	Lex Puteol.,	III,	7-13.	Los	verbos	probare	e	inprobare	se	referirían	a	las	observaciones	positivas	
o	negativas	expresadas	por	los	decuriones	sobre	la	forma	en	que	los	duunviros	dirigían	los	trabajos	de	
los	redemptores	(trisciuoglio,	1998,	145).
216.	Vitruv.,	De Arch.,	2,	3.	Vide	también	Frontin.,	De aquaed.,	96.
217.	Cfr.	Dig.,	48,	11,	7,	2	(Mac.).	De	hecho	podían	surgir	conflictos	si	los	magistrados	querían	
modificar	los	términos	de	la	lex locationis,	o	si	el	redemptor	no	los	respetaba.	En	estos	casos	la	consulta	
de	la	documentación	registrada	en	las	tabulae publicae	resultaba	decisiva.
218.	El	discurso	acusatorio	de	Cicerón	contra	Verres	a	propósito	del	templo	de	Cástor	(In Verr.,	II-
1,	131-150)	resulta	ilustrativo	sobre	las	irregularidades	que	podían	darse	en	las	contratas:	sobreestimar	
el	precio	de	los	trabajos	a	realizar,	existiendo	connivencia	entre	arrendador	y	adjudicatario;	no	realizar	
la	obra	según	las	cláusulas	de	la	lex locationis;	declarar	haber	necesitado	más	materiales	de	los	necesarios,	
disponiendo	de	ellos	una	vez	acabada	la	obra;	no	respetar	los	plazos	de	ejecución	previstos,	etc.	Estas	
situaciones,	que	debieron	ser	frecuentes	en	la	práctica,	no	nos	han	dejado	mucha	documentación.	Cfr.	
Tac.,	Ann.,	III,	31,	5;	Dio	Prus.,	Orat.,	47,	19.
219.	Con	 ello	 se	 trataba	de	determinar	 si	 el	 encargo	había	 sido	 efectuado	 con	 la	 competencia	
que	cabía	esperar	de	un	especialista	(artifex).	Muchos	problemas	que	aborda	la	literatura	jurídica	con	
relación	a	los	contratos	de	obras	privadas	tienen	relación	con	dicha	evaluación	final,	para	que	quien	
contrataba	determinara	si	se	había	hecho	o	no	según	lo	acordado.	Esos	contratos	privados	debieron	
servir	de	modelo	a	los	de	obras	públicas.	Sobre	el	tema:	Martin,	1986,	324,	y	1989,	89	ss.	y	103	ss.;	
trisciuoglio,	1998,	141	ss.;	brélaz,	2003,	48	s.
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desde	época	republicana	por	fuentes	literarias	y	epigráficas220,	y	de	modo	espe-
cial	por	la	lex parieti faciundo	de	Puteoli.	Este	mismo	documento	indica	que	la	
aprobación	final	de	la	obra	correspondía	al	senado	local.	La	Lex Tarentina	tam-
bién	sugiere	que	allí	se	procedía	de	forma	similar,	pues	la	corporación	senatorial	
aparece	en	la	lex	interviniendo	en	asuntos	públicos	que	eran	gestionados	por	los	
magistrados221.	
Tal	inspección	tendría	como	elementos	de	juicio	esenciales	tanto	las	cláusu-
las	contenidas	en	la	lex locationis	y	en	la	contrata	conservada	en	el	tabularium,	
como	las	directrices	oficiales	que	el	redemptor	hubiera	podido	recibir	de	los	ma-
gistrados	durante	 la	 ejecución	de	 la	obra222.	Todas	estas	 acciones	 implicaban,	
por	tanto,	que	las	autoridades	locales	hicieran	consultas	en	los	documentos	de	
archivo,	necesitando	que	 los	 instrumenta	correspondientes	estuvieran	en	todo	
momento	bien	localizados.	Incluso	podían	necesitar	copias	manejables	de	algu-
nos	datos,	como	elemento	de	referencia	si	efectuaban	inspecciones	directas	de	
las	obras	en	curso.
En	Puteoli	es	posible	que,	antes	de	que	el	senado	aprobara	la	obra	una	vez	
terminada,	 una	 comisión	 de	 sus	miembros	 fuera	 enviada	 al	 lugar	 de	 la	mis-
ma.	Dicha	delegación	habría	informado	al	consejo	decurional	antes	de	la	vo-
tación223.	La	intención	primaria	de	tal	procedimiento	de	control	sería	que	los	
decuriones	pudieran	comprobar	que	el	redemptor	había	ejecutado	el	proyecto	
edilicio	 correctamente,	 según	 los	 términos	de	 la	 contrata.	Y	 también	que	 los	
magistrados	habían	sido	celosos	en	la	curatio	de	 los	trabajos,	no	malgastando	
los	fondos	municipales	(las	obras	públicas	eran	inversiones	muy	caras),	ni	ob-
teniendo	provechos	ilícitos	de	su	gestión.	En	todo	caso	tal	prevención	protegía	
igualmente	a	los	redemptores,	ya	que	evitaba	que	los	magistrados	usaran	dicho	
acto	administrativo	para	presionarles	y	obtener	sobornos	de	ellos,	a	cambio	de	
aprobar	su	trabajo.	Como,	según	vimos,	trató	de	hacer	Verres	al	inspeccionar	las	
tareas	realizadas	en	el	templo	de	Cástor.
Pero	las	leyes	locales	de	Hispania	no	aclaran	si	la	probatio operis	de	una	obra	
municipal	 correspondía	 a	 los	 decuriones,	 como	 vemos	 en	Puteoli,	 o	 bastaba	
con	que	 la	efectuaran	 los	duunviros	que	habían	realizado	 su	 seguimiento.	Es	
probable	que	tal	competencia	fuera	dejándose	a	los	magistrados224.	En	princi-
220.	Documentación	en	biscardi,	1960.
221.	Lex Tar.,	20	ss.	
222.	Cfr.	trisciuoglio,	1998,	228	ss.
223.	El	uso	de	comisiones	decurionales	se	refleja	en	las	leyes	municipales	de	Hispania.	Por	ejemplo	
para	examinar	las	cuentas	presentadas	por	los	gestores	de	fondos	públicos	(Lex Irn.,	67-68).
224.	Aunque	se	trate	de	obras	estatales,	y	Cicerón	nos	lo	muestre	como	un	caso	de	abuso	de	poder,	
el	asunto	de	Verres	y	el	templo	de	Cástor	confirma	que	en	esta	cuestión	la	opinión	de	los	magistrados	
era	válida	para	evaluar	el	trabajo	de	un	redemptor.	
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pio	la	fórmula	locavit (-erunt), eidemque probavit (-erunt),	que	encontramos	en	
inscripciones	relativas	a	obras	públicas	asociadas	a	magistrados,	cuyos	nombres	
se	citan,	parecen	atribuirles	tales	actos	administrativos	(locare y probare un opus 
publicum)	de	 forma	exclusiva,	 indicando	que	 la	 inspección	final	de	una	obra	
pública (probatio)	correspondía	a	los	mismos	que	la	habían	adjudicado	(locatio)	
en	nombre	de	la	ciudad.	
Esa	inspección	duunviral	es	asimismo	confirmada	ya	desde	época	republica-
na	por	la	lex locationis	de	Puteoli,	donde	la	expresión	arbitratu duouir(um)	indi-
ca	la	plena	potestad	de	los	magistrados	al	efectuar	la	locatio	y	fijar	las	garantías	y	
garantes	que	debía	aportar	el	contratista.	Pero	por	extensión	alude	a	las	orienta-
ciones	dadas	por	los	magistrados	a	los	redemptores	durante	los	trabajos,	a	fin	de	
controlar	su	ejecución225.	En	dicho	documento	se	mencionan	ambos	duunviros,	
N. Fufidius y M. Pullius,	quienes	realizan	tanto	la	contratación	de	la	obra,	como	
la	curatio	de	los	trabajos,	dando	indicaciones	al	redemptor.	Aunque	la	probatio 
final	de	la	obra	no	depende	exclusivamente	de	ellos,	sino	del	senado	en	su	con-
junto226.	 En	 los	 proyectos	 estatales	 eran	 también	 los	magistrados	 encargados	
de	ellas,	o	los	curatores	nombrados	a	tal	efecto,	quienes	efectuaban	la	probatio,	
como	vemos	en	el	citado	caso	de	Verres227.	Otra	cuestión	sería	qué	criterios	o	
patrones	objetivos	podían	tenerse	en	cuenta	en	dicha	valoración,	para	aprobar	
o	no	la	obra.	Para	el	caso	de	los	trabajos	públicos	carecemos	de	información228.	
Aunque	los	magistrados	podrían	asegurarse	recurriendo	a	una	opinión	técnica,	
por	ejemplo	de	un	arquitecto229.	
Como	hemos	visto,	algunos	epígrafes	 sintetizan	 los	procedimientos	admi-
nistrativos	 necesarios	 para	 realizar	 una	 obra	 pública	municipal.	Aparecen	 los	
nombres	 de	 los	 dos	magistrados	 responsables	 del	 proceso.	Y	 son	 los	mismos	
que	primero	gestionan	la	contrata	(locatio),	luego	se	encargan	de	supervisar	la	
realización	de	los	trabajos	(factio),	y	finalmente	efectúan	la	probatio	final,	según	
las	directrices	marcadas	previamente	por	 los	decuriones.	Todo	 lo	cual	 sugiere	
que	ambos	magistrados,	que	suelen	ser	los	duunviros,	asumían	tales	tareas	en	
equipo.
Veamos	 algunos	 casos	 extraídos	 de	 la	 epigrafía	 hispana.	 Una	 inscripción	
de	Archena	(Murcia)	ya	citada,	y	relativa	a	un	acueducto	construído	en	época	
225.	Cfr.	Lex Puteol.,	III,	7	ss.
226.	Lex Puteol.,	I,	1-8.
227.	Cic.,	In Verr.,	II-1,	130-134,	142.	El	Senado	tenía	competencias	en	obras	públicas.	Pero	el	
uso	de	comisiones	delegadas	para	asuntos	concretos	fue	más	bien	excepcional.	Cfr.	talbert,	1984,	
285-288,	372-375.	Sobre	las	curatelas,	especialmente	la	documentación	jurídica:	PalMa,	1980.	Para	
las	obras	públicas	imperiales:	daguet-gagey,	1997.
228.	Vide	Martin,	1986,	325,	para	el	ámbito	de	la	construcción	privada.
229.	Cfr.	Frontin.,	De aquaed.,	119,	3.
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de	Augusto,	 indica	que	 fueron	 los	duunviros	C. Cornelius Capito y L. Heius 
Labeo quienes aquas ex d(ecreto) d(ecurionum) reficiendas curarunt i(dem)q(ue) 
p(robarunt)230.	Y	en	Saguntum,	cuando	el	senado	local	decidió	reconstruir	las	
murallas	de	la	ciudad,	fueron	también	ambos	duunviros,	Ful[vius] Titian(us)	y	
C. Lucilius,	quienes	 turris et mur[o]s refic(iendos) co[er(averunt)]231.	En	ambos	
casos	se	indica	que	tales	obras	habían	sido	aprobadas	por	decreto	de	los	decu-
riones.	
Pero	otras	veces	los	magistrados	podían	repartirse	la	curatio	de	las	obras,	ac-
tuando	con	plena	independencia	entre	ellos.	En	el	asunto	del	templo	de	Cástor	
relatado	por	Cicerón	las	partes	en	conflicto	no	recurrieron	al	colega	de	Verres	
en	la	pretura	urbana,	también	competente	en	obras	públicas,	para	obtener	su	
mediación232.	Posiblemente	porque	la	gestión	de	las	contratas	era	repartida	en-
tre	los	magistrados,	y	cada	uno	tenía	exclusiva	competencia	sobre	los	trabajos	
que	se	le	adjudicaban.	Esta	posibilidad	la	vemos	también	en	la	ley	municipal	
de	Irni.	En	ella	se	indica	que	los	duunviros,	bien	actuando	cada	uno	de	forma	
individual,	o	de	acuerdo	con	su	colega	(IIviri ambo alterve),	tenían	ius	y	potestas	
para	gestionar	los	proyectos	edilicios	que	consideraran	oportunos,	consistentes	
en	construir	o	reformar	vias itinera flumina fossas cloacas233.
Lo	mismo	parecen	 indicar	 algunos	 epígrafes	 donde	 sólo	 un	miembro	del	
colegio	duunviral	asume	competencias	edilicias.	En	Carthagonova	el	duunvi-
ro	Cn. Cornelius Cinna f(aciendum) c(urauit) i(dem)q(ue) p(robauit)	ciento	dos	
pies	de	la	muralla,	cuya	construcción	fue	aprobada	por	decreto	decurional	ha-
cia	el	último	cuarto	del	siglo	I	aC.	De	forma	similar	se	expresa	otro	epígrafe,	
donde	el	mismo	personaje	asume	la	curatio	y	probatio	final	de	otro	tramo	de	
la	muralla234.	También	por	 la	misma	época	M. Cornelius Marcellus,	duunviro	
quinquenal,	supervisó	la	ejecución	de	ciento	cincuenta	y	siete	pies	de	la	muralla,	
murum... d(ecreto) d(ecurionum) f(aciendum) c(urauit) i(dem)q(ue) p(robauit)235.	
Y	en	Barcino	C. Coelius,	duunviro	quinquenal	en	época	de	Augusto,	mur(um/
os) turres portas fac(iendas) coer(avit)236.	Pero	en	un	epígrafe	de	Tossal	de	Manises	
(Alicante)	vemos	que	fue	un	prefecto	 local,	Tadius Ruf(us),	quien	 tur(rim/res) 
faciund(am) coer(avit)237.	Se	trataría	de	un	prefecto	pro IIviro,	función	reglamen-
230.	CIL,	II,	3541;	curchin,	1990,	181,	412-413,	época	augustéa.
231.	CIL,	II2/14,	361	= CIL,	II,	6021.
232.	Vide	al	respecto	du Plessis,	2004,	295	ss.	
233.	Lex Irn.,	82.
234.	abascal-raMallo,	1997,	86	ss.	n.3	(=	CIL,	II,	3425);	92	ss.	n.4	(=	Eph.Ep.,	9,	331).
235.	abascal-raMallo,	1997,	94	ss.	n.5	(=	CIL,	II,	3426).
236.	HAE,	6-7,	798	=IRB,	51	=IRC,	IV,	57.	Aunque	no	se	aluda	al	decreto	decurional	debemos	
suponerlo,	pues	si	hubiera	actuado	por	munificencia	personal	lo	habría	hecho	constar.
237.	CIL,	II,	3561=	ILER,	2091;	rabanal-abascal,	1985,	197	nº	8.	
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tada	en	los	estatutos	municipales	flavios238,	quien	debió	reemplazar	a	los	duun-
viros	cierto	tiempo,	ya	que	lo	exigiría	la	realización	de	una	obra	de	tal	magnitud.	
Pero	 podía	 ocurrir	 que,	 por	 prolongarse	 la	 ejecución	 de	 los	 trabajos	más	
allá	de	su	anualidad	en	el	cargo,	los	duunviros	que	los	habían	contratado	como	
locatores	no	fueran	los	mismos	que	efectuaran	al	final	la	probatio	y	el	pago	de	
los	servicios,	sino	sus	sucesores.	En	la	ley	de	Urso	vemos	cómo	una	de	las	pri-
meras	obligaciones	de	los	nuevos	duunviros,	tras	entrar	en	el	cargo	el	primero	
de	enero,	era	pagar	a	los	redemptores	que	habían	suministrado	todo	lo	necesario	
para	las	actividades	de	culto	(sacra)	el	año	anterior239.	Evidentemente	los	nue-
vos	duunviros	no	podían	ser	quienes	hubieran	cerrado	las	contratas	con	tales	
redemptores,	debían	haberlo	hecho	sus	predecesores.	En	el	caso	de	las	contratas	
edilicias	debía	 ser	 frecuente	que	 los	magistrados	que	efectuaban	 la	probatio	o	
aprobación	final	de	la	obra	acordada,	fueran	distintos	a	quienes	antes	la	habían	
adjudicado	en	la	preceptiva	subasta240.	
Como	vimos,	la	inspección	de	los	magistrados	o	curatores	sobre	las	obras	
públicas	se	basaría	en	la	documentación	sobre	 la	contrata	archivada	en	las	
tabulae publicae.	La	probatio	final	de	una	obra	debía	acreditar	su	ejecución	
según	 los	 términos	 concretos	 acordados	 por	 los	magistrados locatores	 con	
el	redemptor.	Por	ello	era	importante	que	se	describieran	con	cierto	detalle	
las	 características	 técnicas	del	 trabajo	que	el	 empresario	 se	 comprometía	a	
realizar,	y	que	el	locator operis	esperaba	de	la	contrata,	tal	como	refleja	la	lex 
parieti faciundo	de	Puteoli.	Esa	información	también	era	importante	para	el	
redemptor,	pues	le	orientaba	con	claridad	sobre	el	proyecto	a	ejecutar,	asegu-
rando	que	al	final	sería	aprobado.	Si	en	el	curso	de	la	obra,	o	en	el	momento	
de	la	probatio,	surgía	algún	desacuerdo	entre	las	partes,	podían	consultarse	
los	documentos	escritos	para	resolver	cualquier	controversia.		
La lex de	Puteoli	no	indica	si,	en	el	caso	de	que	el	senado	local	no	apro-
bara	la	obra	encargada,	el	redemptor	podía	recurrir.	La	posibilidad	de	apelar	
contra	algunas	decisiones	oficiales	está	recogida	en	las	leyes	municipales	de	
Hispania241.	Pero	podía	ocurrir	que	la	probatio	final	demostrara	que	el	em-
presario,	efectivamente,	no	había	cumplido	los	términos	del	contrato,	al	no	
realizar	su	trabajo	correctamente.	En	tal	caso	los	magistrados	podían	exigirle	
que	hiciera	 lo	necesario	para	que	el	proyecto	quedara	bien	 terminado.	O	
incluso	 optar	 por	 una	 nueva	 locatio	 a	 expensas	 del	mismo	 contratista.	 El	
redemptor,	si	había	irregularidades,	contaba	con	un	tiempo	límite	para	corregir	
238.	Lex Salp.-Irn.,	25.
239.	Lex Urs.,	69.
240. trisciuoglio,	1998,	117,	147.
241.	Así	en	Irni	contra	las	multas	impuestas	por	los	magistrados	(Lex Irn.,	66).
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los	defectos242.	Si	no	lo	hacía	el	contrato	se	daba	por	terminado.	Así	lo	sugiere	
Cicerón,	a	propósito	del	asunto	de	Verres	y	el	templo	de	Cástor.	
Como	 solución	 extrema,	 si	 el	 perjuicio	 causado	 a	 los	 intereses	 de	 la	 ciu-
dad	 era	 grande,	 las	 autoridades	municipales	 podían	 recurrir	 a	 la	 venditio	 de	
los	bienes	ofrecidos	por	el	contratista	como	garantía243.	Como	vimos	ese	pro-
cedimiento,	que	permitía	a	la	comunidad	resarcirse	de	los	daños	ocasionados,	
está	detallado	en	las	leyes	municipales	de	Malaca	e	Irni,	y	debía	ajustarse	a	los	
términos	de	la	Lex Praediatoria	vigente	en	Roma244.	De	nuevo	observamos	aquí	
el	nivel	de	responsabilidad	de	los	senados	locales	en	la	gestión	de	las	contratas	
públicas,	y	la	actuación	en	tales	procesos	de	los	magistrados.	Se	establece	que	los	
duunviros	podían	vender	tales	bienes	inmobiliarios,	pero	sólo	si	el	asunto	había	
sido	examinado	y	aprobado	previamente	por	una	mayoría	de	dos	tercios	de	los	
decuriones.	
Para	 los	magistrados	 curatio	 y	probatio	 eran	 responsabilidades	 administra-
tivas	que	debían	efectuarse	con	detenimiento,	pues	aceptar	una	obra	pública	
deficientemente	 realizada,	 y	 pagarla	 a	 los	 contratistas,	 suponía	 negligencia	 y	
malversación	de	la	pecunia publica.	Hay	que	tener	en	cuenta	que,	una	vez	ob-
tenida	la	probatio	de	la	obra	que	había	realizado,	el	redemptor	quedaba	eximido	
de	cualquier	responsabilidad,	si	posteriormente	aparecían	defectos	no	detecta-
dos	en	su	momento	por	quien	debía	haber	efectuado	con	detenimiento	dicha	
inspección245.	Los	decuriones	podían	exigirles	explicaciones,	e	 incluso	ser	de-
nunciados	por	malgastar	fondos	públicos.	Si	así	ocurría	su	reputación	quedaba	
sensiblemente	afectada.	
Que	los	redemptores	 incumplieran	los	términos	de	la	contrata	(trabajo	mal	
hecho,	 retrasos,	etc.),	debía	 ser	un	riesgo	previsible	para	 los	gobiernos	muni-
cipales,	 a	 tenor	del	detalle	 con	que	 los	 reglamentos	 locales	 tratan	el	 tema	de	
la	prestación	de	garantías246.	Por	el	contrario,	 la	correcta	gestión	de	 las	obras	
públicas	 sin	 duda	 significaba	 para	 los	magistrados	 responsables	 una	 positiva	
imagen.	No	olvidemos	que	sus	nombres	quedaban	vinculados	a	tales	proyectos	
edilicios	por	dos	expresiones	publicitarias:	los	anuncios	de	las leges locationum,	
que	permanecían	expuestos	en	lugar	público	durante	el	resto	de	su	mandato247;	
y	especialmente	las	inscripciones	conectadas	con	las	construcciones	cuya	reali-
242.	Cfr.	Martin,	1986,	325.
243.	Cfr.	al	respecto	trisciuoglio,	1998,	244	ss.
244.	Lex Mal.-Irn.,	64.
245.	Martin,	1986,	326,	señala	que	no	está	documentado	ningún	tempus probationis	en	las	leges 
locationum	de	obras	públicas.
246.	Cfr.	Lex Mal.-Irn.,	63-65.
247.	Cfr.	Lex Mal.-Irn.,	63.
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zación	habían	gestionado,	asociando	sus	nombres	a	todo	el	proceso	de	ejecución	
de	las	mismas.
El pago al redemptor
Como	 se	desprende	de	 la	 lex locationis	 de	Puteoli,	 el	 pago	del	 contratista	
dependía	del	éxito	de	la	probatio.	Una	vez	efectuada,	si	todo	resultaba	conforme	
a	la	contrata,	los	magistrados	debían	abonarle	el	precio	pactado	(solutio),	aten-
diendo	a	los	plazos	y	cantidades	acordados	en	la	lex locationis248.	Con	relación	a	
los	pagos,	cabía	la	posibilidad	de	que	el	redemptor	recibiera	anticipos	según	fue-
ra	avanzando	en	sus	trabajos.	En	la	lex	de	Puteoli	la	remuneración	del	contra-
tista	se	subordina	a	la	effectio	de	la	obra	y	la	correspondiente	probatio.	Aunque	
se	observan	anticipos,	la	mitad	del	precio	de	adjudicación	se	abonaba	tras	la	
presentación	de	garantías	reales	(subsignatio praediorum),	una	vez	examinadas	
y	aceptadas249.	Y	la	otra	mitad	al	final,	una	vez	realizado	y	aprobado	el	traba-
jo250.	Pudo	usarse	esta	fórmula	si	los	magistrados	no	encontraban redemptores	
con	 solvencia	 económica,	 y	debían	 encomendar	 las	 contratas	 a	 empresarios	
más	modestos,	que	no	podían	adelantar	todo	el	importe	de	la	obra.	De	esas	
provisiones	de	fondos	el	contratista	respondía	también	con	las	garantías	que	
aportaba251.
Las	cláusulas	relativas	al	pago	fijado	para	el	trabajo	del	redemptor,	cuando	
llegaba	 la	 fase	 final	 de	 inspección	de	 la	 obra,	 afectaban	decisivamente	 a	 su	
responsabilidad.	Si	el	acuerdo	era	pagarle	a	plazos,	y	ello	dependía	de	la	apro-
bación	progresiva	de	las	fases	de	la	obra	ya	realizadas,	el	redemptor	sólo	corría	el	
riesgo	de	perder	las	partes	todavía	no	ejecutadas.	Y	si	lo	estipulado	era	el	pago	
total	al	final,	se	arriesgaba	a	perder	la	obra	completa	si	no	superaba	la	inspec-
ción	y	aprobación	final	de	la	misma.	
Pero	si,	tras	la	probatio,	todo	se	ajustaba	a	la	contrata,	los	duunviros	debían	
abonar	al	contratista	el	precio	total	pactado	(solutio),	o	las	sumas	pendientes,	
248.	Ambos	trámites,	probatio	y	pago,	podían	ser	efectuados	por	magistrados	distintos	a	los	que	
habían	contratado	la	obra.	La	ley	de	Urso	señala	que	una	de	las	primeras	obligaciones	de	los	nuevos	
duunviros	 era	pagar	 a	 los	 redemptores	 que	 suministraban	 lo	necesario	para	 los	 sacra	 públicos	de	 la	
colonia,	conforme	a	la	lex locationis	(Lex Urs.,	69).	De	dicha	locatio	habrían	sido	responsables	otros	
magistrados	anteriores.	Y	desde	la	formalización	del	acuerdo	los	contratistas	habrían	ido	adelantando	
sus	entregas,	hasta	el	momento	del	pago	de	sus	servicios.	
249.	Tal	pago	no	constituiría	una	solutio	parcial,	sino	una	datio ob rem,	una	especie	de	préstamo.	
Cfr.	d’ors,	1997,	101	s.;	trisciuoglio,	1998,	239,	n.105.
250.	Lex Puteol.,	 III,	13-16:	Dies pequn(iae): pars dimidia dabitur, ubei praedia satis subsigna ta 
erunt; altera pars dimidia soluetur opere effecto probatoque.
251.	De	hecho	la	etimología	de	la	voz	redemptor	alude	a	quien	recuperaba	más	tarde	(cuando	se	le	
pagaba)	lo	que	había	adelantado	para	cumplir	la	contrata.	Cfr.	Mateo,	1999,	57	ss.
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según	lo	establecido252.	Todas	estas	operaciones	financieras	producirían	tam-
bién	documentos	de	archivo,	en	forma	de	cartas	de	pago	(apochae),	al	estilo	
de	las	que	conocemos	emitidas	por	la	administración	de	Pompeya	en	favor	del	
banquero	Caecilius Iucundus253.	Pero	hay	una	cuestión	sobre	 la	que	estamos	
mal	 informados,	 qué	 ganancia	 neta	 podía	 obtener	 al	 final	 un	 redemptor	 de	
obras	públicas,	 ya	que	hay	escasa	 información	 sobre	 costes	de	proyectos	de	
obras	privadas	y	oficiales,	o	de	liquidaciones	a	constructores.
En	el	tema	de	los	pagos	con	fondos	municipales	(pecunia publica)	la	res-
ponsabilidad	 de	 los	 duunviros	 era	 grande,	 pues	 los	 cuestores,	 magistrados	
inferiores	 encargados	 de	 cobrar,	 gastar,	 guardar,	 administrar	 y	 pagar,	 como	
indica	la	ley	de	Irni,	actuaban	a	sus	órdenes254.	Las	decisiones	que	afectaban	a	
la	pecunia publica eran	tomadas	por	los	duunviros255.	Pero	estos	magistrados,	
como	todos	los	que	administraban	de	una	forma	u	otra	fondos	municipales,	
estaban	 obligados	 no	 sólo	 a	 presentar	 sus	 cuentas	 (rationes communes)	 ante	
los	decuriones	al	final	de	su	mandato,	sinó	a	informarles	y	justificar	todos	los	
negotia	municipales	que	hubieran	gestionado256.	Y	los	negotia	consistentes	en	
la	ejecución	de	obras	públicas,	por	su	envergadura,	duración	y	altos	costes,	sin	
duda	contaban	entre	sus	más	importantes	responsabilidades.
	
252.	Los	 contratos	 de	 obras	 particulares	 también	 incluían	 información	 sobre	 la	merces	 debida	
al	 redemptor,	 existiendo	diversos	 sistemas	de	pago.	Vide	 al	 respecto	Martin,	 1986,	 esp.	 326	 ss.,	 y	
1989,	114-120,	analizando	las	fuentes	literarias	y	jurídicas,	más	explícitas	sobre	los	problemas	de	la	
construcción	privada.	
253.	Estos	 recibos	 se	 escribieron	 sobre	 dípticos	 y,	 sobre	 todo,	 trípticos,	 como	 chirographum,	 y	
van	datados	por	 los	 duunviros	 locales	 y	 los	 cónsules.	 Para	 enfatizar	 su	 carácter	 oficial,	 el	 redactor	
indica	haber	actuado	a	las	órdenes	(iussu)	de	uno	o	ambos	duunviros,	cuyas	firmas	y	sellos	ratifican	su	
intervención	en	tales	actos.	Cfr.	Macqueron,	1982,	136	ss.	
254.	Lex Irn.,	20:	arbitratu IIvirorum.
255.	Son	ellos,	como	vimos,	quienes	en	Urso	pagaban	a	los	contratistas	de	los	suministros	para	los	
sacra	(Lex Urs.,	69).
256.	Lex Irn.,	67:	Quique rationes communes negotiumve quot commune municipum eius municipi 
gesserit tractaverit...
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